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Resumen 

En el presente informe se analiza uno de los casos más emblemáticos y controvertidos de 
amparo contra amparo: el amparo interpuesto por Agrícola Cerro Prieto S.A.C. contra una 
sentencia emitida por el Tribunal Constitucional. Los jueces y el Tribunal Constitucional 
tuvieron distintas posturas respecto a la procedencia de la demanda y la aplicabilidad o no de 
un precedente vinculante, abriendo un debate jurídico que se extiende hasta la actualidad: la 
posibilidad que un amparo proceda contra una sentencia del máximo intérprete de la 
Constitución. Asimismo, el Tribunal Constitucional deja un claro mensaje respecto a su 
posición sobre la protección del derecho de propiedad del tercero de buena fe registral. Sin 
embargo, el debate sobre cuando se considera la existencia de un tercero de buena fe se 
encuentra vigente hasta hoy en día y parece nunca terminará. El objetivo del presente informe 
es brindar una opinión sustentada respecto a la aplicación del derecho por parte de los jueces 
y el Tribunal Constitucional al resolver el caso y con ello incentivar el debate jurídico. La 
metodología que se emplea es analizar cada problema planteado a partir de la normativa 
aplicable, la jurisprudencia y la doctrina para arribar a principales conclusiones que permitan, 
luego de ello, tomar una postura sobre lo resuelto por dichas estancias decisoras, así como, 
de ser el caso, de la demanda planteada. Finalmente, la conclusión principal del presente 
informe es que, si bien correspondía restituir la plena vigencia de los derechos de ACP, era 
necesario que el Tribunal Constitucional sustente correctamente su decisión tanto a nivel 
procedimental, y -en tanto entró a resolver el fondo- como a nivel sustantivo, para así librarla 
de cualquier cuestionamiento.  
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I. Introducción 

El análisis del presente expediente es enriquecedor, en primer lugar, desde una óptica de 
Derecho Procesal Constitucional, ya que se evalúa la procedencia de la demanda de amparo 
interpuesta por Agrícola Cerro Prieto S.A.C. contra una sentencia del Tribunal Constitucional 
recaída en otro proceso de amparo, del cual no fue parte y originó consecuencias sobre su 
esfera jurídica. Asimismo, abre camino para el debate en la rama del Derecho Constitucional, 
mediante el análisis del contenido constitucionalmente protegido del derecho de defensa y 
del derecho de propiedad, así como de la importancia de su tutela. También, involucra 
contenidos relacionados al Derecho Civil Patrimonial, así como el Derecho Registral, 
principalmente en relación con la tutela del tercero registral de buena fe y los límites frente a 
la propiedad privada. 

Elegí el presente expediente porque, en mi paso como practicante del primer estudio jurídico 
que me abrió las puertas -y que contribuyó muchísimo con mi formación como profesional- 
tuve la suerte de tomar conocimiento de su existencia a través de la revisión de una partida 
registral en una evaluación legal realizada a los inmuebles de Agrícola Cerro Prieto en el 
marco de un financiamiento. Mi pasión por el Derecho Inmobiliario y la complejidad del caso 
hizo que me conquiste casi de inmediato, pero mientras más lo analizaba, más preguntas 
surgían. Si bien me parecía una sentencia justa, ya que amparaba el derecho de propiedad 
de dicha empresa -que a todas luces consideraba en dicho momento había sido vulnerado-, 
una de las tantas cosas que me enseñó mi paso por la facultad de Derecho fue que para que 
una decisión, una ley, una acción o cualquier acto emanado de un poder sea justo tiene que 
respetar el orden jurídico establecido. Las sentencias siempre deben estar acompañadas de 
una fundamentación y sustentación jurídica coherente y sólida en función al caso en concreto.  

Espero que el presente informe no solo contribuya a cumplir la meta de tener mi título, sino 
que sea una invitación para todo aquel que se desempeñe dentro de esta carrera a tomar 
conciencia de la responsabilidad que tenemos desde cualquier posición que desarrollemos, 
desde la práctica privada, desde la litigación, desde la función administrativa o pública, desde 
la función judicial o arbitral, al interpretar el derecho y la necesidad de interiorizar que existe 
un orden jurídico a respetar, pero sobre todo, que en cualquier ámbito del derecho lo que 
nunca se puede apartar de nuestra vista es que su fin es la persona y la defensa de sus 
derechos fundamentales. 

II. Hechos del Caso 
 

1. Antecedentes Relevantes: 
 

1.1. En el año 1907 se produce la inmatriculación de un predio denominado “La Otra 
Banda” inscrito en la Partida No. 02208384 del Registro de Propiedad Inmueble de 
Chiclayo (“Inmueble Aspillaga”)1. La titularidad de dicho predio se inscribe inicialmente 
a nombre de dos personas naturales y, con fecha 28 de noviembre de 1941, la 
Sociedad Aspillaga Anderson Hermanos S.A. (“Aspillaga Hermanos”) adquiere dicha 
propiedad, tal como consta inscrito en la mencionada partida. Asimismo, se menciona 
la existencia de un plano inscrito en la partida del Inmueble Aspillaga que obra en el 
título archivado No. 21/1241 de fecha 24 de diciembre de 19342.  

 
1.2. Por su parte, en el año 1990, mediante Resolución Ministerial No. 0191-75-AG y en 

aplicación del artículo 410 del Decreto Legislativo No. 556, que aprueba la Ley del 
 

1 Inicialmente dicho predio se inmatriculó con 1 340 hectáreas y, con posterioridad, se le acumula una mayor área, llegando a tener 10 232 
hectáreas. 
2 Información obtenida del Informe Técnico No. 6144-2009-ZR No. II/OC-CHI de fecha 09 de diciembre de 2009 que forma parte del expediente. 
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Presupuesto del Sector Público para 19903 y del artículo 218 de la Ley No. 25303, Ley 
del Presupuesto del Sector Público para 19904, se adjudica e inmatricula a favor de la 
Autoridad Autónoma y Proyectos Especiales del Instituto Nacional de Desarrollo 
(“INADE), la propiedad del predio denominado “Tierras Eriazas de la región natural 
Costa, Valle Jequetepeque, ubicada dentro de los distritos de Lagunas, Mocupe, 
Zaña, Nueva Arica y Oyotún, provincia de Chiclayo”, inscrito en la Ficha No. 43826 
que continúa en la Partida No. 02244249 del Registro de Propiedad Inmueble de 
Chiclayo (la “Matriz Inicial INADE”)5. Dicha inmatriculación consta inscrita en el asiento 
1 de la partida registral de la Matriz Inicial INADE donde se indica la existencia de un 
plano perimétrico que delimita el área inmatriculada, así como en el asiento 2 donde 
se menciona la existencia de un plano del área acumulada con posterioridad.  
 

1.3. Asimismo, en el año 1999, se independiza de la Matriz Inicial INADE un área de 
2,808.056 has en la Ficha No. 43827 que continúa en la Partida No. 02301496 del 
Registro de Propiedad Inmueble de Chiclayo (el “Inmueble ACP”) a favor del Proyecto 
Especial Jequetepeque Zaña (PEJEZA). Dicha inscripción igualmente contiene un 
plano del área independizada e inscrita en dicha partida. El Inmueble ACP es 
transferido a Agrícola Cerro Prieto S.A.C. (“ACP”) mediante licitación pública 
internacional en el año 2000, que originó la suscripción de un contrato de compraventa 
entre PEJEZA y ACP con intervención de Promociones y Comercio S.A. y la Dirección 
Ejecutiva FOPRI6, con fecha de escritura pública 30 de octubre de 2000 (la 
“Compraventa ACP”). Cabe resaltar que, en dicho contrato, ACP se obligó a cumplir 
con los compromisos de inversión correspondientes a (i) ejecutar la construcción de 
un sistema de conducción que permita llevar el agua desde el punto identificado como 
TP-6 del canal principal Talambo, Zaña, hasta el Inmueble ACP, (ii) efectuar la 
lotización y venta de no menos del 20% del área neta del Inmueble ACP y (iii) 
desarrollar un proyecto de siembra y cultivo de una extensión no menor de 500 
hectáreas. Adicionalmente, con fecha 10 de octubre de 2000, ACP celebró un contrato 
de garantías con el Estado Peruano mediante el cual este último garantiza a ACP las 
declaraciones, seguridades y obligaciones asumidas por PEJEZA en el referido 
contrato de compraventa7. Dicha Compraventa ACP se inscribió la partida registral del 
Inmueble ACP.  

 
1.4. ACP procede a dar cumplimiento a los compromisos de inversión y a las obligaciones 

contenidas en la Compraventa ACP, así como realiza grandes inversiones en el 
Inmueble ACP durante los siguientes años.  
 

1.5. Asimismo, ACP y PEJEZA celebran un contrato de establecimiento de servidumbre 
de acuaeducto contenido en la escritura pública de fecha 24 de julio de 2003 y 
aclaración de fecha 20 de abril de 2004, que con posterioridad sufre una serie de 
modificaciones. Dicho contrato tiene como antecedente la Compraventa ACP, y, 

 
3 Artículo 410.- Transfiérase al dominio de las autoridades Autónomas y proyectos especiales del Instituto Nacional de Desarrollo ubicadas en la 
zona de costa, todas las tierras eriazas comprendidas en su ámbito debiendo inscribirse la propiedad de las mismas en los Registros Públicos por 
el sólo mérito de la presente Ley. Las autoridades Autónomas y proyectos especiales del INADE quedan facultadas a otorgarlas en concesión o 
adjudicarlas en propiedad a título oneroso con la finalidad de asegurar el retorno total de la inversión del Estado. El Instituto Nacional de Desarrollo 
INADE, en coordinación con el Ministerio de Agricultura, queda encargado de reglamentar lo dispuesto en el presente artículo. 
4 Artículo 218.- Transfiérase al dominio de las Autoridades Autónomas y Proyectos Especiales todas las tierras eriazas comprendidas en su 
ámbito, debiendo inscribirse la propiedad de las mismas en los Registros Públicos por el solo mérito de la presente Ley. Las Autoridades Autónomas 
y Proyectos Especiales quedan facultadas a otorgarlas en concesión o adjudicarlas en propiedad a título oneroso con la finalidad de asegurar el 
retorno total de la inversión del Estado. 
5 Inicialmente dicho predio se inmatriculó con 26 340 hectáreas y con posterioridad se acumula una mayor área llegando a tener 32 830 hectáreas. 
6 Mediante dicho contrato, ACP también adquirió un segundo predio denominado Cerro Colorado de 3,383.98 hectáreas inscrito en la Ficha No. 
636 P.R. Sin embargo, dicho inmueble no formó parte del litigio que originó el proceso materia del presente informe ni el proceso antecedente.  
7 La celebración de dicho contrato de garantía por parte del Estado a favor de ACP se autorizó mediante Decreto Supremo No. 017-2000-PE y de 
conformidad con el artículo 2 del Decreto Ley No. 25570 -sustituido por el artículo 6 de la Ley No. 26438 y el artículo 1357 del Código Civil, según 
se señala en el propio contrato.  
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mediante el mismo, se constituye la servidumbre a título gratuito por plazo indefinido 
sobre los predios de propiedad de PEJEZA por donde pase el sistema de conducción 
de agua que fue parte de los compromisos de inversión asumidos por ACP (la 
“Servidumbre de Acuaeducto”). 
 

1.6. Según lo indicado por Aspillaga Hermanos8, en el año 2004, la empresa inició el 
procedimiento de visación del plano del Inmueble Aspillaga ante el Proyecto Especial 
de Titulación de Tierras (“PETT”) y, como resultado de ello, dicha entidad, mediante 
Hoja Informativa No. 675- 2004-OPER de fecha 29 de octubre de 2004, les comunica 
de la existencia de superposición de áreas con terrenos presuntamente eriazos de 
propiedad de INADE. Aspillaga Hermanos afirma que, desde dicha fecha, recién toma 
conocimiento de la existencia de tal superposición.  
 

1.7. Con fecha 17 de diciembre de 2004, Aspillaga Hermanos interpone demanda de 
amparo contra INADE y PEJEZA, mediante la cual solicitan la inaplicación a su caso 
del artículo 410º del Decreto Legislativo No. 556, y que, en consecuencia, se ordene 
la devolución de sus terrenos indebidamente confiscados e inscritos a favor del INADE 
en la partida de la Matriz Inicial de INADE9. Con dicha demanda se inicia el proceso 
de amparo signado con expediente 2004-87079-0-0100-J-CI-36 (el “Primer Proceso 
de Amparo”). Dicho proceso se resuelve de la siguiente manera a nivel del Poder 
Judicial: 
 
(i) En primera instancia, el Trigésimo Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, por 

Resolución No. 14 de fecha 14 de junio de 2006, declara fundada la demanda 
sustentando su decisión en que la demandante fue privada de su propiedad sin 
que hubiera causa de seguridad nacional, necesidad pública o interés social, 
declarada por ley y habiendo existido previo pago de la indemnización que 
corresponde, de acuerdo con el art. 125 de la Constitución Política de 1979, 
aplicable al momento de la confiscación.  
 

(ii) PEJEZA apela la sentencia y, en segunda instancia, la Sexta Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima, mediante resolución de fecha 23 de enero de 2007, 
revoca la apelada y la demanda es declarada improcedente por estimar que la vía 
del proceso de amparo no es la vía idónea porque se requiere de un proceso que 
cuente con etapa probatoria. 

 
1.8. Aspillaga Hermanos interpone recurso de agravio constitucional ante el Tribunal 

Constitucional (Expediente No. 05614-2007-PA/TC) contra la sentencia indicada en el 
acápite (ii) del numeral 1.6 anterior, el cual es declarado fundado. Dicho colegiado 
determina que se ha confiscado los terrenos de propiedad del demandante sin mediar 
ley que determine la necesidad pública o causa de seguridad nacional y que el artículo 
410º del Decreto Legislativo No. 556 es una norma confiscatoria e infringe la 
Constitución, es decir, no se ha seguido un procedimiento de expropiación con las 
garantías de ley. Señala que la transferencia de dominio a favor de INADE del predio 
inscrito en la Matriz Inicial de INADE resulta inconstitucional al haberse sustentado en 
una norma formalmente inconstitucional. En consecuencia, ordena que se deje sin 
efecto las inscripciones a favor de INADE y PEJEZA en la partida de la Matriz Inicial 

 
8 Dicha información ha sido señalada expresamente por Aspillaga Hermanos en su demanda inicial del proceso de amparo inicial seguido por 
dicha empresa. 
9 Aspillaga demandó adicionalmente que se le devuelvan los terrenos inscritos a favor de INADE en la Ficha 16943, que se acumuló a la partida 
de la Matriz Inicial de INADE.  
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de INADE, tal como consta en la sentencia emitida por dicho tribunal con fecha 20 de 
marzo de 2009 y su aclaratoria (la “Sentencia Aspillaga”)10. 
 

1.9. Producto de ello, el Juez del 33°Juzgado Constitucional Especializado en lo Civil 
mediante Resolución No. 20 de fecha 25 de agosto de 2009 (“Resolución No. 20”) 
ordena que se cumpla con lo ejecutoriado y ordena se deje sin efecto el dominio de 
INADE y PEJEZA de la partida de la Matriz Inicial de INADE. Asimismo, se ordena 
acompañar el plano de “sobreposición” de áreas afectadas al demandante visado por 
el PETT. Como resultado de ello, se remiten los partes judiciales correspondientes al 
Registro Público y entran en calificación bajo el título No. 2009-00052347. 
 

1.10. Dicho título es observado y se emite, adicionalmente a la esquela de observación, el 
Oficio No. 52347-2009-ZRN No. II-CH-CEDP de fecha 10 de septiembre de 200911, 
mediante el cual el registrador público César Enrique Delgado Pérez solicita al juez 
aclarar si cancelarán en su integridad los asientos registrales de dominio que corren 
inscritos en la partida de la Matriz Inicial INADE o si se dará una cancelación parcial. 
De igual forma solicita precisar si la cancelación afecta o no a las independizaciones 
existentes. Este oficio tiene dos puntos importantes a tener en cuenta: (i) el registrador 
advierte que en el proceso no se ha debatido y resuelto sobre si existe o no una 
superposición parcial de áreas ni se ha resuelto una determinación o rectificación de 
áreas con lo cual el acceso del mencionado plano implicaría publicitar una 
modificación o determinación de áreas, linderos y medidas linderos perimétricas sin 
que provenga de un proceso en el que se haya ordenado su inscripción registral, lo 
cual podría perjudicar el derecho de terceros registrales, y (ii) advierte que en las 
independizaciones contienen derechos de terceros registrales protegidos por el 
principio de fe pública registral consagrado en el artículo 2014 del Código Civil 
señalando que la cancelación de las inscripciones no perjudicaría al tercero de  buena 
fe según lo establecido en el artículo 2014 del Código Civil, de conformidad con el 
artículo 97 del Texto Único Ordenado del Reglamento General de los Registros 
Públicos.  
 

1.11. A consecuencia del oficio, el Juez del 33°Juzgado Constitucional Especializado en lo 
Civil emite Resolución No. 27 de fecha 26 de noviembre de 2009 (“Resolución No. 
27”) mediante la cual aclara que conforme a la Resolución 20 y la Sentencia Aspillaga  
(i) la Oficina Registral de Propiedad Inmueble de Chiclayo se cancele todos los 
asientos registrales de dominio que corren inscritos en la Partida No. 02224249 así 
como las independizaciones e inscripciones que ella se deriven, (ii) que el plano del 
Fundo La Otra Banda que fuera remitido con los partes registrales visado por el ex 
PETT, tiene la misma configuración que obra en el título archivado No. 1241 a fojas 
381 del Tomo 21 del diario de fecha 24 de diciembre de 1934 del Registro de 
Propiedad Inmueble de Chiclayo así lo certifica el ex PETT, admitido como medio 
probatorio durante el proceso, por tanto, el área superficial o expresado en dicho 
instrumento, actualizado sólo para fines de mayor precisión, debe considerarse por el 
área especializada del Registro de Predios de la Sede Chiclayo SUNARP a efectos 
de determinarse el área de propiedad de la demandante; 3) que en base al referido 
plano, el área correspondiente del Registro de Predios deberá determinar los sectores 
y áreas exactos de superposición del predio La Otra Banda inscrito en la Partida 

 
10 Mediante Resolución Aclaratoria de fecha 06 de junio de 2009, el Tribunal Constitucional precisa que también es inconstitucional el art. 216 de 
la Ley No. 25303 al haber reproducido lo señalado en el Decreto Legislativo No. 556. 
11 La esquela de observación emita en la calificación del título repite lo mencionado por el registrador en el oficio mencionado por lo cual solo nos 
referiremos a este último documento. 
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Registral No. 02208384, con la Ficha No. 43826 y Partida Registral No. 02244249 y 
con la totalidad de las independizaciones ya sean están previas o posteriores a la 
anotación de la demanda a efectos de realizarse la cancelación de asientos registrales 
que ampara el proceso judicial, 4) que, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 211 
del Código Civil y conforme lo señala el artículo 4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
el registrador deberá cumplir con inscribir los partes bajo responsabilidad. Esta última 
resolución aclaratoria mencionada es la que ordenó a Registros Públicos que se 
cancelen todos los asientos de dominio de la partida de la Matriz Inicial de INADE y 
todas las independizaciones e inscripciones que de ella se deriven y que sea dicha 
entidad la que determine los sectores y áreas exactos de superposición del Inmueble 
Aspillaga con la Matriz Inicial de INADE y con sus independizaciones, ya sean previas 
o posteriores a la demanda interpuesta por Aspillaga Hermanos a efectos de realizar 
las cancelaciones. 
 

1.12. Es así que, adicionalmente a la cancelación del dominio de INADE y PEJEZA, se 
inscribe la cancelación del dominio de ACP respecto del Inmueble ACP, que como 
indicamos correspondía a una independización de la Matriz Inicial de INADE, sobre 
un área de 2,628.5895 hectáreas, siendo inscrita la cancelación en el asiento E00002, 
rectificado en el asiento E00003 de la partida registral del Inmueble ACP. Asimismo, 
mediante asiento B00001 de la partida registral del Inmueble ACP se rectifica el área 
inicial de dicho inmueble, disminuyéndole al área de 2,808.56 hectáreas (inscrita en 
dicho momento), el área de 2,628.5895 hectáreas que se había determinado 
superpuesta con el Inmueble Aspillaga, dando como resultado un área remanente de 
179.4665 hectáreas la misma que se dividió en dos secciones de 61.4180 hectáreas 
y 118.0485 hectáreas cada una. Es decir, mediante esta rectificación, se realiza un 
cierre parcial de la partida del Inmueble ACP. 
 

2. Hechos Procesales: 

 
2.1. Proceso de Amparo contra la Procuraduría Pública del Poder Judicial y Aspillaga 

Anderson Hermanos S.A. (Exp. 51469-2009-0-1801-JR-C1-01) 
 

Siendo el derecho de propiedad de ACP afectado con la Sentencia Aspillaga y la orden 
de cancelación de su dominio sobre el Inmueble ACP dictada por el Juez mediante la 
Resolución No. 20 y Resolución No. 27, ACP interpone demanda de amparo contra la 
Procuraduría Pública del Poder Judicial y Aspillaga Anderson Hermanos S.A. con 
fecha 22 de diciembre de 2009, solicitando al juez que reponga las cosas al estado 
anterior a la vulneración de sus derechos constitucionales a la defensa y la propiedad 
producida por la tramitación sin su participación del primer proceso de amparo que 
concluye con la emisión de la Sentencia Aspillaga y que ordene se realice un proceso 
de amparo en el cual se le emplace, donde pueda defender su derecho de propiedad 
privada y ejercer su derecho de defensa. Con ello se da inicio al proceso signado con 
expediente 51469-2009-0-1801-JR-C1-01 ante el Primer Juzgado Especializado en lo 
Constitucional en Lima (el “Proceso de Amparo ACP”). Dicho proceso se resuelve de 
la siguiente manera: 
 
(i) En primera instancia, mediante Resolución No. 1 de fecha 18 de enero de 2010, 

el Primer Juzgado Especializado en lo Constitucional en Lima declara 
improcedente la demanda por considerar que, de la lectura contextual y de los 
documentos anexados, ACP interpuso amparo contra un amparo que ha sido 
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resuelto por el Tribunal Constitucional en aplicación de la sentencia vinculante No. 
4853-2004-PA/TC (fundamento 39) que señala que en ningún caso puede ser 
objeto de demanda de amparo contra amparo una resolución del Tribunal 
Constitucional por ser una instancia de fallo definitiva y final en los procesos 
constitucionales, así como en aplicación del art. 5 inciso 1 y el numeral VII del 
Título Preliminar del Código Procesal Constitucional.  
 

(ii) ACP apela la mencionada resolución y, en segunda instancia, mediante 
Resolución No. 4 de fecha 23 de junio de 2010, la Tercera Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima, confirmó la apelada y la demanda nuevamente es 
declarada improcedente bajo los mismos argumentos.   

 
2.2. Recurso de Agravio Constitucional ante el Tribunal Constitucional (Expediente No. 

03569-2010-PA/TC). 
 

Con fecha 05 de agosto de 2010, ACP interpone recurso de agravio constitucional 
ante el Tribunal Constitucional (Expediente No. 03569-2010-PA/TC) contra la 
Resolución No. 4 de fecha 23 de junio de 2010 que declara improcedente la demanda 
de amparo. Dicho recurso es declarado fundado por el Tribunal Constitucional 
mediante sentencia de fecha 15 de abril de 2011 (la “Sentencia ACP”), precisando los 
efectos de la Sentencia Aspillaga, y ordenando que se mantengan las inscripciones 
de dominio de los terrenos eriazos inscritos en la partida de la Matriz Inicial INADE 
solo en la parte de terreno que adquirió ACP y el resto de la inscripción se mantenga 
a favor de Aspillaga Hermanos, pagándole a estos últimos una indemnización 
justipreciada por la propiedad confiscada mediante un procedimiento de expropiación 
que ordena iniciar. Dicha sentencia se sustentó principalmente en lo siguiente: 
 
(i) Sobre la procedencia de la demanda, señala que concurren circunstancias 

objetivas que justifican que, de forma completamente excepcional, la causal de 
improcedencia prevista en el presente vinculante de la sentencia recaída en el 
expediente No. 04853-2004-PA que señala que en ningún caso puede ser objeto 
de una demanda de amparo contra amparo las resoluciones del Tribunal 
Constitucional, no sea aplicada.  
 

(ii) Por su parte, siendo que si bien en la demanda podría parecer que ACP solicita 
la nulidad de la sentencia en un escrito aclaro que solicita se precise los alcances 
de la Sentencia Aspillaga, para determinar cómo queda su derecho de propiedad, 
por lo que el Tribunal Constitucional determina que corresponde precisar tales 
alcances debido a que, al momento de expedir dicha sentencia, no tuvo 
conocimiento del hecho que ACP era propietario de parte de los terrenos. 

 
(iii) El Tribunal Constitucional señala que, cuando el Estado confisca la propiedad de 

un privado mediante una norma con rango de ley, la sentencia que determine ello 
deberá inaplicar dicha norma, ordenar la cancelación de cualquier inscripción 
registral a favor del Estado y restituir la propiedad, solo cuando el inmueble siga 
siendo propiedad del Estado. 
 

(iv) En cambio, señala que, cuando el Estado confisca la propiedad de un privado 
mediante una norma con rango de ley y la transfiere a un tercero de buena fe y a 
título oneroso, la sentencia que determine ello, deberá ordenar al Estado que de 
inicio  al correspondiente proceso expropiatorio y le abone al propietario una 
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indemnización justipreciada, así como se reconozca el derecho de propiedad a 
favor del tercero; de no ser así, se privaría al tercero de buena fe a su derecho de 
propiedad privada, lo cual afectaría asimismo la seguridad jurídica. 

 
Sin embargo, cabe resaltar que existieron los siguientes votos singulares: 

 
(i) Voto singular del magistrado Vergara Gotelli: Dicho magistrado votó porque se 

declare la improcedencia de la demanda en la medida que ACP no tendría 
legitimidad para obrar activa al ser una persona jurídica. Ello en atención a que la 
finalidad está dirigida a incrementar sus ganancias y que la defensa de los 
derechos fundamentales es para la persona humana; asimismo, señala que, en 
el caso en concreto, se presenta una demanda de amparo contra amparo en la 
que el Tribunal Constitucional debería ceñirse a lo establecido en la STC No. 
04853-2004-AA/TC y la STC No. 03908-2007-PA/TC, y siendo que lo que se 
cuestiona es lo resuelto en última instancia en un proceso de amparo, se excede 
el objeto de dicho proceso constitucional.  
 

(ii) Voto singular del magistrado Beaumont Callirgos: Igualmente dicho magistrado 
votó porque se declare la improcedencia de la demanda fundamentando que el 
Tribunal Constitucional ha señalado en jurisprudencia reiterada y a partir del 
precedente vinculante No. 04853-2004-AA/TC, que en ningún caso puede ser 
objeto de una demanda de amparo contra amparo las resoluciones del Tribunal 
Constitucional, en tanto instancia final y definitiva de los procesos 
constitucionales, pese a que el fallo sostenga que únicamente se precisa la orden 
de conducta que debiera ser cumplida con el objeto de hacer efectiva la Sentencia 
Aspillaga, adicional a ello declara fundada la demanda, revisando lo ya decidido 
por el Tribunal Constitucional, supuesto que está prohibido. Comenta que una 
posición a favor de revisar las sentencias del colegiado constituye una forma de 
debilitar la seguridad jurídica. 

 
En la fase de ejecución de esta última sentencia del Tribunal Constitucional, se 
solicitan aclaraciones por parte de ACP y de Aspillaga Anderson Hermanos, siendo lo 
más relevante lo siguiente: 
 
(i) Aspillaga Hermanos solicita que se aclare que la inscripción de los terrenos 

demandados debe continuar bajo la titularidad de Aspillaga Hermanos hasta que 
culmine la expropiación respectiva. Dicho pedido de aclaración fue declarado 
improcedente.  

 
(ii) Asimismo, como resultado del pedido de inscripción de lo señalado por la 

Sentencia ACP a los Registros Públicos, ingresados los partes judiciales 
mediante el título 2011-67731, se emite el Oficio No. 523-2011 (677318) Z.R. N° 
II/CHC-MML de fecha 19 de setiembre de 2011 y la esquela de observación de 
fecha 14 de octubre de 2011, mediante los cuales el registrador público a cargo 
solicita al juzgado aclare lo siguiente:  

 
- Si el predio inscrito en el tomo 391 fojas 55, ficha 43826, Partida Electrónica 

No. 2244249, debe continuar a nombre de INADE o de Aspillaga Hermanos.  
- Si el predio inscrito en la ficha 43827 se revierte a nombre de INADE o debe 

continuar a nombre de ACP. 
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(iii) ACP solicita, mediante una serie de escritos, ordenar el cumplimiento de la 
sentencia y aclare las observaciones advertidas por el registro, siendo que 
finalmente la Resolución No. 22 de fecha 19 de marzo de 2012, el juez del Primer 
Juzgado Constitucional señala “no ha lugar lo solicitado” en razón que no es 
potestad de dicho Juzgado aclarar resoluciones emanadas por otras instancias.  

 
2.3. Otros procesos conexos relevantes: 

 
2.3.1. Recurso de Apelación por Salto interpuesto por ACP ante el Tribunal 

Constitucional (Exp. No. 03066-2012-PA/TC) 
 
Con fecha 22 de marzo de 2012, ACP interpone recurso de agravio 
constitucional (apelación por salto) contra la resolución No. 22 de fecha 19 
de marzo de 2012, solicitando al Tribunal Constitucional ordene al juez dar 
cumplimiento a la Sentencia ACP en la medida que no se ha repuesto su 
derecho de propiedad sobre el Inmueble ACP.  
 
Como resultado de ello, mediante sentencia del Tribunal Constitucional de 
fecha 10 de setiembre de 2012, dicha entidad se pronuncia (i) declarando 
fundado el recurso de apelación por salto y declara nula la mencionada 
Resolución No. 22; (ii) ordenando que cumpla con emitir nueva resolución 
que, a su vez, ordene que se dé cumplimiento a la Sentencia ACP teniendo 
como fundamento que el Primer Juzgado Constitucional de Lima si bien no 
puede replantear o modificar los términos de una resolución judicial al 
ejecutarla, sí tiene por obligación desplegar todas las actividades que 
resulten conducentes para realizar una correcta actuación de la sentencia 
emitida y que atendiendo a la aplicación de los principios de buena fe registral 
y publicidad, así como de tracto sucesivo, debe entenderse que la inscripción 
de dominio y de servidumbres a favor de ACP deben mantenerse; (iii) ordena 
al Registro de Propiedad Inmueble de Chiclayo ratificar la inscripción de 
dominio a favor de ACP en la partida del Inmueble ACP; (iv) declara 
concluidos de pleno derecho el proceso de reivindicación seguido ante el 
Tercer Juzgado Civil de Chiclayo (Exp. No. 03595-201112) así como los 
procesos de nulidad de acto jurídico seguidos ante el Séptimo Juzgado Civil 
de Chiclayo y ante el Décimo Noveno Juzgado Civil de Lima (Exp. No. 0384-
201213 y 12144-201214 respectivamente, incoados por Aspillaga Hermanos, 
en ejecución de la Sentencia ACP15.   
 
Frente a esta nueva sentencia, Aspillaga Hermanos formula pedido de 
aclaración mediante la cual cuestiona que el área afectada por la 

 
12 Aspillaga Hermanos mediante proceso de reivindicación solicitó al Tercer Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo, se ordene la restitución total del área que 
ocupa las Parcelas D y E del predio La Otra Banda inscritos e independizados en las Partidas No. 11136430 y 11136431 (independizaciones provenientes del Inmueble 
Aspillaga).  
13 Aspillaga Hermanos mediante proceso de nulidad de acto jurídico solicitó al Séptimo Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo se declare la nulos los siguientes 
actos jurídicos: (a) el contrato de establecimiento de servidumbre de acuaeducto celebrado entre PEJEZA y ACP contenido en la escritura pública de fecha 24 de julio de 
2003 y aclaración de fecha 20 de abril de 2004, (b) el contrato de ampliación de servidumbre de acuaeducto contenido en la escritura pública de fecha 31 de julio de 2009, 
(c) la adenda de modificación del contrato de establecimiento de servidumbre contenido en la escritura pública de fecha 31 de mayo de 2011, (d) la ratificación de acto 
jurídico contenido en la escritura pública de fecha 15 de julio de 2011, otorgada por Inmobiliaria Cerro Prieto SAC con intervención de ACP y e) la aclaración del contrato 
de establecimiento de servidumbre de acuaeducto contenido en la escritura pública de fecha 2 de agosto de 2011; por presuntamente haber incurrido en las causales de 
ausencia de manifestación de la voluntad, objeto jurídicamente imposible y por contravenir el orden público y las buenas costumbres. Adicionalmente, formula como 
pretensión accesoria la cancelación de las partidas registrales PR005307 y el asiento D0001 de la Partida 11004865 del Registro Predial de Chepén.  
14 Aspillaga Hermanos inició también un proceso de nulidad de acto jurídico frente al Décimo Noveno Juzgado Especializado en lo Civil de Lima cuya pretensión principal 
y accesoria fue la misma que aquella solicitada frente al Séptimo Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo. 
15 El Tribunal Constitucional señala (en el considerando 37) lo siguiente “De lo expuesto supra, para este Tribunal Constitucional surge con meridiana claridad que la 
conducta procesal asumida por la demandada Aspillaga Anderson Hermanos S.A.C. en la etapa de ejecución de la sentencia de autos, ha estado completamente alejada 
de los principios de buena fe y rectitud que deben presidir esta fase del proceso, pues tanto la aludida demanda de reivindicación (…) evidencian su intención de conseguir 
por otras vías, lo que en sentencia en autos ha sido denegado, a saber: mantener la propiedad del predio “La Otra Banda” que este Tribunal ha reconocido ser de propiedad 
de Agrícola Cerro Prieto S.A.C. conforme se desprende del fundamento 5 de la STC No. 03569-2010-PA/TC, que forma parte de la ratio decidendi que sustentó esta 
decisión”.  
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Servidumbre de Acuaeducto haya sido materia de pronunciamiento en etapa 
de ejecución de sentencia pues señala que dicho gravamen no nació de la 
Compraventa ACP sino de un acto jurídico distinto siendo que no podría 
admitirse que el reconocimiento de un derecho de propiedad a favor de ACP 
le conceda automáticamente un derecho perpetuo sobre un área distinta a la 
que compró, por lo que considera que el Tribunal deberá aclarar la sentencia 
e indicar si es el Estado o ACP quien debe asumir el costo de privación de la 
propiedad sobre el área del canal de agua. Sin embargo, mediante 
Resolución del Tribunal Constitucional de fecha 21 de enero de 2013, dicha 
entidad se pronuncia (i)  declarando improcedente el pedido de aclaración, 
(ii) declarando que la indemnización justipreciada ordenada en el punto 
resolutivo 2 de la STC 03569-2010-PA/TC debe comprender el valor de la 
expropiación del área de la Servidumbre de Acueducto, y (iii) ordena al 
Ministerio de Agricultura y PEJEZA que cumplan con dar inicio al proceso de 
expropiación, de conformidad con lo establecido en la Ley No. 27117.  
 
Es así que, mediante Resolución No. 27 de fecha 29 de abril de 2013, el juez 
del Primer Juzgado Constitucional (i) ordena al Ministerio de Agricultura y a 
PEJEZA que en un plazo no mayor a cuatro meses inicien el procedimiento 
de expropiación previsto en la Ley No. 27117, debiendo cancelar a Aspillaga 
Hermanos la indemnización justipreciada que comprendería adicionalmente 
el valor del área de la Servidumbre de Acueducto, (ii) requiere al Registro de 
Propiedad Inmueble de Chiclayo y Chepén para que mantengan las 
inscripciones de dominio a favor de INADE y PEJEZA solo en la parte que le 
corresponde a ACP y que la inscripción de dominio a favor de ACP en la 
partida del Inmueble ACP debe mantenerse a su favor y (iii) oficiar a los 
respectivos juzgados la conclusión de los procesos iniciados por Aspillaga 
Hermanos señalados en el numeral 13 anterior. Asimismo, mediante 
Resolución No. 29 de fecha 15 de mayo de 2013, el juez ordena a los 
registradores públicos de la Oficina Registral de Chiclayo y Chepén cumplan 
con inscribir y/o ratificar los contratos de servidumbres en las respectivas 
partidas a favor del ejecutante, aun cuando se encuentren a nombre de 
terceros y ordena a las Oficinas Registrales del Registro de Propiedad 
Inmueble de Chiclayo y Chepén ratificar las inscripciones de dominio de ACP 
de acuerdo a lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia del 10 de 
setiembre de 2012.  
 
Con ello se oficia a los Registros Públicos cumpla con inscribir y/o ratificar los 
contratos de servidumbre en las respectivas partidas a favor de ACP de 
conformidad con la Resolución No. 29 mencionada y dicho pedido se tramita 
bajo título No. 2013-0041367 de fecha 28 de mayo de 2013. Sin embargo, el 
pedido es observado por el Registrador Público indicando principalmente 
que: (i) no se adjunta la Resolución No. 27 en la medida que integra de oficio 
la Resolución No. 29, (ii) se adjunte los partes notariales de los contratos que 
se pretenden inscribir adjuntando los planos correspondientes 
georreferenciados y (iii) no se ha precisado las partidas electrónicas donde 
será inscrita dicha carga por lo que en tanto los mandatos judiciales no se 
encuentran sujetos a interpretación deberá cursarse la aclaración 
correspondiente. Frente a este pedido el juez emite la Resolución No. 40 de 
fecha 08 de noviembre de 2013, teniendo en cuenta que el título 2013-
0041367 había sido tachado y que el acto a inscribirse se encuentra ahora 
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en el título 2013-77962, señalando que el registrador deberá ratificar la 
inscripción de dominio de ACP en la Ficha No. 43827 aun cuando se 
encuentre a nombre de terceros y su continuación en la Partida No. 02301496 
del Registro de Predios de Chiclayo, asimismo se deberá inscribir la 
Servidumbre de Acuaeducto al ser el predio dominante, así como inscribir la 
Servidumbre de Acueducto a favor de ACP en la Partida No. 11136427 del 
Registro de Predios de Chiclayo.  
 
Es recién con la emisión de esta última resolución que ACP logra inscribir el 
restablecimiento de su dominio con fecha 25 de noviembre de 2013 en el 
asiento C00002 de la partida del Inmueble ACP. 

 
2.3.2. Recurso de Apelación por Salto interpuesto por Aspillaga Hermanos ante el 

Tribunal Constitucional (Exp. No. 07723-2013-PA/TC) 
 
En paralelo al intento de inscripción por parte de ACP del retorno del dominio 
del Inmueble ACP y de la inscripción de la Servidumbre de Acueducto a su 
favor, Aspillaga Hermanos interpone recurso de apelación por salto contra la 
Resolución No. 29 en tanto señaló que en ningún extremo la sentencia del 
tribunal constitucional ha ordenado la afectación de terceros registrales por 
lo que considera que el juez de ejecución no puede disponer que se inscriban 
o ratifique los contratos de la Servidumbre de Acueducto a favor de ACP. 
Frente a dicho recurso, el Tribunal Constitucional emite Resolución de fecha 
30 de abril de 2014 declarándolo improcedente; asimismo, declara que la 
indemnización justipreciada comprenderá el valor de la expropiación del área 
afectada por el contrato de establecimiento de la Servidumbre de Acueducto, 
el terreno eriazo adyacente entre el canal y la propiedad de ACP, que se 
considerará para uso exclusivo de los beneficiarios de la servidumbre y 
demás derechos derivados. Adicional a ello, llamó severamente la atención 
al Tercer Juzgado Constitucional de Lima por haber admitido un proceso 
constitucional a todas luces contrario a la ley y a la constitución ordenándole 
ponerle fin al proceso de amparo bajo el expediente No. 13967-201316, 
indebidamente incoado por Aspillaga Hermanos en abierta inobservancia de 
los preceptos legales vigentes.  

 
Finalmente, el proceso continuó únicamente respecto a la ejecución de la sentencia 
en el extremo del pago de la indemnización a Aspillaga Hermanos, siendo que 
Aspillaga Hermanos siguió discutiendo y cuestionando el valor que el Ministerio de 
Agricultura había asignado como indemnización, siendo que no estaba conforme con 
el valor que debía asignarse al terreno que había sido confiscado, así como la 
extensión y valor de los terrenos afectados por la Servidumbre de Acueducto y los 
terrenos eriazos adyacentes de necesaria utilización por parte de ACP. Sin embargo, 
este punto ni la pertinencia de incluir el reconocimiento de la servidumbre serán 
materia de evaluación en el presente informe.  
 
 

 

 
16 Aspillaga Hermanos inició un proceso de amparo frente al Tercer Juzgado Constitucional de Lima mediante Expediente No. 13967-2013-0-
1811-JR-CJ-03 contra la resolución recaída en el Expediente No. 03066-2012-PA/TC de fecha 10 de setiembre de 2012 y su aclaratoria de fecha 
21 de enero de 2013 invocando a tal efecto que la sentencia No. 3569-2010-PA/TC de fecha 15 de abril de 2011 resolvió un proceso de amparo 
contra amparo interpuesto por ACP contra ellos frente una sentencia del Tribunal Constitucional.   
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III. Principales Problemas Jurídicos 
 

El presente trabajo se enfoca en el analizar los principales problemas jurídicos 
identificados en el Proceso de Amparo ACP seguido por ACP contra la Procuraduría 
Pública del Poder Judicial y Aspillaga Hermanos, que concluye en la Sentencia ACP 
mediante la cual se declara fundada la demanda y se precisan los efectos de la 
Sentencia Aspillaga. Dichos problemas jurídicos giran en torno a tres ejes centrales: (i) 
la procedencia de la demanda, desde una evaluación de derecho constitucional y 
procesal constitucional, (ii) la vulneración del derecho de defensa y del derecho de 
propiedad de ACP, desde el derecho constitucional y civil y (iii) la determinación de los 
límites a la tutela del derecho a la propiedad privada frente a la existencia de un tercero 
registral de buena fe y a título oneroso, desde una óptica de derecho civil patrimonial y 
derecho registral. 
 
4. Problema principal 1:  

 
¿Debió proceder la demanda de amparo? 

 
4.1. Problema secundario 1: 

 
¿La demanda cumplió con los requisitos de procedencia? 

 
4.2. Problema secundario 2:  

 
¿Era aplicable al presente caso la causal de improcedencia del proceso de 
amparo contra sentencia de Tribunal Constitucional establecida en el 
precedente vinculante STC No. 04853-2004-PA/TC?  

 
4.3. Problema secundario 3: 

 
¿Se debilita la seguridad jurídica al declararse procedente la demanda ACP? 

 
5. Problema principal 2: 

¿Existió una vulneración a los derechos de ACP con la emisión de la Sentencia 
Aspillaga y las Resoluciones No. 20 y 27? 

5.1. Problema secundario 4:  
 

¿Existió una vulneración al derecho de defensa de ACP en el Primer Proceso 
de Amparo y con la emisión de la Sentencia Aspillaga? 

 
5.2. Problema secundario 5:  

 
¿Existió una vulneración al derecho de propiedad de ACP con la emisión de 
las Resoluciones No. 20 y 27? 

 
5.3. Problema secundario 6: 

 
¿Fue correcta la decisión del Tribunal Constitucional de precisar los efectos de 
la Sentencia Aspillaga mediante la emisión de la Sentencia ACP o debió 
declarar la nulidad de la misma? 
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6. Problema principal 3: 

 
¿La tutela jurídica del derecho a la propiedad privada frente a una expropiación 
inconstitucional sobre un inmueble es irrestricta o puede estar limitada por la tutela 
de la propiedad de terceros de buena fe y a título oneroso que hubieren adquirido el 
mismo? 

 
6.1. Problema secundario 7: 

 
¿Se podía establecer que ACP era un tercero de buena fe registral? 

 
6.2. Problema secundario 8: 

¿Existen razones para brindar una tutela preferente al derecho adquirido a non 
domino por ACP como tercero de buena fe frente el derecho de Aspillaga 
Anderson? 
 

6.3. Problema secundario 9: 
 
¿Fue correcta la solución planteada por el Tribunal Constitucional 
correspondiente a ordenar al Estado llevar a cabo un procedimiento de 
expropiación contra Aspillaga Hermanos por el área del Inmueble ACP? 

 
IV. Análisis de los Problemas Jurídicos y Toma de Posición  

 
A continuación, procederé a analizar cada uno de los problemas jurídicos planteados y 
sustentaré mi toma de posición sobre los mismos.  

 
1. ¿Debió proceder la demanda de amparo? 

 
Una de las principales cuestiones a discutir en el presente caso parte de su propio 
origen, es decir, si realmente debió proceder la demanda de amparo contra una 
sentencia del Tribunal Constitucional. Como un proceso de tutela urgente en 
defensa a los derechos fundamentales, el análisis de la procedencia es lo más 
relevante ya que, en primer lugar, si no se determina que existe una cuestión 
constitucional a evaluar, no será necesario activar este proceso; caso contrario, se 
estaría privando a verdaderos titulares de derechos fundamentales vulnerados de 
recibir tutela oportuna por parte de los órganos judiciales. Es así como, a partir del 
desarrollo de cada uno de los problemas secundarios identificados, lograremos 
responder dicha interrogante. 

 
1.1. ¿La demanda cumplió con los requisitos de procedencia? 

 
En primer lugar, es necesario detallar y comprender cuál es la naturaleza del 
proceso de amparo y cuándo procede el mismo. Al respecto, el artículo 200 de la 
Constitución Política del Perú de 1993 señala: 

 
“Artículo 200.- Acciones de Garantía Constitucional 
 
Son garantías constitucionales: 
(…) 
2. La Acción de Amparo, que procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, 
funcionario o persona, que vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución, 
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con excepción de los señalados en el inciso siguiente. 
No procede contra normas legales ni contra Resoluciones Judiciales emanadas de procedimiento 
regular. 
(…) 
Una ley orgánica regula el ejercicio de estas garantías y los efectos de la declaración de 
inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas. 
El ejercicio de las acciones de hábeas corpus y de amparo no se suspende durante la vigencia de los 
regímenes de excepción a que se refiere el artículo 137 de la Constitución. 
Cuando se interponen acciones de esta naturaleza en relación con derechos restringidos o 
suspendidos, el órgano jurisdiccional competente examina la razonabilidad y la proporcionalidad del 
acto restrictivo. No corresponde al juez cuestionar la declaración del estado de emergencia ni de sitio.” 

 
Igualmente, respecto a los derechos que están protegidos por el amparo, a 
diferencia de la definición general de la Constitución, el art. 37 del Código Procesal 
Constitucional aprobado por la Ley No. 28237 (en adelante “CPCA”), vigente al 
momento de la presentación de la demanda en el proceso materia de análisis, y 
por tanto la norma que le fue aplicable (actualmente derogado), señala una lista 
taxativa de derechos pero siempre dejando la cláusula abierta “y los demás que la 
constitución reconoce”, en concordancia con lo regulado por la Constitución. No 
obstante, el artículo 38 del CPCA hace una precisión respecto a qué derechos no 
estarían tutelados por el amparo, indicando que el amparo no procede en defensa 
de un derecho que carece de sustento constitucional directo o no está referido a 
los aspectos constitucionalmente protegidos del mismo. 

 
Más allá de su definición como acción, entendida como el derecho que tiene toda 
persona de exigir al Estado una tutela jurisdiccional para un caso en concreto (Abad 
Yupanqui: 2017), así como su clasificación como garantía constitucional desde la 
perspectiva de la propia Constitución y los derechos que son tutelados, es 
necesario también entender su naturaleza desde una perspectiva procesal. Como 
señala Abad Yupanqui, el amparo es un proceso constitucional que tiene como fin 
proteger los derechos constitucionales distintos a la libertad y aquellos protegidos 
por el hábeas data, los cuales son vulnerados o amenazados por cualquier 
autoridad, funcionario o persona (Abad 2017: 83). El amparo como proceso está 
regulado por una ley que establece los lineamientos que deben seguirse para que 
el mismo se lleve a cabo, siendo esta ley, el Código Procesal Constitucional.  

 
Es así que la procedencia del amparo se encontraba regulado en el artículo 2 del 
CPCA: 

 
“Artículo 2.- Procedencia 
 
Los procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo y hábeas data proceden cuando se amenace 
o viole los derechos constitucionales por acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por 
parte de cualquier autoridad, funcionario o persona. Cuando se invoque la amenaza de violación, ésta 
debe ser cierta y de inminente realización. El proceso de cumplimiento procede para que se acate una 
norma legal o se ejecute un acto administrativo.” 

 
Asimismo, el art. 47 del CPCA, señalaba lo siguiente respecto a la improcedencia 
liminar de la demanda.  

 
“Artículo 47.- Improcedencia liminar 
 
Si el Juez al calificar la demanda de amparo considera que ella resulta manifiestamente improcedente, 
lo declarará así expresando los fundamentos de su decisión. Se podrá rechazar liminarmente una 
demanda manifiestamente improcedente en los casos previstos por el artículo 5 del presente Código. 
También podrá hacerlo si la demanda se ha interpuesto en defensa del derecho de rectificación y no 
se acredita la remisión de una solicitud cursada por conducto notarial u otro fehaciente al director del 
órgano de comunicación o, a falta de éste, a quien haga sus veces, para que rectifique las afirmaciones 
consideradas inexactas o agraviantes. Si la resolución que declara la improcedencia fuese apelada, el 
Juez pondrá en conocimiento del demandado el recurso interpuesto.” 
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Como vemos la improcedencia del amparo se remite al artículo 5 del CPCA, que 
estableció las siguientes causales de improcedencia de los procesos 
constitucionales17:  

 
“Artículo 5.- Causales de improcedencia 
 
No proceden los procesos constitucionales cuando: 
1. Los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos en forma directa al contenido 
constitucionalmente protegido del derecho invocado; 
2. Existan vías procedimentales específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del derecho 
constitucional amenazado o vulnerado, salvo cuando se trate del proceso de hábeas corpus. 
3. El agraviado haya recurrido previamente a otro proceso judicial para pedir tutela respecto de su 
derecho constitucional. 
4. No se hayan agotado las vías previas, salvo en los casos previstos por este Código y en el proceso 
de hábeas corpus; 
5. A la presentación de la demanda ha cesado la amenaza o violación de un derecho constitucional o 
se ha convertido en irreparable; 
6. Se cuestione una resolución firme recaída en otro proceso constitucional o haya litispendencia; 
7. Se cuestionen las resoluciones definitivas del Consejo Nacional de la Magistratura en materia de 
destitución y ratificación de jueces y fiscales, siempre que dichas resoluciones hayan sido motivadas y 
dictadas con previa audiencia al interesado; 
8. (*) Numeral declarado inconstitucional por el Resolutivo 1 del Pleno Jurisdiccional del Tribunal 
Constitucional Expediente No 00007-2007-PI-TC, publicado el 22 junio 2007. 
9. Se trate de conflictos entre entidades de derecho público interno. Los conflictos constitucionales 
surgidos entre dichas entidades, sean poderes del Estado, órganos de nivel o relevancia constitucional, 
gobiernos locales y regionales, serán resueltos por las vías procedimentales correspondientes; 
10. Ha vencido el plazo para interponer la demanda, con excepción del proceso de habeas corpus.” 

 
Hasta este punto, habiendo establecido el marco normativo y doctrinario general 
que invade al primer problema jurídico planteado, corresponde analizar la 
procedencia del Proceso de Amparo verificando si era de aplicación algunas de las 
causales de improcedencia señaladas en el art. 5 del CPCA: 

 
1. Sobre si los hechos y el petitorio de la demanda no están directamente 

relacionados directamente al contenido constitucionalmente protegido 
del derecho. 

 
En el presente caso, ACP señaló como petitorio en su demanda que se ordene 
se repongan las cosas al estado anterior a la violación de dos de sus derechos 
fundamentales: (i) el derecho a la tutela procesal efectiva, en su manifestación 
del derecho a la defensa y (ii) el derecho a la propiedad, producida por la 
tramitación sin participación de ACP en el Primer Proceso de Amparo que 
concluye con la emisión de la Sentencia Aspillaga expedida por el Tribunal 
Constitucional. Asimismo, de la lectura de los hechos, ACP señala que en el 
Primer Proceso de Amparo no fueron parte demandada, ni notificada, ni tuvo 
posibilidad de intervenir, alegar, probar ni impugnar nada en el mismo; indica 
que nunca se le informó al tribunal ni a los órganos jurisdiccionales anteriores, 
que los bienes, respecto de los cuales se venía discutiendo, habían sido 
transferidos a ACP y  dicho colegiado declara fundada la demanda, lo que 
origina que se dejen sin efecto inscripciones de dominio de los terrenos de su 
propiedad, sin que hayan podido defenderse.  
 
Asimismo, ACP sustenta que los hechos descritos configuran una afectación 
al derecho de defensa puesto que, sin permitírseles ser parte, alegar, 
contradecir, probar ni impugnar en el marco de un proceso, se atribuye una 
consecuencia jurídica sobre su esfera jurídica. Explica que dicho derecho está 
reconocido en el inciso 14 del artículo 139 de la Constitución y que su 
contenido esencial tiene un aspecto positivo, entendido como la posibilidad de 

 
17 Actualmente, el artículo 7 del nuevo Código Procesal Constitucional, aprobado por la Ley No. 31307 de fecha 21 de julio de 2021, ha 
considerado solo siete causales de improcedencia, eliminando los  numerales 5 y 7, así como precisando el numeral 6. 
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que todos los sujetos intervengan en los procesos en que se discuten 
cuestiones concernientes a sus intereses y el derecho a que todas las 
personas que tengan interés en el proceso sean debidamente notificadas para 
que quede asegurada la posibilidad de formular alegaciones y contradecir 
alegaciones en su contra probarlas y que ellas sean valoradas a efectos qué, 
a través de una declaración judicial dirigida a él, se cree modifique o extinga 
derechos concernientes a su esfera jurídica o intereses; y un aspecto negativo 
que establece la prohibición de la indefensión.  
 
Por su parte respecto a la lesión del derecho de propiedad, señala que se 
afectó en tanto la decisión expedida en el Primer Proceso de Amparo ha 
ocasionado que cese el uso, disfrute y poder de disposición sobre sus bienes, 
componentes que constituyen el derecho fundamental a la propiedad de 
acuerdo a la doctrina jurisprudencial emitida por el Tribunal Constitucional. 
Precisa que se puede advertir la magnitud de la afectación en tanto no se 
respetó la adquisición de buena fe de ACP y en tanto se ha restringido su 
utilización y disposición sin que medie un debido proceso, otorgándole su 
inmueble a personas distintas a ACP sin que pudieran tomar conocimiento de 
dicho evento. Finalmente, sobre este punto puntualiza que no se respetó la 
oponibilidad que es un elemento consustancial del derecho de propiedad.  
 
A efectos de dilucidar si se supera esta causal de improcedencia, considero 
necesario delimitar lo que se debe entender por “contenido 
constitucionalmente protegido del derecho”. Sosa Sacio señala que el 
contenido protegido de un derecho -al que se hace referencia en esta 
expresión- comprende su ámbito inicialmente protegido correspondiente a 
normas y posiciones iusfundamentales amparadas por disposiciones 
iusfundamentales antes de cualquier tipo de intervención (Sacio 2012: 20).  
Para entender mejor este concepto, Sosa Sacio, lo explica desde la 
concepción analítica, con fuente en la Teoría de los Derechos Fundamentales 
de Robert Alexy, que tiene en cuenta la estructura de un derecho fundamental 
y presupone la existencia de (i) una “disposición de derecho fundamental”, 
entendida como los enunciados lingüísticos en la Constitución que reconocen 
derechos fundamentales, relacionada vía interpretación con (ii) “normas”, 
entendidas como los significados que pueden darse a las posiciones 
iusfundamentales e interpretaciones posibles de los enunciados 
constitucionales y (iii) “posiciones” iusfundamentales, entendidas como las 
exigencias concretas que se desprenden de las “normas” y que su estructura 
se compone de tres elementos: el titular del derecho o llamado también “sujeto 
activo”, el obligado por dicho derecho, conocido como sujeto pasivo y el 
mandato iusfundamental identificado también como “objeto del derecho”. 
Puntualiza dicho autor que cuando uno se refiere al contenido inicialmente 
garantizado por un derecho fundamental, alude a todo su contenido, sobre el 
cual luego caerían posibles intervenciones (Sosa 2012; Alexy 1993). Esta 
posición es compartida por el Tribunal Constitucional mediante sentencia No. 
00665-2007-PA/TC donde hace una explicación de las fases para determinar 
si el acto que se reclama en un proceso de amparo interviene o no en el ámbito 
constitucionalmente protegido del derecho, incluyendo como fases iniciales de 
la evaluación, primero, la determinación de las posiciones iusfundamentales 
prima face y la verificación de la existencia de intervención en el ámbito 
protegido. Finalmente, Sosa, en función a este entendimiento, determina 
pautas para determinar dicho contenido que procedo a resumir: 

 
a) Ubicarse las disposiciones iusfundamentales que reconocen el derecho 

invocado. 
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b) Establecer las normas iusfundamentales directamente estatuidas, o 
encontrarse normas que puedan adscribirse interpretativamente a las 
disposiciones de derecho fundamental. 

c) Verificar si las normas iusfundamentales calzan con la pretensión 
demandada, determinándose la existencia de una posición inicialmente 
protegida, es decir si los hechos son subsumibles en la misma 
(identificación del sujeto activo, sujeto pasivo y objeto). 

d) Finalmente debe determinarse si existe o no una intervención en el ámbito 
normativo del derecho fundamental alegado, que debe ser determinada 
desde lesión vigente de forma aparente o por una amenaza cierta e 
inminente (no analizándose en esta etapa si efectivamente hubo o no 
lesión o amenaza) (Sosa 2012: 35-38).  

 
Determinado el concepto del contenido constitucionalmente protegido del 
derecho, bajo el método analítico y con las pautas que considero de suma 
utilidad para su determinación, procederemos al análisis de la demanda 
interpuesta por ACP para delimitar la existencia de uno o más contenidos 
constitucionalmente protegidos y si en el presente caso se cumple con el 
requisito que los hechos y el petitorio de la demanda se refieran a dichos 
contenidos: 

 
1.1. Sobre la intervención en el contenido constitucionalmente protegido 

de la tutela procesal efectiva y del derecho de defensa: 
 

Disposición (es) iusfundamental (es): Respecto a la identificación del 
derecho alegado, podemos identificar que la tutela procesal efectiva y el 
derecho de defensa se encuentran reconocidos en el inicio 3 del art. 139 
de la Constitución. Por su parte, el derecho de defensa también se 
encuentra comprendido de forma independiente a nivel constitucional en 
el numeral 14 del art. 139. Asimismo, el Tribunal Constitucional ha 
reconocido al derecho de defensa como un derecho fundamental de 
naturaleza procesal18. 

 
Norma Iusfundamental: Establecida la existencia de la disposición, es 
necesario identificar la existencia de una norma iusfundamental que se 
pueda enmarcar en el caso en concreto. Si bien parecería ciertamente 
evidente que ACP no tuvo posibilidad de defenderse en el Primer Proceso 
de Amparo, esa posición no llevaría con exactitud al hecho que 
efectivamente exista una norma iusfundamental de la cual sea titular. En 
principio, no nos encontramos frente a ninguna de las partes que 
participaron sino frente a un tercero. Sin embargo, no sería cualquier 
tercero, sino un tercero con legítimo interés en el proceso y cuyas 
decisiones podrían repercutir en su esfera jurídica. Es necesario evaluar 
los pronunciamientos previos del Tribunal Constitucional sobre el alcance 
de derecho de defensa y, específicamente, respecto del derecho de 
defensa de los terceros con legítimo interés, para determinar la existencia 
de una norma iusfundamental, cabría tomar en cuenta tres sentencias 
relevantes: 
 
Sentencia No. 05085-2006-AA: 
 
“El derecho de defensa constituye un derecho fundamental de naturaleza 
procesal que conforma, a su vez, el ámbito del debido proceso, y sin el 

 
18 Así lo establece en la Sentencia No. 05085-2006-AA, a fojas 5. 
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cual no podría reconocerse la garantía de este último. Por ello, en tanto 
derecho fundamental, se proyecta como un principio de interdicción 
para afrontar cualquier indefensión y como principio de contradicción 
de los actos procesales que pudieran repercutir en la situación 
jurídica de alguna de las partes, sean un proceso o procedimiento, o en 
el caso de un tercero con interés” (el resaltado es nuestro). 
 
Vemos como se delinea el contenido del derecho de defensa y, que, como 
derecho fundamental, no solo se refiere al derecho que tienen las partes 
de contradecir sino también reconoce que el mismo alcanza a los terceros 
con interés. 

 
Sentencia No. 02728-2007-AA:  
 
“El derecho defensa establece una prohibición de estado de 
indefensión de la persona frente a un proceso o procedimiento que 
afecte un derecho o interés del mismo (…)” (el resaltado es nuestro). 
 
En esta sentencia, vemos como el derecho de defensa tiene su sustento 
en una prohibición del estado de indefensión una persona frente a un 
proceso que afecte un derecho o interés de este, sin circunscribirlo 
únicamente a las partes. Considero que esta acepción también nos ayuda 
al presente análisis. 

 
Sentencia No. 5566-2006-PA/TC: 
 
“Este colegiado considera que aun cuando los derechos por los que se 
plantea la demanda tienen una indiscutible relevancia constitucional, cuya 
dilucidación si puede ser susceptible de tutela mediante la presente vía 
procesal, no es menos cierto que sólo se ha cumplido con emplazar 
con el texto de la demanda a [el agente] cuando es evidente que lo 
que se peticiona tiene que ver con la situación jurídica de terceros 
ajenos a dicho emplazamiento. (…) Tomando en consideración que 
un pronunciamiento futuro podría afectar de esfera de intereses 
subjetivos de los terceros o empresas no emplazadas de la forma en 
que sea precisado en el párrafo precedente, se torna necesario su 
incorporación al presente proceso a efectos de garantizar de manera 
irrestricta su derecho a la defensa. No habiéndose percatado de esta 
situación ninguna de las instancias de la sede judicial, se incurrió en 
quebrantamiento de forma, siendo necesario, decretar la nulidad parcial 
de los actuados y la recomposición del proceso.” (el resaltado es nuestro). 

 
En esta sentencia del Tribunal Constitucional determina de forma 
sustentada, correcta y válida que si un pronunciamiento puede afectar la 
esfera de intereses de terceros no emplazados es necesaria su 
incorporación al proceso correspondiente a efectos de garantizar su 
derecho a la defensa. Vemos que en la doctrina nacional no se habla 
mucho de este asunto, pero a nivel internacional autores como Sagüés 
entiende que es justificable la intervención de terceros en el amparo en 
cuanto aparezca un interés legítimo en la cuestión, siendo que en ese caso 
sí será admisible la participación del perjudicado o beneficiado por el acto 
cuya legalidad se discute (1979:295). Por su parte la norma 
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iusfundamental encuentra amparo asimismo en lo señalado en el numeral 
1 del art. 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos19. 

 
En función a lo señalado, puedo determinar que la norma iusfundamental 
que recogería el caso en concreto sería “el derecho de los terceros con 
legítimo interés de defenderse en cualquier proceso y que no se 
afecte su situación jurídica con la emisión de resoluciones o 
sentencias, dentro del mismo, si dicho derecho ha sido vulnerado”. 
Siendo que la misma se ampara en una interpretación válida de la esfera 
que protege el derecho de defensa, en consecuencia, la misma es una 
norma adscrita interpretativamente a la disposición iusfundamental 
señalada.  

 
Posición (es) Iusfundamental (es): 
 
Ahora habiendo determinado la existencia de una norma iusfundamental 
relativa al caso, es necesario establecer si los hechos se enmarcan en una 
o más posiciones iusfundamentales que habiliten a ACP a ser titular de 
dicha norma. De la lectura de los hechos expuesta, se ha podido 
determinar lo siguiente: 

 
a) Sujeto Activo: ACP. En el proceso de amparo seguido por Aspillaga 

Hermanos se discutió la expropiación ilegal de terrenos a Aspillaga 
Hermanos por parte el Estado a través del art. 410 del D.L. 556 que 
adjudicó los referidos terrenos a INADE y PEJEZA, siendo que parte 
de los mismos habían sido transferidos a ACP mediante contrato de 
compraventa y se encontraban en uso y disfrute de estos, existiría un 
legítimo interés de ACP en el proceso y con ello cualquier resolución 
o sentencia dictada en el mismo repercutiría en su esfera jurídica y 
sus intereses.  
 

b) Sujetos Pasivos: No basta, determinar el correlato constitucional que 
ampara a los terceros con legítimo interés de ejercer su derecho de 
defensa, sino determinar si existen titulares a quienes atribuirles dicho 
mandato. En el presente caso, sería el Estado, a través de los jueces 
del Primer Proceso de Amparo, quien tuvo la obligación de permitir el 
ejercicio del derecho de defensa de ACP y no emitir resoluciones que 
afecten su esfera jurídica e intereses a consecuencia del no ejercicio 
de dicho derecho de defensa. Por su parte, también existe la 
posibilidad de atribuir a las Partes, en este caso Aspillaga Hermanos 
y PEJEZA, una obligación de no afectación del derecho de defensa 
que será detallado en el literal c) siguiente con mayor precisión. 
 

c) Objeto: Identificados los sujetos veamos si existen objetos que los 
unan y delimiten una posición iusfundamental Los posibles objetos 
serían: 

 
 
(i) Derecho de intervenir como tercero con legítimo interés y 

defenderse en el Primer Proceso de Amparo 
 

 
19 “Toda persona tiene derecho a ser oída, con garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 
de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 
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La obligación de dejar intervenir a terceros con legítimo interés 
podría tener un correlato a nivel normativo de forma específica en 
la regulación del proceso constitucional de amparo -en la medida 
que el proceso donde presuntamente se violó el derecho de 
defensa y se emitió resoluciones y sentencias fue un amparo- de 
forma específica en el artículo 54 del CPCA que señala que aquel 
que tuviera un interés relevante en el resultado de un proceso 
tiene la posibilidad de apersonarse y solicitar su incorporación, 
siendo facultativo. 

 

(ii) Obligación de hacer intervenir a terceros con legítimo interés 
para ejercer el derecho de defensa en el Primer Proceso de 
Amparo cuando sea conocida la existencia de ese legítimo 
interés.  

 
Sin embargo, es necesario reflexionar si el Estado tenía la 
obligación de hacer intervenir a un tercero con legítimo interés. 
Para ello podemos ver que el artículo 43 del CPCA, señala que si 
de la demanda se evidencia o parece que existe la necesidad de 
comprender a terceros que no han sido emplazados, el juez  a 
cargo podrá integrar a dichos terceros emplazándolos, siempre 
que de la demanda o la contestación resulte evidente que la 
decisión que resulte del proceso los afectará.  

 
Como vemos el CPCA establece la posibilidad que el juez, si de 
la demanda advierte, no de forma determinante sino solo en 
apariencia, la necesidad de comprender a terceros no 
emplazados si de la demanda o la contestación aparece que la 
decisión del proceso los va a afectar. Entonces la pregunta sería 
¿esta norma obliga al operador judicial a integrar a dichos 
terceros? La respuesta es no, ya que como bien se señala es a 
opción del juez. Sin embargo, ¿el hecho que esa norma no 
obligue al juez cuando por apariencia considerara necesaria la 
intervención del tercero significa que, en caso de conocer la 
existencia de un tercero con legítimo interés, sin importar de 
donde viene ese conocimiento, no tendría el deber de integrarlo? 
Considero que dicha norma no excluye dicho deber. Este 
razonamiento está avalado por el deber del Estado de tutelar que 
los procesos respeten el derecho de defensa de todos aquellos 
con interés en el proceso y cuyo resultado los pueda afectar. Si 
un juez toma conocimiento de la existencia de un tercero que de 
su evaluación tiene legítimo interés, estará en la obligación de 
convocarlo. 

 
(iii) Obligación de no impedir la intervención del tercero con 

legítimo interés mediante el incumplimiento del deber de 
buena fe y veracidad en su conducta procesal.  

 
Finalmente, no solo es el Estado quien tiene obligaciones 
respecto al derecho de defensa de los terceros con legítimo 
interés. Las partes en un proceso también tienen obligaciones. 
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Estas últimas no deben impedir que dichos terceros participen y 
se defiendan en el proceso. La pregunta aquí es ¿cómo podría 
una o ambas partes impedir que un tercero con legítimo interés 
ejerza su derecho de defensa en un proceso, y como resultado 
de ello, originar que se emita una sentencia y/o resolución que 
afecten los derechos de dicho tercero sin haber tenido la 
posibilidad de defenderse? Pues la respuesta la encontramos en 
el principio de conducta procesal. Si bien el CPCA no establece 
un artículo expreso que hable de ello, el art. IX de dicho código 
establece la aplicación supletoria, indicando que se aplicará el 
código procesal más cercano a la materia controvertida que en el 
presente caso sería el Código Procesal Civil. De conformidad con 
el art. IV de este último código, las partes adecúan su conducta a 
deberes de veracidad, probidad, lealtad y buena fe; por su parte 
el art. 109 del mismo cuerpo normativo señala como un deber de 
las partes proceder con veracidad y buena fe en todas sus 
intervenciones en el proceso.  
 
Por tanto, es claro que las partes podrían impedir a los terceros 
con legítimo interés ejercer su derecho de defensa a través de 
conductas que atenten contra la buena fe procesal y con la falta 
de veracidad durante el proceso, que no solo podría darse con 
declaraciones falsas, sino con aquellas que hayan sido 
imprecisas u omisiones de información relevante.  

 
En consecuencia, podríamos arribar a la existencia de cuatro posibles 
posiciones iusfundamentales que podrían darse en el presente caso: 

 
1. Posición Iusfundamental 1: ACP tiene derecho frente al Estado, 

representado por el Juez, de intervenir como tercero con legítimo 
interés y ejercer su derecho de defensa en el Primer Proceso de 
Amparo.  

 
2. Posición Iusfundamental 2: El Estado, representado por el Juez, tiene 

la obligación de hacer intervenir a ACP como tercero con legítimo 
interés para ejercer su derecho de defensa en el Primer Proceso de 
Amparo en caso de haber conocido su legítimo interés.  

 
3. Posición Iusfundamental 3: Aspillaga Hermanos tiene la obligación de 

no impedir la intervención de ACP como tercero con legítimo interés 
en el Primer Proceso de Amparo para ejercer su derecho de defensa 
mediante el incumplimiento de su deber de buena fe y veracidad en 
su conducta procesal.  

 
4. Posición Iusfundamental 4: PEJEZA tiene la obligación de no impedir 

la intervención de ACP como tercero con legítimo interés en el Primer 
Proceso de Amparo para ejercer su derecho de defensa mediante el 
incumplimiento de su deber de buena fe y veracidad en su conducta 
procesal. 
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Determinación de existencia de intervención: 
 
Habiéndose determinado la existencia de un contenido 
constitucionalmente protegido, es necesario determinar la existencia de 
una intervención en dicho contenido, es decir en las posiciones 
iusfundamentales protegidas prima face:  

 
1. Sobre la Posición Iusfundamental 1, no se determina una intervención 

a esa posición en tanto, del petitorio y los hechos de la demanda, no 
se evidencia que los jueces hayan impedido el acceso de ACP como 
tercero interviniente. Es decir, que ACP haya solicitado su 
intervención sino todo lo contrario, ACP señala el desconocimiento del 
proceso hasta un momento posterior con la emisión de la sentencia. 
Por tanto, no se evidencia que, con la emisión de la sentencia recaída 
en el Primer Amparo, el Estado haya intervenido esta posición 
iusfundamental. 
 

2. Sobre la Posición Iusfundamental 2, se determina una posible 
intervención de esa posición en tanto, de la revisión de los medios 
probatorios presentados por el demandante y el demandado del 
Primer Proceso de Amparo, se comprueba que se adjuntó la partida 
registral de la Matriz Inicial INADE, a la cual los jueces tuvieron 
acceso, donde se evidencia que parte del área total fue independizada 
en la partida del Inmueble ACP. Por tanto, si bien ninguna de las 
Partes en el proceso solicitó la intervención de ACP ni esta última 
solicitó su intervención, los jueces conocían de la necesidad de incluir 
a ACP como tercero con legítimo interés en la medida que ACP era 
titular de la partida independizada y de conformidad con el art. 2012 
del Código Civil que señala la presunción, sin admitirse prueba en 
contra, que toda persona conoce el contenido de las inscripciones. Si 
bien ACP refiere en el recurso de agravio constitucional que Aspillaga 
Hermanos y PEJEZA ocultó dicha información al órgano jurisdiccional, 
dicho órgano tuvo conocimiento de la necesidad de incluir en el 
proceso a ACP y a cualquier otro tercero que pudiera afectarse su 
situación jurídica con la emisión de la sentencia, ya que de la lectura 
de la partida registral que fue adjuntada al proceso se evidenciaba la 
existencia de partidas registrales independizadas, en específico la 
partida registral de ACP, por tanto el juez al tomar conocimiento de 
ellas, bajo la presunción  iure et de iure mediante la cual se señala 
que toda persona conoce el contenido de las inscripciones se 
determina que dichos órganos conocían la titularidad de ACP sobre 
esa partida adicional. A raíz de ello, los jueces, en su función de tutela 
del debido proceso y el derecho de defensa de ACP, debieron solicitar 
su incorporación al proceso. Por tanto, se evidencia que, con la 
tramitación del Primer Proceso de Amparo, sin la intervención de ACP, 
y con la emisión de todos los actos emitidos a consecuencia del 
mismo, el Estado ha intervenido en esta posición iusfundamental.  
 

3. Sobre la Posición Iusfundamental 3, se evidencia la posible 
intervención en esa posición, ya que, de la revisión de la demanda y 
la contestación de la demanda en el Primer Amparo, así como de la 
revisión de los medios probatorios adjuntos a dichos documentos, lo 
indicado por Aspillaga en el recurso de agravio constitucional del 
Primer Proceso de Amparo y lo indicado por ACP en el recurso de 
agravio constitucional, se puede determinar el conocimiento de 
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Aspillaga Anderson Hermanos sobre la transferencia de propiedad de 
PEJEZA a favor de ACP de parte del área,  tomando como sustento 
la partida registral que fue adjuntada al proceso que evidenciaba la 
existencia de partidas independizadas, en específico la partida del 
Inmueble ACP, y en función de la presunción iure et de iure que toda 
persona tiene conocimiento sobre el contenido del registro, por lo que 
Aspillaga Anderson Hermanos tuvo conocimiento de la titularidad de 
ACP sobre el Inmueble ACP. Asimismo, la intervención se originaría 
ya que, pese al conocimiento de dicho legítimo interés, esta empresa 
demanda únicamente a INADE indicando que es el titular dominal de 
la partida Matriz de INADE, omitiendo que parte del área discutida 
había sido transferida a ACP quien era el nuevo titular de esta por 
haberlo adquirido por contrato de compraventa y haberlo 
independizado. La omisión de dicha información constituye un 
incumplimiento de su deber de buena fe y de veracidad, faltas en su 
conducta procesal que impidió a ACP ejercer su derecho de defensa 
como tercero con legítimo interés. Por tanto, se evidencia que, con la 
tramitación del Primer Proceso de Amparo, sin la intervención de ACP, 
y con la emisión de todos los actos emitidos a consecuencia del 
mismo, Aspillaga ha intervenido esta posición iusfundamental.  
 

4. Sobre la Posición Iusfundamental 4, se evidencia la posible 
intervención a esa posición en tanto, de la revisión de la demanda y 
la contestación de la demanda en el Primer Amparo, así como de la 
revisión de los medios probatorios adjuntos a dichos documentos, y lo 
indicado por ACP en el recurso de agravio constitucional, se puede 
determinar el conocimiento de PEJEZA sobre la transferencia de 
propiedad de PEJEZA a favor de ACP de parte del área, tomando 
como sustento no solo la partida registral que fue adjuntada al proceso 
que evidenciaba la existencia de partidas independizadas, en 
específico la partida registral del Inmueble ACP, y en función de la 
presunción iure et de iure que toda persona tiene conocimiento sobre 
el contenido del registro, sino que el conocimiento parte de haber sido 
la entidad misma quien celebró el Contrato de Compraventa con ACP. 
Asimismo, la intervención se originaría que, pese al conocimiento del 
legítimo interés de ACP de participar en el proceso, en su 
contentación de la demanda -así como durante todo el proceso- omite 
que parte del área discutida la había transferido a ACP. La omisión de 
dicha información constituye un incumplimiento de su deber de buena 
fe y de veracidad, faltas en su conducta procesal que impidió a ACP 
ejercer su derecho de defensa como tercero con legítimo interés. Por 
tanto, se evidencia que, con la tramitación del Primer Proceso de 
Amparo, sin la intervención de ACP, y con la emisión de todos los 
actos emitidos a consecuencia de este, PEJEZA ha intervenido esta 
posición iusfundamental.  

 
Conclusión: Luego de la evaluación realizada se ha determinado que, 
respecto a los hechos y petitorio de la demanda sobre la vulneración 
del derecho de defensa, los mismos están referidos al contenido 
constitucionalmente protegido y cuenta con sustento constitucional, así 
como se ha determinado una posible afectación en tres posiciones 
iusfundamentales, por lo que no incurre en dicha causal de 
improcedencia en este extremo.  
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1.2. Sobre la intervención en el contenido constitucionalmente protegido 
del derecho de propiedad: 

 
Disposición iusfundamental: Respecto a la identificación el derecho 
alegado, podemos identificar que el derecho de propiedad se encuentra 
reconocido en el numeral 16 del art. 2 de la Constitución que señala que 
toda persona tiene derecho a la propiedad y a la herencia. Asimismo, el 
art. 70 también reconoce el derecho de propiedad señalando que es 
inviolable, que el Estado lo garantiza y su ejercicio se realiza en armonía 
con el bien común y dentro de los límites de la ley, no pudiendo privarle a 
nadie de su propiedad salvo por causa de seguridad nacional o necesidad 
pública, declarada por ley, y con pago previo en efectivo de una 
indemnización justipreciada. Por tanto, existen dos disposiciones 
iusfundamentales que son aplicables al caso. 

 
Norma (s) Iusfundamental (es): Establecida la existencia de estas 
disposiciones, es necesario identificar la existencia de una norma o más 
normas iusfundamentales relativas al caso. ACP alega que la sentencia 
del Tribunal Constitucional afectó su derecho de propiedad en la medida 
que “ocasionó que cese el uso, disfrute y poder de disposición de sus 
bienes”, indicando que son esos los componentes que constituyen el 
derecho fundamental y refiere que es deber del Estado dar las garantías 
adecuadas a su derecho respetándose la oponibilidad que es un elemento 
consustancial de su derecho de propiedad. Entonces tendríamos las 
siguientes posibles normas iusfundamentales que podrían amparar una 
posición iusfundamental de ACP: 

 
(i) El derecho de una persona al uso de su propiedad. 
(ii) El derecho de una persona al disfrute de su propiedad.  
(iii) El derecho de una persona a poder disponer de su propiedad.  
(iv) El derecho de una persona a oponer su derecho de propiedad.  

 
Asimismo, y aunque no se deduce del planteamiento de ACP en su 
demanda, se podría añadir una norma iusfundamental posible de 
contenido directo constitucional:  

 
(v) El derecho de una persona a la indemnidad de su patrimonio.   

 
Para analizar si dichas normas son normas iusfundamentales (es decir 
que estén relacionadas con las disposiciones constitucionales señaladas 
anteriormente), es necesario revisar cuál es la interpretación que el 
Tribunal Constitucional le otorga al contenido del derecho de propiedad: 

 
Sentencia 0008-2003-AI 
 
“26. Establecido en los incisos 8) y 16) del artículo 2 de la Constitución, es 
concebido como el poder jurídico que permite a una persona usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Así, la persona propietaria 
podrá servirse directamente de su bien, percibir sus frutos y 
productos, y darle destino o condición conveniente a sus intereses, 
siempre que ejerza tales actividades en armonía con el bien común y 
dentro de los límites establecidos por la ley, e incluso podrá 
recuperarlo si alguien se ha apoderado de él sin derecho alguno (…) 
El derecho a la propiedad no sólo adquiere la categoría constitucional del 
derecho fundamental, sino que su defensa y promoción se constituyen en 
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garantía institucional para el desarrollo económico (…) empero, para el 
pleno desarrollo del derecho de propiedad en los términos que 
nuestra constitución le reconoce y promueve, no es suficiente 
saberse titular del mismo por una cuestión de simple convicción, 
sino que es imprescindible poder oponer su titularidad frente a 
terceros y generar a partir de la seguridad jurídica que la oponibilidad 
otorga, las consecuencias económicas que a ella les sean 
consustanciales. Es decir, es necesario que el Estado cree las garantías 
que permitan institucionalizar el derecho. Por cierto, la concepción de la 
propiedad privada como una garantía institucional, no implica el 
desconocimiento de las garantías que, a su vez, deben ser 
instauradas a efectos de reconocer al propietario las facultades de 
oponibilidad del derecho.” (el resaltado es nuestro).  

 
Sentencia 00043-2007-AA 
 
“6. El derecho de propiedad privada, reconocido por el artículo 2, inciso 
17, de la Constitución, constituye un derecho fundamental cuyo ámbito 
de protección o contenido garantiza las facultades de uso, usufructo 
y la libre disposición del bien. Pero la comprensión constitucional de la 
propiedad es más amplia y, prima facie, comprende además la garantía 
de indemnidad o conservación de la integridad del patrimonio de la 
persona. La inviolabilidad de la propiedad a la que se refiere el 
artículo 70 de la Constitución debe interpretarse no sólo como 
prohibición de intervenciones en el libre ejercicio o goce de los 
mencionados atributos clásicos del derecho a la propiedad sino 
también como garantía de indemnidad. Así las cosas, el derecho de 
propiedad garantiza la conservación de la integridad del patrimonio 
de la persona y por consiguiente prohíbe la indebida detracción del 
mismo.” (el resaltado es nuestro).  

 
Sentencia 0016-2002-AI 
 
“Para el pleno desarrollo del derecho de propiedad (…) no es suficiente 
saberse titular del mismo por una cuestión de simple convicción, sino que 
es imprescindible poder oponer la titularidad de dicho derecho frente a 
terceros y tener la oportunidad de generar, a partir de la seguridad jurídica 
que la oponibilidad otorga, las consecuencias económicas que a ella le 
son consubstanciales.  Es la inscripción del derecho de propiedad en 
un registro público el medio a través del cual el derecho trasciende 
su condición de tal y se convierte en una garantía institucional para 
la creación de riqueza y por ende para el desarrollo económico de las 
sociedades, tanto a nivel individual, como a nivel colectivo.” (el resaltado 
es nuestro).  

 
Vemos como en las sentencias se establece que parte del contenido 
constitucionalmente protegido del derecho es el derecho de la persona de 
usar, disfrutar y disponer un bien, características también recogidas en el 
Código Civil. Asimismo, se expone que comprende, adicionalmente, la 
garantía de la conservación de la integridad del patrimonio de la persona 
y prohíbe la indebida detracción de este. Sobre esto último, Avendaño 
Valdez se pronuncia cuando señala expresamente que “lo que protege la 
Constitución es la propiedad que recae sobre la masa patrimonial. Todos 
los activos de una persona merecen amparo constitucional y cualquier 
acto u omisión de una autoridad, funcionario o persona, que vulnere, 
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amenace u ocasione detrimento de la integridad patrimonial de una 
persona, habilita, repito, para la interposición de una acción de amparo” 
(Avendaño 2006: 172). Asimismo, dicho autor señala que la inviolabilidad 
de la propiedad supone que el Estado la garantiza, es decir, que respetará 
la propiedad y que la hará respetar (2009: 957). Adicionalmente, la 
indemnidad de la propiedad tiene sustento a nivel internacional de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 17 de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos.20 Claro está que el ejercicio del derecho de 
propiedad siempre se dará en armonía con el bien común y dentro de los 
límites de la ley, así como que cualquier limitación al mismo, se dará de 
conformidad con lo señalado en el art. 70 de la Constitución.  
 
Por otro lado, es necesario recordar que el desarrollo constitucional 
respecto al contenido constitucionalmente protegido del derecho de 
propiedad era incipiente al momento de la interposición de la demanda (y 
considero que aún lo sigue siendo). Como señala García Chávarri, el 
Tribunal Constitucional ha producido sentencias que en un primer 
momento establecían un contenido constitucional más o menos básico, 
uniformemente extendido del derecho de propiedad, para luego con 
posterioridad excluir situaciones jurídicas que a juicio de dicho colegiado 
no podrían corresponder al contenido constitucional señalado (García 
2010: 284). Dicho autor menciona las siguientes exclusiones del contenido 
constitucionalmente protegido del derecho de propiedad que se pueden 
encontrar en diferentes sentencias de dicho colegiado: 

 
1. Exclusión del derecho de posesión. 
2. Exclusión del reconocimiento de titularidad. 
3. Exclusión del uso del crédito fiscal. 
4. Exclusión del pago del arrendamiento. 
5. Exclusión de revisión constitucional de resolución judicial regular que 

dispone remate del bien (2010:284-287). 
 

Del análisis de lo señalado podemos arribar a la conclusión que las normas 
iusfundamentales mencionadas líneas arriba, salvo el derecho a la 
oponibilidad que evaluaremos a continuación, sí constituyen normas 
iusfundamentales adscritas a las disposiciones iusfundamentales 
mencionadas.  

     
Respecto a la oponibilidad, el Tribunal Constitucional ha señalado en las 
citadas sentencias que, para el pleno desarrollo del derecho de propiedad, 
es imprescindible poder oponer la titularidad frente a terceros y generar 
consecuencias económicas, ya que ello forma parte de su propia razón de 
ser. Por su parte, señala que a través de la inscripción del derecho de 
propiedad en un registro público el mismo trasciende su condición y se 
convierte en una garantía institucional necesaria para la generación de 
riqueza y de desarrollo económico en una sociedad. Si bien se reconoce 
al derecho de propiedad en la Constitución, el Tribunal Constitucional 
también reconoce, a través de las sentencias mencionadas, al instituto 
jurídico denominado “propiedad” como una verdadera garantía 
institucional. Las garantías institucionales tienen como finalidad “otorgar, 
frente al legislador ordinario, una específica protección a determinadas y 
típicas características de una institución, en la medida que estas han 

 
20 Art. 17 .- Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. Nadie será privado 
arbitrariamente de su propiedad.  
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pasado a ser -como resultado de la evolución histórica de dicha institución- 
en esenciales e identificativas de la misma” (Parejo 2000: 8). La evaluación 
que realizó el Tribunal Constitucional en ambas sentencias se enmarcó en 
acciones de inconstitucionalidad donde se evaluó que las normas 
cuestionadas estén respetando a la propiedad como garantía institucional. 
Ello en la medida que legalmente, podrán ponerse limitaciones a la 
propiedad, y como consecuencia de ello a los titulares del derecho de 
propiedad, en pro del bien común (como por ejemplo las normas 
urbanísticas) y de la seguridad jurídica (como las disposiciones del código 
civil respecto a la preferencia) pero ninguna norma podrá vaciar o 
desnaturalizar el contenido garantizado de dicho instituto jurídico protegido 
constitucionalmente. Considero que ambas sentencias nos acercan a la 
idea de oponibilidad del propietario como parte del contenido del derecho 
de propiedad. Para complementar el análisis efectuado por el tribunal, es 
imperante entender en primer lugar qué se entiende por oponibilidad del 
derecho de propiedad. Avendaño Valdez, señala como caracteres del 
derecho de propiedad los siguiente: derecho real, derecho exclusivo, 
derecho absoluto y derecho perpetuo. De dichos caracteres, el que más 
relevante de delimitar sería el carácter de derecho exclusivo, ya que ello 
se sustentaría, según dicho autor, en que la propiedad es erga omnes, por 
lo que se puede oponer a todos y, en consecuencia, excluye de su ámbito 
a todo otro tercero que quisiera considerarse titular (Avendaño: 103).   

 
Efectivamente, el derecho de propiedad de una persona tiene, como parte 
inherente del mismo, el carácter de ser un derecho exclusivo y oponible 
frente a los demás. La exclusividad que tiene el propietario sobre su bien 
radica en que ninguna persona que no sea el mismo puede ejercer el 
derecho de propiedad sobre su bien y, por ello, dicho derecho puede ser 
opuesto frente a todos y contra todos. Ninguna persona podrá sustituir al 
propietario en su calidad de propietario ni podría existir en el mundo 
jurídico dos titularidades sobre un mismo bien21, ya que caso contrario el 
derecho de propiedad como derecho humano no tendría razón de ser. 
Asimismo, debe entenderse que la oponibilidad no tiene sustento en la 
inscripción registral, es decir, la oponibilidad de dicho derecho no se da 
por su inscripción en el Registro Público, si no que el derecho de propiedad 
es erga omnes esté o no inscrito. En nuestro país, el registro del derecho 
de propiedad vendría ser un medio que otorga el Estado para que dicha 
oponibilidad esté garantizada siempre que el propietario decida acceder al 
mismo22, y como bien señala el Tribunal Constitucional, una garantía para 
el desarrollo económico de la sociedad ya que facilita el tráfico de los 
inmuebles y por ende genera riqueza a una nación. El registro del derecho 
de propiedad en el Registro Público se convierte entonces en un 
instrumento que se le da a un propietario para afianzar su oponibilidad. 
Como consecuencia de esta interpretación considero que el derecho de 
una persona de oponer su derecho de propiedad, entendido como su 
derecho exclusivo sobre el mismo, oponible frente a todos y que los 
excluye, corresponde a una norma iusfundamental adscrita a las 
disposiciones iusfundamentales que se refieren al derecho de propiedad.  

 
Posición (es) Iusfundamental (es): 
 

 
21 Cabe precisar que si bien el Código Civil establece la figura de la copropiedad esto no vulnera el derecho de exclusividad 
inherente a la propiedad ya que los copropietarios ostentan una única propiedad.  
22 Hago esta acotación en la medida que en un sistema registral de tipo constitutivo la oponibilidad, de cara al derecho de 
propiedad, sí requeriría de la inscripción registral para su ejercicio.  
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Ahora, habiendo determinado la existencia de normas iusfundamentales 
alegadas que podrían estar siendo vulneradas, es necesario establecer si 
los hechos se enmarcan en una o más posiciones iusfundamentales que 
habilite a ACP a ser titular de dichas normas. En tanto existen cinco (5) 
normas iusfundamentales adscritas a las disposiciones, con la finalidad de 
hacer menos engorroso el entendimiento de las posibles posiciones se 
presentará un solo esquema donde [norma iusfundamental] deberá ser 
reemplazada por cada una de las normas:  
 
a) Sujeto Activo: ACP. ACP por ser propietario del Inmueble ACP goza 

del [norma iusfundamental].  
 
b) Sujeto Pasivo: El Estado. Existe una obligación del Estado de 

garantizar [norma iusfundamental] y que sus actuaciones no afecten 
dicho derecho. En el caso en concreto los sujetos serían los jueces y 
el Tribunal Constitucional. 

 
c) Objeto: Obligación de no debe emitir resoluciones dentro de un 

proceso que originen una restricción a [norma iusfundamental], siendo 
un tercero que no participó en dicho proceso y cuyos derechos no se 
discutieron.   

 
Con esta fórmula existirían cinco posiciones fundamentales entre ACP y 
el Juez por cada uno de los derechos y cinco posiciones fundamentales 
entre ACP y el Tribunal Constitucional también por cada uno de dichos 
derechos. Si bien merecería cada posición una evaluación independiente 
como se hizo respecto al derecho de defensa respecto de su intervención, 
considero conveniente que primero, se realice una evaluación más a fondo 
sobre los hechos para ver si ello es necesario. El hecho relevante que ACP 
considera ha vulnerado su derecho de propiedad es la emisión de la 
sentencia del proceso constitucional seguido por Aspillaga Hermanos. 
Dicha demanda fue declarada fundada y ordenó se deje sin efecto las 
inscripciones de dominio que, según ACP, “eran” de su propiedad. De la 
lectura de la demanda, se indica que la vulneración del derecho de 
propiedad de ACP se origina en la decisión expedida en el proceso 
tramitado irregularmente la cual ocasionó que “cese el uso, disfrute y poder 
de disposición sobre el Inmueble ACP”. Asimismo, se añade como hecho 
que no se respetó la adquisición de buena fe de ACP y se ha restringido 
la utilización y disposición de su inmueble sin que medie un debido 
proceso, otorgándole el inmueble a personas distintas a ACP.  
 
A efectos de comprobar dichos hechos se deberá revisar lo expresado en 
la Sentencia Aspillaga. El Tribunal Constitucional (i) señaló que, teniendo 
presente lo señalado en la sentencia, que las transferencias de dominio 
inscritas a nombre de INADE a fojas 55-56, tomo 391, en la ficha 16943, 
a fojas 56, tomo 391 y en la ficha 43826 del Registro de Propiedad 
Inmueble de Chiclayo, son inconstitucionales al haberse sustentado en 
una norma formalmente inconstitucional y (ii) resolvió declarando fundada 
la demanda y ordenando al Registro de la Propiedad Inmueble de Chiclayo 
que deje sin efecto las inscripciones de dominio de los terrenos eriazos 
realizadas en mérito del artículo 410 del Decreto Legislativo No. 556 a 
favor de INADE señaladas.    
 
Considero relevante de analizar para determinar la existencia de una 
situación que haya intervenido en una posición iusfundamental es cómo, 
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si el Tribunal no se pronuncia sobre la propiedad de ACP ni ordena la 
cancelación de su dominio, se deja sin efecto la inscripción del dominio de 
ACP sobre el Inmueble ACP. De la revisión del asiento E00002 
(numeración correcta y rectificada) de la Partida No. 02301496 del 
Registro de Propiedad Inmueble de Chiclayo, podemos observar lo 
siguiente:  

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Asimismo, se produce la inscripción en el asiento B00001 siguiente que 
señala: 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

De la lectura del asiento de cancelación, podemos arribar a lo siguiente:  
 

1. En primer lugar, de la revisión de la demanda y los medios probatorios 
presentados, el acto que se perpetuó contra ACP como resultado del 
proceso fue la cancelación del asiento de dominio de ACP en la 
partida del Inmueble ACP. Este acto es el que ACP consideraría 
afectó el uso, disfrute y posibilidad de disposición de su inmueble, así 
como la oponibilidad de su derecho.  
 

2. Que dicha cancelación se efectuó en mérito a haberlo solicitado el 
Juez del 33° Juzgado Civil de Lima, doctor Hugo V. Ore Morales, 
mediante Res. 09 de fecha 29 de marzo de 2005 (error del registrador 
en la medida que se refiere a la sentencia de fecha 20 de marzo de 
2009), así como la resolución del Tribunal Constitucional de fecha 6 
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de junio de 2009, consentida mediante Resolución No. 20 de fecha 25 
de agosto de 2009 y aclarada mediante Resolución No. 27 de fecha 
26 de noviembre de 2009. 

 
3. Al respecto, como hemos señalado, el Tribunal no es quien ordena 

que se cancele el asiento de dominio de ACP. Sin embargo, de la 
revisión de las resoluciones emitidas por el Juez en fase de ejecución, 
la Resolución No. 27 señala: 
 
“Resuelve: cursar los partes aclaratorios precisándose: 1) que, 
conforme a lo dispuesto por las sentencias expedidas en autos tanto 
la expedida por este despacho así como la expedida por el Tribunal 
Constitucional, la Oficina Registral de Registro de Propiedad Inmueble 
Chiclayo deberá cancelar todos los asientos registrales de 
dominio que corren inscritos en la Ficha Matriz No. 43826 
continuación en la Partida No. 02224249 así como la 
independizaciones e inscripciones que ella se deriven, 2) que, 
estando la absolución de la demandante el plano del Fundo La Otra 
Banda que fuera remitido con los partes registrales, con coordenadas 
U.T.M., visado por el ex PETT, tiene la misma configuración que obra 
en el título archivado No. 1241 a fojas 381 del Tomo 21 del diario de 
fecha 24 de diciembre de 1934 del Registro de Propiedad Inmueble 
de Chiclayo así lo certifica el organismo competente ex PETT en 
instrumentos que fueron admitidos como medios probatorios durante 
el proceso, por tanto, el área superficial o hectareaje expresados 
en dicho instrumento, actualizado sólo para fines de mayor 
precisión, debe considerarse por el área especializada del 
Registro de Predios de la Sede Chiclayo SUNARP a efectos de 
determinarse el área remanente de propiedad de la demandante; 
3) que en base al referido plano, deberá el área correspondiente 
del Registro de Predios, determinar los sectores y áreas exactos 
de superposición del predio La Otra Banda inscrito en la Partida 
Registral 02208384, con la ficha 43826 y partida registral 
02244249 y con la totalidad de las independizaciones ya sean 
están previas o posteriores a la notación de la demanda a efectos 
de realizarse la cancelación de asientos registrales que ampara 
el proceso judicial submateria, 4) que, atendiendo lo dispuesto por 
el artículo 211 del Código Civil y conforme lo señala el artículo 4 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial “toda persona y autoridad está 
obligada acatar y dar cumplimiento a las decisiones judiciales o de 
índole administrativa, emanadas de autoría judicial competente, los 
términos, sin poder calificar su contenido o sus fundamentos, efectos 
o interpretar sus alcances, bajo responsabilidad civil, penal o 
administrativa que la ley señala, por lo que el registrador deberá 
cumplir con inscribir los partes ordenando bajo responsabilidad (…)”.  
 
Como podemos observar es mediante la Resolución No. 27 que se 
ordena al Registro Público la cancelación del asiento ACP.  

 
4. En consecuencia, de la evaluación de los hechos y el petitorio de la 

demanda: 
 
(i) No se evidencia ninguna posición jurídica de ACP respecto a la 

emisión de la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 
proceso de amparo seguido por Aspillaga Hermanos en relación 
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con las siguientes normas iusfundamentales: el derecho de una 
persona al uso de su propiedad, el derecho de una persona al 
disfrute de su propiedad, el derecho de una persona a poder 
disponer de su propiedad, el derecho de una persona de oponer 
su derecho de propiedad y el derecho de una persona a la 
indemnidad de su propiedad. Esto es porque la emisión de la 
sentencia no generó ninguna afectación a dichas normas. Ello en 
la medida que la emisión de dicha sentencia no ordena u origina 
ningún acto que directamente pueda afectar dichos derechos, ni 
ACP realizó ninguna mención o presentó pruebas que 
comprueben dicha afectación. Tampoco ordena ningún acto que, 
de forma indirecta, pueda afectar dichos derechos en la medida 
que el art. 2014 del Código Civil señalaba23: “El tercero que de 
buena fe adquiere a título oneroso algún derecho de persona que 
en el registro aparece con facultades para otorgarlo, mantiene su 
adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después se 
anule, rescinda o resuelva el del otorgante por virtud de causas 
que no consten en los registros públicos. La buena fe del tercero 
se presume mientras no se prueba que conocía la inexactitud del 
registro.”  En consecuencia, pese a la emisión de la sentencia 
recaída en el primer proceso de amparo, ACP adquiere a non 
domino su titularidad y sus derechos de uso, disfrute y disposición 
sobre el Inmueble ACP en tanto (i) su derecho de propiedad 
constaba inscrito en la partida registral del Inmueble ACP, (ii) de 
la revisión de la partida de la Matriz INADE no se evidencia causa 
que aparezca en el registro que pueda dar lugar a la extinción del 
derecho de INADE con anterioridad a la adquisición de ACP, y (iii) 
es un tercero de buena fe en tanto, al momento de su adquisición, 
no existía el proceso seguido por Aspillaga y no se evidencia de 
la lectura de la partida registral del Inmueble ACP ningún indicio 
sobre la existencia de cualquier situación relacionada al proceso, 
y principalmente, porque se presume que ACP es un tercero de 
buena fe hasta que se pruebe lo contrario. Por dichas razones, 
considero que la emisión de la sentencia no vulneró ninguna de 
las normas iusfundamentales mencionadas en el presente 
numeral.  

 
(ii) Sin embargo, sí se evidencian dos posiciones iusfundamentales 

posiblemente afectadas con la emisión de la Resolución No. 20 y 
la Resolución No. 27 del 33 Juzgado Civil de Lima, -así como la 
consecuente inscripción de la cancelación del asiento donde 
consta inscrita la titularidad de ACP originada por la emisión de 
las mismas- relacionadas a la presunta vulneración de dos 
normas iusfundamentales correspondientes al derecho de una 
persona a oponer su derecho de propiedad y al derecho de una 
persona a la indemnidad de su patrimonio. Aplicando entonces la 
fórmula inicialmente mencionada y ajustándola para mejor 
entendimiento, tendríamos: 

 
A) Sobre el derecho de una persona a oponer su derecho de 

propiedad: 
 

 
23 Se coloca la norma vigente al momento de la interposición de la demanda por parte de ACP.  
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a. Sujeto Activo: ACP. ACP por ser propietario del Inmueble 
ACP goza del derecho de exclusividad sobre el mismo y 
que pueda ser oponible frente a cualquier otro.  

 
b. Sujeto Pasivo: El Estado. Existe una obligación del 

Estado de garantizar el derecho de oponer la propiedad 
de los privados y que sus actuaciones no afecten dicho 
derecho. En el caso en concreto el sujeto sería el juez. 

 
c. Objeto: Obligación de no emitir resoluciones dentro de 

un proceso que originen una afectación a su derecho de 
oponer el derecho de propiedad sobre el Inmueble ACP 
respecto de un tercero que no participó en dicho proceso 
y cuyos derechos no se discutieron.   

 
B) Sobre el derecho de una persona a la indemnidad de su 

patrimonio: 
 

a. Sujeto Activo: ACP. Todas las personas tienen derecho 
a la indemnidad de su patrimonio. ACP por el solo hecho 
de ser propietario del Inmueble ACP, de todos los bienes 
que se encuentran en el mismo y de la totalidad de sus 
activos, tiene derecho a la indemnidad de su patrimonio. 

 
b. Sujeto Pasivo: El Estado. Existe una obligación del 

Estado de garantizar el derecho del patrimonio de ACP 
y que sus actuaciones no afecten dicho derecho. En el 
caso en concreto el sujeto sería el juez. 

 
c. Objeto: Obligación de no debe emitir resoluciones dentro 

de un proceso que originen una restricción al derecho a 
la indemnidad del patrimonio respecto de un tercero que 
no participó en dicho proceso y cuyos derechos no se 
discutieron.   

 
Por tanto, se evidencian la existencia de dos posibles posiciones 
iusfundamentales que podrían darse, relacionadas con este 
derecho: 

 
1. Posición Iusfundamental 1: El Estado, representado por el 

Juez, tiene la obligación de no emitir resoluciones en el 
Primer Proceso de Amparo, donde ACP no participó y 
cuyos derechos no se discutieron, que originen una 
afectación a la oponibilidad del derecho de propiedad del 
Inmueble ACP. 

 
2. Posición Iusfundamental 2: El Estado, representado por los 

jueces, tienen la obligación de no emitir resoluciones en el 
Primer Proceso de Amparo, donde ACP no participó y 
cuyos derechos no se discutieron, que originen la 
afectación del patrimonio de ACP.  
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Determinación de la existencia de intervención: 
 

Habiéndose determinado la existencia de un contenido 
constitucionalmente protegido, es necesario determinar la existencia de 
una intervención en dicho contenido, es decir en las posiciones 
iusfundamentales protegidas prima face:  

 
1. Sobre la Posición Iusfundamental 1, se determina una intervención a 

dicha posición en tanto, del petitorio y los hechos de la demanda, se 
evidencia que el Juez del 33° Juzgado en la etapa de ejecución, emitió 
la Resolución No. 27, que aclaró la Resolución No. 20, ordenando 
además del cumplimiento de la Sentencia Aspillaga y, de forma 
aparentemente arbitraria y sin sustento en la misma, que se efectuará 
la cancelación de todas las partidas independizadas antes o después 
de la anotación de la demanda del Primer Proceso de Amparo. 
Asimismo, ordenó que el área de catastro considere un plano del 
PETT para la determinación del área remanente. Dicha orden originó 
la consecuente inscripción de la cancelación del asiento donde consta 
inscrita la titularidad de ACP en la partida registral del Inmueble ACP 
y la rectificación de su área, reduciéndose el área inscrita a un área 
remanente (dividida en dos secciones de 61.480 has y 118.0485 has). 
Si bien, como se mencionó líneas arriba, la oponibilidad del derecho 
de propiedad no nace con el registro de la misma, no es menos cierto 
que la inscripción en el registro de la titularidad o dominio de un 
propietario efectiviza, refuerza y garantiza, dicha oponibilidad 
otorgando una suerte de consolidación de la misma, haciendo que los 
castigos que la ley impone a los propietarios que no inscriben su 
derecho no la afecten. Por su parte, con la cancelación de un asiento, 
se presume que dicha cancelación se realiza por haberse extinguido 
el derecho al que se haga referencia. Por tanto, el mensaje que se da 
frente a los terceros es que la titularidad de ACP sobre el Inmueble 
ACP se ha extinguido, así no haya sucedido, lo cual afecta 
severamente la oponibilidad que ostenta ACP sobre su derecho. En 
consecuencia, sí existe sustento de una intervención en la posición 
mencionada. 
 

2. Sobre la Posición Iusfundamental 2, se determina una posible 
intervención de dicha posición en tanto, de la revisión de las 
Resoluciones No. 20 y No. 27 originaron la consecuente inscripción 
de la cancelación del asiento donde consta inscrita la titularidad de 
ACP en la partida registral del Inmueble ACP y la rectificación del área 
del mismo, reduciéndose el área inscrita a un área remanente 
(dividida en dos secciones de 61.480 has y 118.0485 has), siendo que 
dichos actos no estuvieron ordenados por la Sentencia Aspillaga. Es 
posible que dichas resoluciones y las consecuencias de su 
cumplimiento hayan afectado el derecho a la indemnidad del 
patrimonio de ACP en la medida que la cancelación del asiento 
registral del dominio de una persona jurídica sobre un inmueble donde 
desarrolla un negocio de gran envergadura puede disminuir el 
patrimonio de la empresa de forma casi inmediata. En una economía 
social de mercado como la que tiene nuestro país donde para el tráfico 
de bienes se hace necesaria la seguridad jurídica, la inscripción de las 
titularidades de los derechos les atribuyen a los inmuebles un mayor 
valor. Una tasación sobre un inmueble cuya titularidad de su dueño 
esté inscrita no arrojará un valor igual si dicha titularidad no lo 
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estuviera, el precio se castigaría considerablemente; asimismo, la 
cancelación del dominio registral de un propietario vería reducida 
cualquier oportunidad de venta en el sentido que ningún adquirente 
diligente aceptaría comprar un inmueble cuyo dominio del titular haya 
sido cancelado. Por su parte, las empresas, para el desarrollo de 
proyectos como el que ACP desarrollaba en dicho momento sobre el 
Inmueble ACP, requieren de grandes cantidades de inversión que son 
captadas mediante financiamiento de bancos nacionales e 
internacionales, pudiendo la cancelación de su titularidad en el 
registro sobre el inmueble donde desarrolla su negocio, originar la 
negativa de la aprobación de los mismos o peor aún, la aceleración 
de los préstamos obtenidos por considerarse eso como un evento de 
incumplimiento, en caso sus contratos contemplen alguna disposición 
de este tipo.  

 
Conclusión: Luego de la evaluación realizada se ha determinado que, 
respecto a los hechos y petitorio de la demanda sobre la vulneración 
del derecho de propiedad, los mismos están referidos al contenido 
constitucionalmente protegido de dicho derecho y cuenta con sustento 
constitucional, así como se ha determinado una posible afectación, por 
lo que no incurre en dicha causal de improcedencia en este extremo. 

 
Como señala Sosa Sacio, en este punto de evaluación de procedencia, 
no se requiere demostrar la existencia de una intervención justificada o 
ilegítima, ya que esto se conocerá al finalizar el proceso constitucional, 
conociéndose la posición iusfundamental definitiva afectada y, por ello, 
si se afectó el contenido constitucionalmente protegido del derecho 
(Sosa 2012: 38). 
 

2. Sobre si existen vías procedimentales específicas, igualmente 
satisfactorias, para la protección del derecho constitucional amenazado 
o vulnerado, salvo cuando se trate del proceso de hábeas corpus. 

 
Considero que, en el presente caso, ACP podría haber iniciado un proceso de 
conocimiento de mejor derecho de propiedad en la vía civil en tutela de su 
derecho de propiedad sobre el Inmueble ACP, amparado en el art. 923 del 
Código Civil y del inciso 1) del art. 475 del Código Procesal Civil. En dicho 
proceso, podría haber solicitado como pretensión principal que se reconozca 
su mejor derecho de propiedad en aplicación del art. 2014 del Código Civil y 
como pretensión accesoria que se declare la nulidad del asiento de 
cancelación de su dominio en la partida registral del Inmueble ACP, y así 
reestablezca su titularidad a nivel registral. Hinostroza Mínguez señala que “la 
acción de declaración de mejor derecho de propiedad es aquella acción real 
orientada a que se declare en sede judicial que el accionante es el verdadero 
titular del derecho de dominio respecto de un determinado bien y no la parte 
demandada, quien ilegítimamente se atribuye la propiedad de dicho bien o 
niega el derecho del actor” (Hinostroza 2014: 375). Por su parte, Messineo 
manifiesta que “el propietario pide que judicialmente se afirme, con eficacia 
erga omnes, que una determinada cosa le pertenece a él, previa demostración 
por su parte de la inexistencia del derecho del demandado” (Messineo 1954: 
365). Sin embargo, no basta la existencia de una vía igualmente satisfactoria, 
sino que la misma sea idónea para tutelar derechos fundamentales que están 
siendo vulnerados.  
 



37 
 

En principio, se entiende que el amparo es una vía residual que solo se debería 
activar en ausencia de una vía específica, pero, sobre todo, igualmente 
satisfactoria. Cómo señala Velásquez Meléndez, tanto la doctrina como la 
jurisprudencia consideran que el artículo 5.2 plantea un sistema de amparo 
subsidiario, residual y/o extraordinario lo cual implica que el mismo, sólo se 
activa en ausencia o insuficiencia de vías ordinarias que sirvan para tutelar los 
derechos fundamentales controvertidos (Velásquez 2012: 41). Éste autor 
señala que los miembros de la Comisión redactora del anteproyecto del CPCA, 
consideraron que el amparo es un mecanismo excepcional de tutela por lo cual 
no debería ser utilizado cuando existan otros medios judiciales igualmente 
idóneos de protección, pues de esta manera, se desvirtuaría el amparo 
convirtiéndolo en un proceso ordinario más, buscando que sea usado ante la 
insuficiencia de los primeros llamados a la defensa de los derechos de las vías 
ordinarias (2012:46). Finalmente, señala que la doctrina y jurisprudencia 
mayoritaria también sostienen que los argumentos para destruir la presunción 
a favor de las vías ordinarias y abrir la puerta al amparo tienen que ver con el 
amparista acredite que existe un peligro de daño grave o irreparable a sus 
derechos y/o que existe una situación lesiva o de amenaza que requiere de 
una tutela de urgencia (2016:52). Respecto al daño grave o irreparable Sagués 
señala que este proceso solo será viable si al utilizarse los otros procesos es 
posible ocasionar un daño grave e irreparable, brindado protección judicial de 
forma posterior a su ruina. Para dicho autor, este daño podría deberse tanto la 
lentitud del proceso como cualquier razón distinta dependiendo del caso en 
concreto (Sagüés 1979:170). Sobre la urgencia, el Tribunal Constitucional ha 
dejado asentado que este proceso es un instrumento de tutela urgente, ya que 
sólo se recurre al mismo en caso no existan otros instrumentos procesales que 
solucionen eficazmente la pretensión de la demanda, siendo que el juez en 
tales casos es quien determinará en función de los hechos establecidos si se 
evidencia, de forma preliminar, la necesidad de una tutela urgente o si en todo 
caso es posible discutirse en otro tipo de proceso con resultados similares24.  
 
Asimismo, dicho colegiado ha unido también los conceptos de urgencia e 
irreparabilidad en el expediente No. 0906-2009-PA/TC: menciona que la 
irreparabilidad del daño se dará cuando a partir de una prognosis razonable, 
se puede advertir que en el futuro inmediato no existirá posibilidad de reponer 
las cosas al estado anterior de la violación o amenaza; advierte que el peligro 
inmediato que tal daño ocurra hace que el caso sea urgente, desde un punto 
de vista subjetivo; añade que aunque tal urgencia no se ve, si está habilitado 
el amparo cuando se configure una urgencia objetiva. Ello ocurrirá cuando el 
caso verse sobre la determinación del contenido constitucionalmente protegido 
de un derecho que no ha merecido mayor desarrollo jurisprudencial. 
 
Del análisis de los hechos, se puede determinar que, si bien la vía de acción 
de mejor derecho de propiedad es específica para reconocer el mejor derecho 
de propiedad ACP y reestablecer su situación jurídica al determinarse tercero 
de buena fe adquirente y reestablecido su dominio registral, dicha vía no 
hubiera sido idónea e igualmente satisfactoria para la tutela de dicho derecho 
por las siguientes razones: 
 
- El plazo en el cual se extiende un proceso de conocimiento es 

aproximadamente de 5 a 10 años, tiempo durante el cual el dominio 
registral de ACP sobre su inmueble hubiera seguido estando cancelado, y 
de comprobarse que ello significó la vulneración a su derecho de 

 
24 Expediente No. 5814-2006-AA-TC. 
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oponibilidad, este sería el plazo durante el cual sufriría dicha vulneración. 
Siendo la tutela del derecho, una tutela urgente, un proceso de 
conocimiento no sería idóneo.  

- En el presente caso, no se trata del típico conflicto entre dos particulares 
que acuden a un proceso de mejor derecho de propiedad para validar el 
derecho de uno solo sobre el bien discutido. En el presente caso, es el 
propio Estado quien mediante una resolución judicial estaría 
presuntamente vulnerando el derecho de propiedad de ACP (tanto en la 
oponibilidad de su derecho como en la indemnidad de su patrimonio) sin 
ninguna causa evidente que lo sustente. El asunto es aún más grave 
cuando fue el propio Estado quien le vendió el Inmueble ACP, del cual 
ahora cancela su dominio. Por otro lado, mantener una inscripción de 
cancelación del dominio de ACP en su partida registral durante dicho 
lapso, podría traer consecuencias graves a dicha empresa. Pese a que la 
inscripción del dominio de un propietario no es constitutiva del derecho, la 
misma sí tiene un impacto en la valorización de los inmuebles, así como 
en consecuencias jurídicas graves contra la oponibilidad de su derecho de 
propiedad.  

- Por todo lo mencionado considero que la tutela del derecho de propiedad 
de ACP requiere de una tutela urgente que solo puede ser brindada por el 
amparo.  

 
Por otro lado, recordemos que el otro derecho discutido es el derecho de 
defensa de ACP vulnerado en el Primer Proceso de Amparo, en todos los actos 
procesales, resoluciones y la sentencia del Tribunal Constitucional emitidas, 
frente al cual considero que no existía vía alternativa. Si bien el art. 178 del 
Código Procesal Civil25 señala que es posible plantear un proceso de 
conocimiento de cosa juzgada fraudulenta, no aplica contra sentencias del 
Tribunal Constitucional y sería cuestionable que proceda contra las 
resoluciones ejecutorias. Adicionalmente, así procediera, ACP tendría que 
probar el fraude o colusión y el plazo de duración de un proceso de cosa 
juzgada fraudulenta también sería de aproximadamente 5 años, lo cual origina 
que no sea una vía igualmente satisfactoria al amparo. 
 
Conclusión: Luego de la evaluación realizada, se ha determinado que (i) si 
bien para la tutela del derecho de propiedad de ACP, podía acudir al proceso 
de conocimiento comúnmente conocido como acción de mejor derecho de 
propiedad, no era una vía igualmente satisfactoria para ACP en tanto la 
afectación de su derecho requería una tutela urgente, y (ii) para la tutela del 
derecho de defensa de ACP, no existía vía alternativa, por lo que no incurre en 
la presente causal de improcedencia.  

 
3. Sobre si a la presentación de la demanda ha cesado la amenaza o 

violación de un derecho constitucional o se ha convertido en irreparable. 
 

 
25 Artículo 178.- Nulidad de Cosa Juzgada Fraudulenta 
Hasta dentro de seis meses de ejecutada o de haber adquirido la calidad de cosa juzgada, si no fuere ejecutable puede demandarse, a través de 
un proceso de conocimiento la nulidad de una sentencia o la del acuerdo de las partes homologado por el Juez que pone fin al proceso, alegando 
que el proceso que se origina ha sido seguido con fraude, o colusión, afectando el derecho a un debido proceso, cometido por una, o por ambas 
partes, o por el Juez o por éste y aquellas. 
Puede demandar la nulidad la parte o el tercero ajeno al proceso que se considere directamente agraviado por la sentencia, de acuerdo a los 
principios exigidos en este Título. 
En este proceso sólo se pueden conceder medidas cautelares inscribibles. 
Si la decisión fuese anulada, se repondrán las cosas al estado que corresponda. Sin embargo la nulidad no afectará a terceros de buena fe y a 
título oneroso. 
Si la demanda no fuera amparada, el demandante pagará las costas y costos doblados y una multa no menor de veinte unidades de referencia 
procesal. 
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Respecto al derecho de defensa, no aplica dicha causal en tanto la existencia 
de la sentencia y todos los actos emitidos en el Primer Proceso de Amparo 
constituyen una presunta violación vigente al derecho de defensa.  
 
Respecto al derecho de propiedad, no aplica dicha causal al caso puesto que 
la violación al derecho -de estar dándose- sería continuada en tanto la 
inscripción de la cancelación del dominio de ACP en la partida registral de ACP 
siga existiendo.  

 
3. Sobre si se cuestiona una resolución firme recaída en otro proceso 

constitucional o exista litispendencia. 
 

No aplica litispendencia al caso. Respecto al cuestionamiento de una 
resolución firme recaída en otro proceso constitucional, esta causal de 
improcedencia debe leerse en conjunto con el art. 4 del CPCA, el art. 200 
numeral 2 de la Constitución y el precedente vinculante de la sentencia recaída 
en el expediente No. 04853-2004-PA/TC. Al respecto, haré una evaluación 
sobre este punto (crucial en la presente evaluación) en el numeral 1.2. 
siguiente.  
 

4. Sobre si ha vencido el plazo para interponer la demanda   
 

De conformidad con lo señalado en el artículo 44 del CPCA: 
 

“El plazo para interponer la demanda de amparo prescribe a los sesenta días hábiles de 
producida la afectación, siempre que el afectado hubiese tenido conocimiento del acto lesivo 
y se hubiese hallado en posibilidad de interponer la demanda. Si esto no hubiese sido posible, 
el plazo se computará desde el momento de la remoción del impedimento. Tratándose del 
proceso de amparo iniciado contra resolución judicial, el plazo para interponer la demanda se 
inicia cuando la resolución queda firme. Dicho plazo concluye treinta días hábiles después de 
la notificación de la resolución que ordena se cumpla lo decidido. Para el cómputo del plazo 
se observarán las siguientes reglas: 
1) El plazo se computa desde el momento en que se produce la afectación, aun cuando la 
orden respectiva haya sido dictada con anterioridad. 
2) Si la afectación y la orden que la ampara son ejecutadas simultáneamente, el cómputo del 
plazo se inicia en dicho momento. 
3) Si los actos que constituyen la afectación son continuados, el plazo se computa desde la 
fecha en que haya cesado totalmente su ejecución. 
4) La amenaza de ejecución de un acto lesivo no da inicio al cómputo del plazo. Sólo si la 
afectación se produce se deberá empezar a contar el plazo. 
5) Si el agravio consiste en una omisión, el plazo no transcurrirá mientras ella subsista. 
6) El plazo comenzará a contarse una vez agotada la vía previa, cuando ella proceda.” (el 
subrayado es nuestro). 

 
En este caso, al tratarse de un amparo contra resolución judicial, en principio, 
se podría aplicar el plazo de 30 días contados desde la notificación de la 
resolución que ordena se cumpla lo decidido. Sin embargo, dicha regla está 
pensada para las partes y no respecto de los terceros a quienes podría afectar 
una sentencia; al ser ACP un tercero que no participó en el proceso esta regla 
no debería ser aplicable puesto que, con la notificación de dicha resolución, no 
toma conocimiento de esta. Cualquier plazo para ACP debería ser contado 
desde que toma conocimiento en la medida que ello es un presupuesto de la 
norma. Sin perjuicio de ello, la Resolución 20 que ordena cumpla con lo 
decidido, tiene complementariedad con la Resolución No. 27, y es recién esta 
última la que produce efectos ejecutivos por lo que, tomando la fecha de dicha 
resolución, 26 de noviembre de 2011, el plazo de 30 días hábiles vencía el 07 
de enero de 2010, tomando en consideración el numeral 1) que señala que el 
plazo se cuenta desde que se produce la afectación aún cuando la orden haya 
sido dictada con anterioridad.  ACP interpone la demanda con fecha 21 de 
diciembre de 2009 por lo que estuvo dentro de dicho plazo. 
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No obstante, de la evaluación de la afectación producida al derecho de 
propiedad, en tanto la afectación al mismo puede calificarse como continuada 
considero válida la interpretación que ACP hubiese podido interponer la 
demanda mientras se encuentre inscrita la cancelación del dominio en la 
partida registral.  

 
Finalmente, las causales de improcedencia establecidas en los numerales 3,4, 
7 y 8 no son de aplicación al presente caso por lo que no serán materia de 
evaluación.  

 
1.2. ¿Era aplicable al presente caso la causal de improcedencia del proceso 

de amparo contra sentencia de Tribunal Constitucional establecida en 
el precedente vinculante STC No. 04853-2004-PA/TC?  

En tanto se trata de un amparo contra una resolución judicial, es necesario evaluar 
las disposiciones específicas aplicables a dicha situación, poniendo énfasis en 
determinar si, al momento de la interposición de la demanda era posible la 
procedencia de un amparo contra una sentencia emitida en otro proceso de amparo 
y, finalmente, si podía proceder frente a una sentencia del Tribunal Constitucional.  

 
A nivel constitucional, el artículo 2 de la Constitución señala que no proceden los 
amparos contra resoluciones judiciales emanadas de un procedimiento regular. 
Asimismo, el CPCA señalaba en su artículo 4, las disposiciones específicas a la 
procedencia de procesos constitucionales frente a resoluciones señalando que el 
amparo únicamente procedería contra resoluciones firmes dictadas con manifiesto 
agravio a la tutela procesal efectiva (que incluye el acceso a la justicia y el debido 
proceso). En dicho artículo especifica que la tutela procesal efectiva debe ser 
entendida como aquella situación jurídica de una persona donde son respetados 
los siguientes derechos: al libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de 
defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de 
la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los 
previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder 
a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos 
fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones 
judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal, siendo 
derechos señalados de forma enunciativa y no excluyente de otros derechos que 
se puedan incluir en dicho término.  

 
Por su parte, el numeral 6 del artículo 5 del CPCA establece que no es procedente 
el proceso constitucional contra resoluciones donde lo que se pretenda es 
cuestionar una resolución firme recaída en otro proceso constitucional o exista 
litispendencia.  

 
En el derecho comparado se aprecian dos opiniones distintas respecto a la 
procedencia del amparo contra resoluciones judiciales: (i) la tesis negativa que 
impide la procedencia del amparo frente a resoluciones judiciales, tomando como 
sustento la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, que la corrección de las 
posibles violaciones deben ser ante el propio juez que conoce el proceso, que un 
proceso sumarísimo no pueden validar un procedimiento más extenso y que un 
magistrado jerárquicamente inferior no puede revisar y dejar sin efecto la resolución 
expedida por un superior, siendo los países bajo esta tesis Argentina, Costa Rica 
y Uruguay; y, (ii) la tesis permisiva que admite la viabilidad del amparo frente a 
resoluciones judiciales, teniendo como sustento que no interesa el órgano de donde 
provenga la vulneración de los derechos fundamentales sino que sólo se necesita 
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constatar la violación de los mismos para que la vida excepcional se abra, poniendo 
esto por encima de la seguridad jurídica y la necesidad de certeza de la cosa 
juzgada. Esta última tesis tiene las siguientes variantes la tesis permisiva 
amplísima, que tiene su exponente en el derecho mexicano, la tesis permisiva 
amplia, seguida por el derecho español y la tesis permisiva pura, seguida por el 
derecho colombiano (2017: 341-351).  En el Perú, la Constitución acoge la tesis 
permisiva ya que señala que no procede contra resoluciones emitidas en un 
procedimiento regular, por lo que se interpreta que sí procede contra resoluciones 
emitidas en un proceso irregular. Sin embargo, la discusión que generó debate 
durante mucho tiempo en la doctrina nacional fue si era correcto que se habilite el 
mismo cuando se vulnere únicamente el derecho a la tutela efectiva, de acuerdo 
con el CPAC, o si debía también proceder cuando se vulnere cualquier otro derecho 
fundamental. El Tribunal Constitucional, mediante el caso Apolonia Ccollcca (Stc. 
03179-2004-AA/TC), cambia el criterio establecido por el CPAC y define que sí 
procede contra resoluciones judiciales que afecten cualquiera de los derechos 
fundamentales.  

 
El debate entre juristas se centró en si debía proceder un amparo frente a otro 
proceso de amparo, ante lo cual el Tribunal Constitucional, en el caso Dirección 
Regional de Pesquería de La Libertad, mediante sentencia de fecha 17 de abril del 
2007 recaída en el Exp. 4853-2004-PA/TC, señala que, si bien dicho numeral no 
establece la posibilidad del amparo para cuestionar resoluciones firmes recaídas 
en otro proceso constitucional, la fuente constitucional directa del amparo contra 
amparo se encuentra establecida en el segundo párrafo del artículo 200.2 de la 
Constitución, precisando que cuando el CPCA se refiere a resoluciones firmes,  se 
refiere a resoluciones obtenidas en procesos donde se respetaron a cabalidad los 
derechos correspondientes al debido proceso y la tutela procesal efectiva de 
conformidad con el artículo 4 del CPCA. Precisa en dicha sentencia que ello solo 
es admisible de manera excepcional, siendo que solamente aplicará cuando se 
trate de una transgresión manifiesta del contenido constitucionalmente protegido 
de los derechos fundamentales resultantes de acciones u omisiones de los órganos 
judiciales durante el proceso constitucional y siempre que haya directa vinculación 
con la decisión final del mismo. Para este tribunal, son los jueces los llamados a 
valorar el grado de intensidad de la afectación al derecho y también el grado de 
acreditación que se haya presento a efectos que cualquier alegación no origine una 
nueva revisión de los procesos constitucionales. Es así como declara esta 
sentencia un precedente vinculante y señala que procede por única vez y conforme 
a las siguientes reglas, las cuales deben ser interpretadas atendiendo los principios 
constitucionales pro homine y pro actione26: 

 
1. Objeto del amparo contra amparo:  

 
a) La resolución emitida por el Poder Judicial en segunda instancia con 

carácter estimatoria y legítima dentro de un proceso de amparo donde se 
haya producido una violación del contenido constitucionalmente protegido 
de los derechos fundamentales de forma manifiesta, o que se haya tomado 
sin tomar en cuenta la mejor protección de los derechos de conformidad con 
la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional, y con ello haya 
desnaturalizando la decisión sobre el fondo, convirtiéndola en 
inconstitucional. 
  

b) La resolución emitida por el Poder Judicial en segunda instancia que originó 
la desestimación de la demanda dentro de un proceso de amparo, que haya 

 
26  A continuación, se hará un resumen de las reglas establecidas en el precedente vinculante y no serán trasladadas de forma exacta.  
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quedado firme y cuando en su tramitación haya violado el contenido 
constitucionalmente protegido de los derechos fundamentales de un tercero 
legitimado, de forma manifiesta, cuya intervención haya sido rechazada o 
en el que no haya podido solicitar su intervención por desconocer de dicho 
trámite; o en caso del propio interesado, cuando por razones que no le sean 
imputables a este, no haya podido interponer el respectivo recurso de 
agravio constitucional de forma oportuna. 
 

c) No puede ser objeto de una demanda de amparo contra amparo las 
resoluciones del Tribunal Constitucional, ya que es instancia de fallo última 
y definitiva en los procesos constitucionales. 

 
2. Pretensión: 

 
a) Se podría incluir como pretensión lo que ha sido objeto del primer amparo 

únicamente si la violación del contenido constitucionalmente protegido del 
derecho fundamental es grave e intensa y origina la desnaturalización de la 
decisión y la convierte en inconstitucional. 
 

b) Se podría invocar como pretensión el desacato manifiesto de la doctrina 
jurisprudencial del Tribunal Constitucional. 

 
3. Sujetos Legitimados: 

 
a) En el caso del literal a) del numeral 1 anterior, los directamente afectados, 

cuando la afectación haya sido denunciada al interior del primer proceso 
de amparo y el órgano judicial no haya sido respondido o lo haya hecho 
de forma insuficiente. También, los terceros afectados por los resuelto en 
el primer amparo que no hayan sido emplazados o no les hayan permitido 
ejercer su derecho de defensa al interior del primer amparo. 
 

b) En el caso del literal b) del numeral 1 anterior, el tercero legitimado que, 
no haya sido admitido, pese a solicitarlo, o, siendo litisconsorte necesario, 
no haya sido notificado. Asimismo el interesado que, por razones 
probadas, no le fue posible presentar el recurso de agravio constitucional 
de forma oportuna. Será indispensable para que proceda en este caso que 
no exista pronunciamiento del Tribunal Constitucional en el primer proceso 
de amparo, a través del recurso de agravio constitucional, sin importar 
quien lo haya interpuesto, siendo admitido por única vez.  

 
4. Juez Competente: 

 
Los jueces que vean el amparo en primer y segundo grado no deberán haber 
conocido la primera demanda de amparo. 

 
Dichas sentencias marcan un hito importante en el tratamiento del proceso de 
amparo en nuestro país ya que el Tribunal Constitucional da paso al amparo contra 
amparo mediante la interpretación que hace a la Constitución y el CPCA, 
estableciendo las pautas para su procedencia. Si bien existen razones entre los 
juristas que sustentan sus posturas a favor o en contra que proceda el amparo 
contra una resolución en otro amparo, inclusive aquellos con una postura que 
apoya una tesis negativa coinciden que puede haber casos excepcionales. Abad 
señala que “a la luz de la experiencia, debemos admitir algunos casos de excepción 
en los que se justificaría la procedencia de una demanda de amparo contra amparo. 
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Esos supuestos se presentarían, por ejemplo, cuando una resolución de amparo 
desconozca un precedente constitucional vinculante, constante jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, o cuando se pretende imponer una resolución recaída en 
un proceso de amparo a un tercero que fue ajeno a dicho proceso”. (Abad 2017: 
389)  
 
En mi opinión, la Constitución no hace una distinción respecto al tipo de proceso 
de donde proviene la resolución frente a la cual cabe interponer un amparo. El 
objetivo final de la norma es dejar por sentado que solo procede contra resoluciones 
en un proceso irregular. Sobre la interpretación que debería darse respecto a 
cuándo se considera que el proceso es irregular, considero que el mismo lo será si 
no se lleva a cabo respetando el debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva, 
pero considero también la posibilidad que el amparo sea habilitado cuando la 
resolución en cuestión vulnere otros derechos fundamentales distintos a los de 
corte procesal. Siendo ello así, en el presente caso, el amparo interpuesto por ACP 
debió ser declarado procedente en tanto se trata de una resolución estimatoria y 
legítima donde existe una presunta violación del contenido constitucionalmente 
protegido de dos derechos fundamentales de forma manifiesta, desnaturalizando 
la decisión sobre el fondo, convirtiéndola en inconstitucional, estando legitimado 
ACP como tercero afectado por lo resuelto en el primer amparo que no ha sido 
emplazado, no pudiendo ejercer su derecho de defensa al interior del primer 
amparo y cuyas decisiones sobrevinientes vulneraron su derecho de propiedad.  
 
Sin embargo, el precedente vinculante es claro en señalar que va contra sentencias 
de segundo grado emitidas por el Poder Judicial y niega de forma categórica la 
posibilidad que pueda ir contra sentencias del Tribunal Constitucional. Este último 
punto ha sido consenso prácticamente entre toda la doctrina nacional, tomando 
como premisa que dicho colegiado es el máximo intérprete de la Constitución, la 
última instancia de decisión y sus resoluciones son inapelables. Al respecto, es de 
mi opinión que el proceso de amparo contra resoluciones no debe ser visto desde 
la óptica de quién fue el órgano que lo emitió, sino respecto de, si la misma, sea 
con intención o no, sea mediante un acto o una omisión, violó o no un derecho 
fundamental de una persona. Sí ello se dio, es obligación del Estado brindar tutela 
inmediata al afectado y reestablecer su situación, ordenando el cese de la 
afectación si ello aún es posible. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos señala en el numeral 1 de su art. 25 que es derecho de toda persona 
tener acceso a un recurso sencillo y rápido ante los jueces o tribunales, que lo 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales aun cuando la 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones. La 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia en el Caso Castillo 
Petruzzi y otros vs. Perú de fecha 30 de mayo de 1999 señaló:  
 
“La Corte reitera que el derecho de toda persona a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo de los jueces o tribunales competentes que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales, constituye uno de los 
pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de 
Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la convención […] el artículo 
25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la 
Convención Americana, al atribuir funciones de protección al derecho interno de 
los Estados Partes. La Corte ha manifestado que la inexistencia de un recurso 
efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la convención 
constituye una transgresión de la misma por el Estado parte en el cual semejante 
situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para que tal recurso 
exista, no basta con que esté previsto por la Constitución, la ley o con que sea 
formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para 
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establecer si se incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo 
necesario para remediarla.”(Citado en Gaceta Jurídica: 468).  
 
Por otra parte, y entrando al fondo de la discusión, ¿acaso el Tribunal 
Constitucional está exento de emitir sentencias en violación de la Constitución? 
Considero que, si bien no debería ocurrir, eso siempre será una posibilidad. Como 
señala Castillo Córdova “una decisión o regla jurídica creada por el Tribunal 
Constitucional, si bien siempre será constitucional desde el punto de vista formal, 
no significa que va a ser reconocida siempre como materialmente constitucional, 
pues el TC no es poder constituyente sino poder constituido. Esto significa que las 
decisiones del TC deberán ser tomadas sin transgredir a la Constitución (las 
normas constitucionales directamente estatuidas). Este deber no es uno de 
cumplimiento automático, sino que puede ser trasgredido en una actuación 
concreta a través de una concreta sentencia”. (Castillo 2015: 455) 
 
Si partimos de ese entendimiento, sí sería posible que un amparo proceda contra 
una resolución del Tribunal Constitucional si con su emisión se ha vulnerado los 
derechos del debido proceso y de la tutela jurisdiccional efectiva, así como 
cualquier otro derecho fundamental de forma evidente. Un juez que conoce un 
proceso de amparo está llamado a defender el cumplimiento de la Constitución y 
de velar porque los derechos fundamentales de las personas no sean vulnerados. 
Si bien existe un precedente vinculante que señala que no era posible un amparo 
contra una sentencia del Tribunal Constitucional, considero que un juez podría 
haberse apartado del mismo siempre que fundamente correctamente en su 
sentencia las razones que justifican que se aparte y dé curso al procedimiento.  
 
De la evaluación del caso en concreto, considero que el precedente de observancia 
obligatoria no debió ser de aplicación al caso ya que se evidencia de primera mano 
una vulneración al derecho de defensa de ACP al no ser llamado como tercero con 
legítimo interés en el Primer Proceso de Amparo y esto hace que nos encontremos 
en un supuesto de hecho distinto al que concibió el Tribunal Constitucional cuando 
emitió el citado precedente vinculante. Para mejor entendimiento: el Tribunal 
Constitucional al emitir el precedente vinculante tuvo como premisa que las 
sentencias que emite dicho órgano son constitucionales, es decir se emiten en 
estricto cumplimiento a la ley y sin vulnerar derechos fundamentales. Esto no 
debería ser de otro modo. Sin embargo, vemos que en el caso estamos ante un 
supuesto donde sí se vulneró derechos fundamentales de ACP, por lo que 
considero que tanto el juez de primera instancia como de segunda instancia pudo 
apartarse del precedente vinculante en estricto cumplimiento de su deber de velar 
por la tutela de los derechos fundamentales y usar la técnica del distinguishing del 
sistema inglés que se puede traducir como “la operación por la cual el juez del caso 
concreto declara que no considera aplicable un determinado precedente vinculante 
respecto de la situación en examen, porque no concurren los mismos presupuestos 
de hecho que han justificado la adopción de la regla que estaría obligado a aplicar” 
(Moretti 2017:45). Asimismo, el Tribunal Constitucional, de conformidad con lo 
establecido en el art. VII del CPCA podía resolver apartándose del precedente 
siempre que señale las razones por las cuales se aparta del precedente.  
 
Finalmente, considero que el precedente vinculante también debería dar la 
posibilidad que el amparo contra amparo proceda contra resoluciones emitidas por 
el Poder Judicial en etapa de ejecución de resoluciones estimatorias ¿acaso las 
mismas también no son susceptibles de originar vulneraciones a derechos 
fundamentales? Considero que ello es posible, sobre todo en los casos en los que 
los jueces desnaturalizan la decisión de las resoluciones estimatorias, cambiando 
el sentido de esta o pronunciándose sobre asuntos no resueltos por el juez de 
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segundo grado o por el Tribunal Constitucional. En el presente caso vemos como 
mediante la Resolución No. 20 y la Resolución No. 27, el juez en etapa de ejecución 
de sentencia ordenó la cancelación del dominio de ACP en la partida del Inmueble 
ACP, inmueble del cual no se dio orden de cancelar el dominio, así como ordena 
inscribir un plano que origina el cierre parcial de la partida respecto al área 
superpuesta con el Inmueble Aspillaga, cuando ello no fue ordenado en la 
sentencia, y en tanto esas decisiones no podían considerarse actos que 
posibilitaban la inscripción de lo ordenado mediante la Sentencia Aspillaga sino 
eran ordenes que no tenían sustento en la misma y la desnaturalizaban, afectando 
el derecho de propiedad de ACP. Por tal motivo, era necesario que el Tribunal 
Constitucional aclare la procedencia del amparo contra amparo respecto de este 
tipo de resoluciones.  

 
1.3. ¿Se debilita la seguridad jurídica al declararse procedente la demanda 

ACP? 
 

La seguridad jurídica tiene una inagotable pluralidad de significados con los cuales 
se le asocia, lo que dificulta recogerlos en una sola definición (2000:7). Sin 
embargo, Arcos intenta establecer un concepto de seguridad jurídica -con el cual 
comulgo- cuyo núcleo conceptual es la seguridad del derecho mismo, entendida 
ésta como la confianza garantizada de la existencia del derecho y en su manejo 
imparcial y justo. La que llamamos  seguridad jurídica es también una seguridad 
producida por el derecho pero con un ámbito mucho más definido: es la seguridad 
que éste proporciona como guía y referencia con la que poder actuar y relacionarse 
en sociedad al hacer posible el conocimiento de su existencia y sus contenidos 
(certeza) y el proteger a quien actúa de acuerdo con sus disposiciones (eficacia) lo 
que garantiza poder actuar conforme con el derecho (Arcos 2000: 29).   
 
Asimismo, Arcos señala que: 

 
“la seguridad jurídica obliga el derecho a configurarse como un espacio de certeza 
y confianza para los ciudadanos, más concretamente, de certeza sobre su 
existencia y confianza frente a ciertas formas de generarse y aplicarse que no 
sorprendan negativamente las expectativas previamente depositadas o que se 
pretenden depositar en el mismo (…) Con el principio de seguridad jurídica no se 
demanda ni directa ni fundamentalmente unos ciertos contenidos sino, en palabras 
de Pérez Luño, una estructura y funcionamiento regulares. La seguridad jurídica 
exige regularidad estructural y funcionalidad en la aplicación de las normas 
jurídicas, igualmente ausencia de arbitrariedad en los actos de creación y 
aplicación de dichas normas. Aquella es, por tanto, una garantía frente a la 
incertidumbre, la imprevisibilidad, la arbitrariedad, la ineficacia y, en general, todo 
lo que haga peligrar la confianza garantizada en su vigencia y en su administración 
imparcial y justa” (Arcos 2000: 34). 

 
En esta definición se establecen tres componentes básicos de la seguridad jurídica: 
la certeza, la eficacia y la ausencia de arbitrariedad. Entendemos que la certeza se 
relaciona con la previsibilidad y predictibilidad en el derecho y en el actuar de los 
operadores que imparten dicho derecho, la eficacia con que efectivamente la ley 
sea aplicada y las decisiones sean cumplidas, y la ausencia de arbitrariedad en los 
actos de creación y aplicación de la ley. Si bien considero que la seguridad jurídica 
es sustento del Derecho mismo y es un principio fundamental en cualquier Estado 
de Derecho, es necesario entender también que su fin es la persona humana y el 
respeto de sus derechos fundamentales.  
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Por su parte Espinoza-Saldaña tiene una apreciación respecto a la seguridad 
jurídica que considero relevante ser tomada en cuenta.  Dicho autor menciona que 
el Tribunal Constitucional ha señalado que la seguridad jurídica, en cuanto a su 
contenido garantizado, busca asegurar la expectativa de un individuo sobre cómo 
será la actuación de los poderes públicos y de toda la colectividad al estar dentro 
de los márgenes del derecho y la legalidad. Por ello, considera que la seguridad 
jurídica no busca garantizar a como de lugar cualquier decisión, así esta sea 
antijurídica, sino que contrario a ello, protege las expectativas fundadas de forma 
razonable que se generan cuando las personas actúan conforme a derecho, sin 
avalar la posibilidad de incurrir en arbitrariedad y menos aún blindarla (Espinoza-
Saldaña 2016: 47). 

 
Vemos como al entender el concepto de seguridad jurídica, desde una perspectiva 
completa y ligada a la interpretación constitucional, podremos entender si en el 
presente caso realmente la misma fue afectada.  
 
En primer lugar, considero que la seguridad jurídica no se debilita cuando el 
máximo intérprete de la Constitución inaplica un precedente. Arrázola señala que:  

 
“(…) es importante hacer una diferenciación entre un ordenamiento en el que el 
precedente judicial es generalmente respetado pero que, llegado el momento, 
resulta posible apartarse de él con razones justificadas, y uno en el cual los jueces 
no se encuentran atados por el precedente judicial y pueden decidir libremente 
según su particular interpretación de las normas. El primero no constituye una 
amenaza para la seguridad jurídica, pues el derecho aún gozaría de gran 
estabilidad y predictibilidad, requisitos indispensables para la existencia de 
aquella; y el segundo, ciertamente puede resultar una amenaza para dicha 
seguridad, en la medida en que no sería posible anticipar o prever en qué sentido 
será la interpretación de la ley en un caso particular, incertidumbre que es contraria 
a cualquier tipo de estabilidad en el ordenamiento jurídico” (Arrázola:2015). 

 
Nuestro sistema judicial es un sistema que está vinculado al precedente, en el cual 
el operador jurídico está llamado a aplicarlo. Sin embargo, eso no implica que un 
juez o el propio tribunal pueda decidir apartarse del mismo si considera que existen 
razones suficientes en el caso en concreto para hacerlo. Considero relevante 
enfatizar que un precedente no es una fórmula abstracta de aplicación a una 
controversia sino que el mismo nace de la evaluación de un caso en concreto que, 
si bien resulta útil y otorga un grado de certeza sobre las decisiones futuras que se 
tomen en casos similares, no está exento que existan situaciones que no calcen de 
forma exacta con el presupuesto de hecho del precedente, y que, de aplicarlo, 
puedan dar origen a decisiones arbitrarias, injustas y hasta en el peor de los casos 
ilegales, pudiendo incluso vulnerar los derechos fundamentales de personas dentro 
del proceso o ajenas al mismo. Por tanto, la inaplicabilidad del precedente en un 
caso en concreto siempre que tenga un sustento válido, no debilita el principio de 
seguridad jurídica. En el propio CPCA se le otorga tal posibilidad al Tribunal 
Constitucional de conformidad con el artículo VII, poniéndole como premisa que 
debe expresar los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan la sentencia 
y las razones por las cuales se aparta del precedente. 
 
En segundo lugar, la seguridad jurídica tampoco se debilita con la emisión de una 
sentencia que haya dado pie a un amparo contra sentencia del Tribunal 
Constitucional. Si bien se podría señalar que la Sentencia Aspillaga es una 
sentencia que tiene la calidad de cosa juzgada, en tanto fue emitida por el Tribunal 
Constitucional como máxima instancia y, con ello, goza de inmutabilidad considero 
que no puede existir cosa juzgada producto de un proceso que atenta contra el 
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orden constitucional, y no respeta los derechos fundamentales, principios y 
garantías contenidas en la Constitución. La cosa juzgada no es absoluta y permite 
excepciones; si bien no considero que sea necesaria la discusión respecto al 
establecimiento de la “cosa juzgada constitucional”, creada por el Tribunal 
Constitucional en el proceso competencial entre el Poder Judicial y el Mincetur 
mediante Exp. 006-2006-PC/TC27, entiendo la necesidad de dicho colegiado en 
establecer que no puede considerarse cosa juzgada aquella que se ha obtenido de 
un proceso que ha vulnerado derechos fundamentales amparados por la 
Constitución. Sin embargo, es de mi opinión que la cosa juzgada es garantía de 
seguridad jurídica por lo que ir en contra de esta debería ser siempre de forma 
excepcional. De conformidad con De la Flor, esas excepciones son la nulidad de la 
cosa juzgada fraudulenta y la posibilidad de un amparo o hábeas corpus ante 
resoluciones judiciales donde se ha vulnerado el derecho a la tutela procesal 
efectiva (2010: 364). Si bien no concuerdo con dicho autor que únicamente la 
excepción respecto al amparo sea ante resoluciones judiciales que vulneren la 
tutela procesal efectiva sino frente a cualquier resolución que vulnere otro derecho 
fundamental, estoy de acuerdo en lo que menciona respecto a que esta excepción 
tiene como consecuencia la exigencia del cumplimiento absoluto y respeto del 
derecho para que la resolución adquiera calidad de cosa juzgada y genere efectos 
en la realidad así como elimina cualquier posibilidad de vulneración arbitraria de 
dichos derechos (2010:364).  
 
No es posible sostener que una resolución adquiere calidad de cosa juzgada si es 
resultado de un proceso donde se vulnera el debido proceso o algún derecho 
fundamental en su contenido constitucionalmente protegido. De conformidad con 
Espinosa-Saldaña sería una interpretación incorrecta a nivel constitucional si se 
considera que a través de la cosa juzgada se protege resoluciones írritas, 
arbitrarias, fraudulentas o con falta de motivación. Para este autor en este caso, se 
estaría frente a una cosa juzgada falsa, aparente o fraudulenta y no frente a una 
verdadera cosa juzgada. Resalta que, si se aplica el criterio interpretativo de unidad 
de la Constitución y de concordancia de la Constitución, atendiendo a otros bienes 
relevantes de la Constitución, solo se podrá considerar que el contenido de una 
sentencia es cosa juzgada (por tanto, inmutable e inmodificable) si no incluye 
irregularidades ni arbitrariedades que vulneren los derechos fundamentales y 
principios constitucionales (Espinosa-Saldaña 2016: 42). 
 
Por otra parte, y centrándonos en el caso en concreto, ¿podrá tener la Sentencia 
Aspillaga calidad de cosa juzgada frente a ACP como tercero que no participó en 
el proceso? Planteado de ese modo, se hace más notoria la necesidad que exista 
la excepción de la cosa juzgada frente a resoluciones que atenten contra derechos 
de terceros que se han visto afectados por la misma y que no participaron en el 
proceso. Como señala Liebman “no les faltan a los terceros los medios para 
defender sus derechos de las repercusiones eventualmente dañosas de las 
sentencias pronunciadas en procesos en los cuales no hayan participado. Mientras 
el proceso está en curso, pueden, en determinadas condiciones, intervenir y hacer 
valer sus razones (…). En cambio si el proceso está terminado y la sentencia ha 
sido pronunciada, la primera y fundamental defensa de que disponen está dada por 
la facultad de rechazar cualquier efecto de la sentencia en daño suyo por la razón 
de que no fue pronunciado al respecto de ellos. Res inter  alios iudicata tertio non 
nocet. Hay terceros, es cierto a los que la ley no considera verdaderamente tales, 

 
27 El Tribunal Constitucional señaló que la cosa juzgada constitucional es la que se configura con aquella sentencia que se pronuncia sobre el 
fondo de la controversia jurídica, de conformidad con el orden objetivo de valores, con los principios constitucionales y con los derechos 
fundamentales y de acuerdo con la interpretación que haya realizado el Tribunal Constitucional de las leyes o de toda norma con rango de ley o 
de los reglamentos y de sus precedentes vinculantes. Entiende que sólo de esa manera un ordenamiento constitucional puede garantizar a la 
ciudadanía la certeza jurídica y la predictibilidad de las decisiones jurisdiccionales. 
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extendiendo a ellos una eficacia de la sentencia idéntica a aquella a la que están 
sujetas las partes (…) Pero prescindiendo estos casos, siempre excepcionales sin 
embargo, los terceros pueden hacer lo que no pueden hacer las partes: discutir y 
rechazar la eficacia de la sentencia en daño suyo (…) Solamente el tercero que 
manifestó ser titular del estatus sobre el cual la sentencia ha pronunciado, y tuviese 
por eso una legitimación igual a la de las partes, no estaría vinculado por la cosa 
juzgada y podría hacer valer su pretensión proponiendo la oposición ordinaria del 
tercero, ya sea rechazando en cualquier otra sede la sentencia” (Citado en 
Hinostroza: 499-500). 

 
Por tanto, el apartamiento del precedente vinculante y la procedibilidad del amparo 
contra sentencia del Tribunal Constitucional en el presente caso no debilitan la 
seguridad jurídica. En principio, se presume que las sentencias del tribunal revisten 
de constitucionalidad, sin embargo y, como dije anteriormente, es posible que dicha 
decisión transgreda derechos fundamentales, siendo obligación del juez o el 
Tribunal Constitucional lograr el restablecimiento pleno de dichos derechos, 
ordenando el cese de la afectación. Esto no debilita la seguridad jurídica sino 
constituye una excepción a la regla, una excepción completamente justificada.  

 
1.4. Toma de posición del primer problema jurídico principal: 

 
Luego del análisis efectuado, mi posición respecto al caso es que la demanda debió 
ser declarada procedente. Estoy en desacuerdo con la decisión del juez del Primer 
Juzgado Especializado en lo Constitucional de Lima de declarar improcedente la 
demanda y con la decisión del juez de la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Lima de confirmar la improcedencia, y si bien estoy de acuerdo con la 
decisión tomada por el Tribunal Constitucional de admitir la demanda, no estoy de 
acuerdo con el sustento ni el análisis realizado por dicho colegiado para determinar 
su procedencia (sustento que se encuentra plasmado en la Sentencia ACP). 
Finalmente, no estoy de acuerdo en la forma como ACP planteó la demanda. A 
continuación, el sustento de mi posición: 
 
a) Considero que ACP debió interponer la demanda de amparo no solo contra la 

Sentencia Aspillaga sino también contra la Resolución No. 20 y No. 27, en la 
medida que existió una afectación a su derecho de propiedad con la emisión 
de dichas resoluciones en tanto el juez, en la fase de ejecución, ordena la 
cancelación del dominio de ACP respecto del Inmueble ACP viéndose afectada 
la oponibilidad de su derecho de propiedad y la intangibilidad de su patrimonio. 
No concuerdo con lo señalado por ACP respecto de la afectación de su 
derecho de propiedad con la emisión de la Sentencia Aspillaga, en la medida 
que la misma no se pronuncia sobre su derecho y la cancelación del dominio 
de INADE y PEJEZA sobre la Matriz INADE no le afecta al ser un tercero de 
buena fe y no haberse determinado lo contrario.  
 

b) Asimismo, considero que, tanto el Primer Juzgado Especializado en lo 
Constitucional en Lima como la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, debieron declarar procedente la demanda, inaplicando el 
precedente de observancia obligatoria contenido en la sentencia recaída en el 
expediente No. 04853-2004-PA/TC, en tanto se evidencia una afectación y 
posible vulneración al derecho de defensa de ACP en el proceso llevado a 
cabo por Aspillaga Hermanos y con la emisión de la Sentencia Aspillaga y 
todos los actos procesales originados, así como una afectación y posible 
vulneración al derecho de propiedad en el referido proceso específicamente 
con la emisión de la Resolución No. 20 y la Resolución No. 27. Si bien los 
jueces están obligados a aplicar los precedentes vinculantes emitidos por el 
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Tribunal Constitucional, su mayor obligación es el cumplimiento de la 
Constitución, norma que prevalece sobre todas las normas, y al cumplirla, 
deben garantizar la tutela de los derechos fundamentales. Un proceso 
constitucional tiene como fin esencial garantizar la primacía de la Constitución 
y la vigencia efectiva de los derechos fundamentales de conformidad con el 
art. II del CPCA, por lo que los jueces deben tener en cuenta la finalidad a 
efectos de determinar si declarando una improcedencia liminar están yendo 
contra dicho fin. Claro está que el apartamiento del precedente vinculante 
deberá estar correcta y completamente sustentado, indicando las razones que 
llevaron al juez a apartarse del mismo. Considero que el análisis de la 
procedencia del amparo debió realizarse de conformidad con lo señalado en 
el literal c) siguiente. 
 

c) Si bien estoy de acuerdo con la decisión del Tribunal Constitucional de declarar 
procedente la demanda, no estoy de acuerdo en la forma como sustenta dicha 
procedencia. El tribunal señala que existen circunstancias objetivas que 
justifican que, por excepción, no se aplique la causal de improcedencia: i) ACP 
no participó como parte o tercero del proceso de amparo ya que no fue 
emplazada con la demanda ni solicitada su incorporación por las partes 
demandadas, siendo su participación trascendente en el resultado del proceso 
porque es manifiesto su interés en el resultado del mismo; ii) el dato respecto 
a la titularidad de los terrenos que habían sido adquiridos por ACP mediante 
subasta pública internacional no fue conocido por el tribunal y este confió en 
los alegatos de las partes, las cuales en ningún escrito manifestaron dicha 
titularidad, adjuntando una partida que no se encontraba completa, ya que no 
se consignaba en la transferencia de la propiedad de los terrenos a ACP; (iii) 
en la audiencia Aspillaga Hermanos sostuvo que no tenía por qué emplazar a 
ACP debido a que no había emitido un acto de confiscación y ello denota que 
tenía pleno conocimiento que ACP era propietaria de los terrenos y no actuó 
conforme al principio de buena fe procesal. Por dichas razones la declara 
procedente y señala que corresponde precisar la Sentencia Aspillaga pues, de 
no hacerlo, la sentencia mencionada estaría privando a ACP de su derecho 
legítimo al uso y goce de sus bienes. 

 
Vemos como el Tribunal Constitucional no hace una evaluación completa de la 
procedibilidad de la demanda de amparo. Considero que el Tribunal debió analizar 
la procedencia de acuerdo con lo siguiente: 

 
➢ En primer lugar y en aplicación del art. II y del art. VIII del CPCA28, así como 

del principio de suplencia de queja que otorga al juez el poder-deber de corregir 
o enmendar los errores del demandante29, el Tribunal debió ampliar el petitorio 
de la demanda para que el amparo no fuera solo contra la Sentencia Aspillaga 
si no también contra la Resolución No. 20 y la Resolución No. 27, en la medida 
que dichas resoluciones fueron las que originaron la cancelación del dominio 
de ACP en la partida registral del Inmueble ACP. 
 

➢ En segundo lugar, el Tribunal Constitucional no realizó una correcta 
determinación de la procedencia del amparo. Considero que debió realizar un 
análisis de la procedencia de la demanda, iniciando por determinar si existía o 

 
28 Artículo VIII.- Juez y Derecho 
El órgano jurisdiccional competente debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya sido invocado por las partes o lo haya 
sido erróneamente. 
29 De conformidad con la sentencia recaída en el expediente 00431-2007-PA/TC, el Tribunal considera que, si bien dicho principio no está 
contenido en el CPCA, se trata de un principio implícito de nuestro derecho procesal constitucional derivado del artículo VIII. 
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no una afectación al contenido constitucionalmente protegido de los derechos 
invocados. De acuerdo con el análisis realizado líneas arriba: 

 
i. Existió una afectación al derecho de defensa de ACP con la tramitación del 

Primer Proceso de Amparo y con la emisión de la Sentencia Aspillaga Ello 
se da en la medida que ACP no ejerció su derecho de defensa en dicho 
proceso y era un tercero con legítimo interés. Existen tres posiciones 
iusfundamentales posiblemente vulneradas: 1. El Estado, representado por 
el Juez, tiene la obligación de hacer intervenir a ACP como tercero con 
legítimo interés para ejercer su derecho de defensa en el Primer Proceso 
de Amparo en caso de haber conocido su legítimo interés, 2. Aspillaga 
Hermanos tiene la obligación de no impedir la intervención de ACP como 
tercero con legítimo interés en el Primer Proceso de Amparo para ejercer 
su derecho de defensa mediante el incumplimiento de su deber de buena fe 
y veracidad en su conducta procesal y 3. PEJEZA tiene la obligación de no 
impedir la intervención de ACP como tercero con legítimo interés en el 
Primer Proceso de Amparo para ejercer su derecho de defensa mediante el 
incumplimiento de su deber de buena fe y veracidad en su conducta 
procesal. 

 
ii. Existió una afectación al derecho de propiedad de ACP con la emisión de 

las Resoluciones No. 20 y No. 27 y la inscripción de los actos ordenados en 
las mismas, en la medida que se ordenó la cancelación del dominio de ACP 
en la partida registral de ACP de forma arbitraria, excediendo lo ordenado 
por el tribunal mediante la Sentencia Aspillaga. Existen dos posiciones 
iusfundamentales posiblemente vulneradas: 1. El Estado, representado por 
el Juez, tiene la obligación de no emitir resoluciones en el Primer Proceso 
de Amparo, donde ACP no participó y cuyos derechos no se discutieron, 
que originen una afectación a la oponibilidad del derecho de propiedad del 
Inmueble ACP, y 2. El Estado, representado por el Juez, tiene la obligación 
de no emitir resoluciones en el Primer Proceso de Amparo, donde ACP no 
participó y cuyos derechos no se discutieron, que originen la afectación del 
patrimonio de ACP.  

 
Luego de ello, debió sustentar que el amparo procedía porque no existían 
vías procedimentales para la protección del derecho de defensa de ACP 
(igualmente satisfactorias y específicas) y que, si bien existía una vía 
específica de tutela al derecho de propiedad de ACP correspondiente al 
proceso de conocimiento de mejor derecho de propiedad, no era una vía 
igualmente satisfactoria. Ello en función de (i) el plazo de duración dicho 
proceso (5 a 10 años), tiempo en el cual el dominio de ACP sobre su 
propiedad hubiera seguido cancelado y (ii) las consecuencias graves que 
podría traer mantener dicha cancelación a ACP, ya que parte de su 
patrimonio se vería disminuido y podría seguirse afectando de persistir la 
afectación y se mantendría la vulneración de ser el caso a su derecho de 
oponibilidad. Por tanto, la tutela del derecho de propiedad de ACP requería 
de una tutela urgente que solo puede ser brindada por el amparo.  
 
Finalmente, debió analizar si incurría o no en otra causal de improcedencia 
que pudiera ser materia de cuestionamiento. 

 
➢ En tercer lugar, el Tribunal Constitucional tampoco sustentó correctamente la 

procedencia en específico del amparo contra amparo en el presente caso. 
Dicho colegiado no realizó un análisis en función a las reglas establecidas en 
el precedente vinculante señalado en la sentencia recaída en el expediente 
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No. 04853-2004-PA/TC, sino únicamente se limitó a justificar la inaplicación de 
una de dichas reglas, correspondiente a la improcedencia de un amparo contra 
sentencia del Tribunal Constitucional. Considero que su sustentación debió 
incluir necesariamente lo siguiente:  

 
i. La procedencia en el presente caso de un amparo contra amparo se 

sustenta en que la Sentencia Aspillaga era una resolución estimatoria y 
legítima que ha producido una presunta violación manifiesta del contenido 
constitucionalmente protegido del derecho de defensa, desnaturalizando la 
decisión sobre el fondo, convirtiéndola en inconstitucional, estando 
legitimado ACP como tercero afectado por lo resuelto en el primer amparo 
al no ser emplazado. 

 
ii. Asimismo, si bien el precedente vinculante señala que solo proceden contra 

resoluciones estimatorias, es necesario hacer una precisión al precedente 
para aclarar que también procede contra las resoluciones emitidas por el 
juez en la ejecución de resoluciones estimatorias, las cuales también 
podrían generar vulneraciones a los derechos fundamentales cuando los 
jueces alteren, modifiquen o desnaturalicen la orden emanada de la 
sentencia. En consecuencia, en el presente caso procede contra las 
Resoluciones No. 20 y No. 21 al ser resoluciones que modificaron y 
desnaturalizaron la orden de cumplimiento establecida en la Sentencia 
Aspillaga, las cuales han producido una presunta violación manifiesta del 
contenido constitucionalmente protegido del derecho de propiedad, 
convirtiéndolas en inconstitucionales, estando legitimado ACP como tercero 
afectado por lo resuelto en el primer amparo al no ser emplazado en el 
proceso. 

 
iii. Finalmente, en el presente caso, se debe considerar la inaplicación de la 

regla que establece que no procede una resolución contra sentencia del 
Tribunal Constitucional de forma excepcional. Dicho apartamiento del 
precedente se sustenta en las siguientes razones: 

 
- Al emitir el precedente vinculante, el Tribunal Constitucional ha 

considerado como premisa que toda sentencia emitida por dicho órgano 
está revestida de constitucionalidad, es decir que su actuación siempre 
se ejecuta en tutela y defensa de los derechos fundamentales, por lo que 
no debería, en ningún caso, emitir sentencias que vulneren los mismos. 
Sin embargo, ello no significa que, en circunstancias particulares, el 
tribunal pueda hacerlo. Estos casos siempre deben considerarse como 
atípicos, pero no por ello se debe negar su existencia.  
 

- En el presente caso, la Sentencia Aspillaga se originó como resultado de 
un proceso en el cual ACP no participó como tercero pese a tener 
legítimo interés en el mismo y en su resultado, negándole completamente 
la posibilidad de ejercer su derecho de defensa, existiendo 
presuntamente una mala conducta procesal por parte de ambas partes 
al no convocar a ACP al proceso pese a conocer la existencia de su 
derecho inscrito respecto de parte del bien discutido en el proceso.  
 

- Siendo que el Tribunal confió en que el proceso había sido llevado a cabo 
respetando la tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, procedió 
a emitir sentencia en total desconocimiento que su decisión afectaría, al 
igual que el proceso, el derecho de defensa de ACP.  
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- Por tal motivo, un caso atípico en el cual cabe que el tribunal se aparte 
del precedente vinculante referido es cuando la sentencia de dicho 
órgano origina la vulneración del derecho al debido proceso y el derecho 
de defensa de un tercero con legítimo interés en el primer proceso de 
amparo cuestionado, en tanto no se posibilitó su participación o no fue 
convocado al mismo por las Partes ni por los jueces en primera y 
segunda instancia.  

 
2. ¿Existió una vulneración a los derechos de ACP con la emisión de la 

Sentencia Aspillaga y las Resoluciones No. 20 y 27? 
 

Habiéndose evaluado la procedencia, corresponde ahora evaluar si realmente 
existió una vulneración a los derechos invocados por ACP en la demanda. Si bien 
ya se determinó la afectación del contenido constitucionalmente protegido en 
ambos derechos, es necesario determinar si dicha afectación constituyó una 
violación de los mismos. Ello se realizará de la verificación de los hechos y los 
medios probatorios presentados.  

 
2.1. ¿Existió una vulneración al derecho de defensa de ACP en el Primer 

Proceso de Amparo y con la emisión de la Sentencia Aspillaga? 
 

Al momento de analizar si la afectación del derecho de defensa se refería al 
contenido constitucionalmente protegido se determinaron tres posiciones 
iusfundamentales presuntamente afectadas, por lo cual el análisis se realizará por 
cada una de ellas: 

 
a) Posición Iusfundamental 2: El Estado, representado por el Juez, tiene la 

obligación de hacer intervenir a ACP como tercero con legítimo interés para 
ejercer su derecho de defensa en el Primer Proceso de Amparo en caso de 
haber conocido dicho legítimo interés.  
 
Respecto a dicha posición, se puede verificar que el juez del Trigésimo 
Juzgado Especializado en lo Civil de Lima -correspondiente a la primera 
instancia en el Primer Proceso de Amparo- no convocó a ACP a dicho proceso 
pese a ser un tercero con legítimo interés. Dicho juez tuvo acceso a la partida 
registral de la Matriz INADE en la cual figuraban las independizaciones 
realizadas por INADE a favor de terceros, por lo que al conocer de dicha 
situación y en aplicación del art. 2012 del Código Civil, se establece que 
conocía del interés de dichos terceros en participar del proceso al estar 
discutiéndose derechos sobre el área de la Matriz INADE completa que incluía 
el área independizada a favor de terceros y en tanto la decisión final podría 
afectar su esfera jurídica. Por tanto, al no llamar a ACP al proceso se vulneró 
de forma grave su derecho de defensa.  
 
De conformidad con lo señalado por el Tribunal Constitucional en la sentencia 
recaída en el Expediente No. 00431-2007-PA/TC, Caso Cristina Fabiana 
Rivera Castillo y otros: 
 
“13. El derecho de defensa, enunciado en el artículo 139, inciso 3), de la 
Constitución, garantiza sobre toda persona la facultad de alegar lo que 
convenga a sus derechos e intereses, de modo tal que no pueda ocasionarse 
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en ella un estado de indefensión. En consecuencia, siempre que un acto del 
poder público o un proceso ocasione una intervención en los derechos de la 
persona, es deber de quién corresponda el que ello se ponga en conocimiento 
de esta a efectos de posibilitar que alegue lo que convenga sus intereses. 
 
14. La consideración precedente es especialmente vital cuando de amparo 
contra resoluciones judiciales se trata. En efecto, allí donde el juzgador 
constitucional detecte que lo que eventualmente va a resolver se puede 
generar incidencias sobre la esfera de intereses subjetivos de un tercero ajeno 
a las partes que participan de dicho proceso constitucional, es obligación 
disponer su comparecencia de conformidad con la  previsión contemplada en 
el artículo 43 del Código Procesal Constitucional. De este modo no sólo se 
garantiza el carácter irrestricto el derecho de defensa sino sobre todo el 
carácter justo al que todo proceso, y más aún el de carácter constitucional, 
debe aspirar”.  

 
Por tanto, el hecho que el Juez del Primer Proceso de Amparo no haya 
convocado a ACP y que este no haya tenido posibilidad alguna de hacer valer 
su derecho de defensa como tercero con legítimo interés, habiéndose 
producido con ello resoluciones y la Sentencia Aspillaga, que no tomaron en 
cuenta dicho interés, constituye una vulneración al derecho de defensa de ACP 
en cuanto a esta posición iusfundamental.  

 
b) Posición Iusfundamental 3: Aspillaga Hermanos tiene la obligación de no 

impedir la intervención de ACP como tercero con legítimo interés en el Primer 
Proceso de Amparo para ejercer su derecho de defensa mediante el 
incumplimiento de su deber de buena fe y veracidad en su conducta procesal.  
 
Respecto a dicha posición se puede verificar que Aspillaga Hermanos tuvo 
conocimiento de la transferencia de propiedad de parte del área de PEJEZA a 
ACP. Ello porque, al adjuntar la partida de la Matriz INADE, se evidencia la 
independización de un área en la partida registral del Inmueble ACP y en 
función de la presunción iure et de iure que toda persona tiene conocimiento 
sobre el contenido del registro, Aspillaga Hermanos conocía de la inscripción 
de dominio de ACP. Asimismo, como bien señala el Tribunal Constitucional en 
la Sentencia ACP, en su declaración señaló que no debía convocar al proceso 
a ACP en tanto no fue dicha empresa la que confiscó su propiedad sino 
PEJEZA, lo cual evidenció el conocimiento previo del interés de ACP en el 
proceso. Es así como se puede evidenciar una conducta de mala fe y 
ocultamiento de información relevante a ser tomada en cuenta antes de tomar 
una decisión en el mismo.   
 
Por tanto, el hecho que Aspillaga Hermanos no haya convocado a ACP al 
Primer Proceso de Amparo actuando de mala fe y con ocultamiento de 
información relevante y que ACP no haya tenido posibilidad alguna de hacer 
valer su derecho de defensa como tercero con legítimo interés, habiéndose 
producido con ello resoluciones y la Sentencia Aspillaga que no tomaron en 
cuenta dicho interés, constituye una vulneración al derecho de defensa de ACP 
en cuanto a esta posición iusfundamental.  
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c) Posición Iusfundamental 4: PEJEZA tiene la obligación de no impedir la 
intervención de ACP como tercero con legítimo interés en el Primer Proceso 
de Amparo para ejercer su derecho de defensa mediante el incumplimiento de 
su deber de buena fe y veracidad en su conducta procesal. 
 
Respecto a dicha posición, se evidencia con total certeza el conocimiento de 
PEJEZA de la titularidad de ACP de parte del área cuyo derecho de propiedad 
se discutía en el Primer Proceso de Amparo al ser dicha entidad quien realizó 
la transferencia de propiedad a favor de ACP, por lo que con ello es clara la 
mala fe de PEJEZA al no convocar a ACP y al omitir dicha información en dicho 
proceso.  
 
Por tanto, habiéndose probado dicha acción por parte de PEJEZA y que ACP 
no haya tenido posibilidad alguna de hacer valer su derecho de defensa como 
tercero con legítimo interés, emitiéndose resoluciones y la Sentencia Aspillaga 
que no tomaron en cuenta dicho interés, constituye una vulneración al derecho 
de defensa de ACP en cuanto a esta posición iusfundamental. 

 
En consecuencia, se ha determinado la grave vulneración del derecho de defensa 
de ACP con la tramitación del Primer Proceso de Amparo, así como con la emisión 
de todas las resoluciones generadas en el mismo y la Sentencia Aspillaga, en la 
medida que constituyen pronunciamientos emitidos en un procedimiento irregular 
donde se vulneró dicho derecho fundamental.  

 
2.2. ¿Existió una vulneración al derecho de propiedad de ACP con la 

emisión de las Resoluciones No. 20 y 27? 
 

Asimismo, se analizó con anterioridad si la afectación del derecho de propiedad se 
refería al contenido constitucionalmente protegido y se determinaron dos 
posiciones iusfundamentales afectadas, por lo cual el análisis se realizará por cada 
una de ellas: 

 
a) Posición Iusfundamental 1: El Estado, representado por el Juez, tiene la 

obligación de no emitir resoluciones en el Primer Proceso de Amparo, donde 
ACP no participó y cuyos derechos no se discutieron, que originen una 
afectación a la oponibilidad del derecho de propiedad del Inmueble ACP. 

 
Respecto a dicha posición, se puede verificar que dos jueces del 33° Juzgado 
en la etapa de ejecución emitieron las siguientes resoluciones que atentaron 
contra la oponibilidad del derecho de propiedad de ACP: 

 
- La Resolución No. 20 que ordenó cumplir lo ejecutoriado y que -indica el 

juez estando a los términos de la Sentencia Aspillaga- ordenó se cursen 
partes a la Oficina Registral de Chiclayo para que dejen sin efecto las 
inscripciones de dominio realizadas por INADE a través de PEJEZA, 
correspondientes a los asientos 1 y 2 de fojas 55 – 56 del Tomo 391, Ficha 
No. 16943 y Ficha No. 43826 del Registro de Propiedad Inmueble de 
Chiclayo. Ordena, asimismo, se acompañe el plano de sobreposición de 
áreas afectadas a la demandante visada por el PETT.  
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- La Resolución No. 27, que aclaró la Resolución No. 20 y ordenó que se 
efectuará la cancelación de todas las partidas independizadas de la partida 
registral de la Matriz INADE, antes o después de la anotación de la demanda 
del Primer Proceso de Amparo. Dicha resolución se origina como resultado 
de la observación realizada y el oficio enviado por el registrador público a 
cargo de la inscripción del título que contenía la Resolución No. 20 en la 
cual se advierte que existían terceros de buena fe registrales sobre los 
cuales la Sentencia Aspillaga no se pronuncia.  

 
Vemos como, de forma arbitraria, los jueces que emiten estas dos resoluciones 
amplían y desnaturalizan lo resuelto por el Tribunal Constitucional en la 
Sentencia Aspillaga. Dicho colegiado únicamente ordenó que se cancele el 
dominio de INADE en la partida registral de la Matriz Inicial INADE. En ninguna 
parte de la Sentencia Aspillaga, el Tribunal ordena la cancelación de dominio 
de terceros sobre las partidas independizadas ni tampoco ordena la inscripción 
de ningún plano de “sobreposición” de áreas. Este hecho origina que Registros 
Públicos inscriba el asiento de cancelación de dominio de ACP en la partida 
del Inmueble ACP y la inscripción de una rectificación de área en dicha partida, 
reduciéndose el área inscrita a un área remanente dividida en dos secciones 
de 61.480 has y 118.0485 has.  
 
La emisión de dichas resoluciones y las inscripciones originadas de su 
cumplimiento ocasionaron que se vulnere el derecho de ACP a hacer oponible 
su titularidad sobre el Inmueble ACP, siendo un tercero de buena fe al cual no 
le debió afectar la cancelación del dominio de INADE en la partida de la Matriz 
Inicial INADE. Por tanto, la decisión tomada por el juez, en la fase de ejecución 
de sentencia, de ordenar la cancelación del dominio de la partida de ACP no 
tenía sustento. El asiento de cancelación de dominio siempre será un elemento 
conexo a una decisión judicial, arbitral o de una autoridad administrativa que 
tenga dicha competencia, la cual determine la extinción del derecho de 
propiedad. No es posible su inscripción sin tener un correlato con un hecho 
jurídico que extinga la titularidad del dominio. Como señala Gonzales Barrón, 
la publicidad no tiene vida propia, sino que siempre refiere a un hecho sin el 
cual la misma no existe por lo que la inscripción no estaría creando una nueva 
situación jurídica distinta, lo que significa que no puede originar por si sola un 
hecho que no existe. Precisa que los derechos no vienen extraídos de su causa 
ni subsisten a la misma por lo que no cabe la posibilidad que existan 
inscripciones vaciadas de contenido (Gonzales Barrón 2019: 181). 
 
Como se evidencia, el juez no tenía sustento jurídico que fuera base para 
ordenar la cancelación del dominio de ACP; sin embargo, al provenir de una 
orden judicial, el Registro tuvo que proceder a su inscripción, en cumplimiento 
del art. 4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que ordena a las autoridades a 
acatar el cumplimiento de resoluciones judiciales. Adicionalmente, el juez al 
emitir la Resolución No. 27 conocía de la existencia de los terceros de buena 
fe a los cuales dicha orden afectaría puesto que había sido advertido por el 
registrador público durante la calificación del título, lo cual evidencia total 
arbitrariedad en su actuación.  
 
Habiéndose determinado que, en los hechos, existió un accionar judicial sin 
sustento que vulneró el derecho de ACP a hacer oponible su derecho de 
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propiedad con la cancelación de su dominio registral, es necesario analizar en 
qué consiste dicha vulneración y la importancia de restituir dicho derecho. Al 
respecto, el Tribunal Constitucionalidad ha señalado, de conformidad con la 
sentencia recaída en el expediente No. 0016-2002-AI-TC, que aquellos que 
cuentan con un título de propiedad registrado tienen una especial ventaja sobre 
aquellos que no lo tienen. Esto, señala, se traduce en facultades de tipo 
económica, ya que tienen un derecho de propiedad oponible erga omnes, por 
lo cual será más difícil poder despojarles por causa injusta de la misma y tienen 
más posibilidades de ser sujetos de crédito, por decir una de las tantas 
ventajas.   

 
Si bien pareciera que el Tribunal señalara que solo aquellos que cuentan con 
un título inscrito tienen un derecho de propiedad oponible erga omnes, no es 
correcta dicha interpretación ya que dicha condición es propia del derecho de 
propiedad de toda persona, se encuentre o no inscrito su dominio. Sin 
embargo, no se puede negar que la publicidad originada por el Registro Público 
otorga un conocimiento de forma general y absoluta, eliminando la posibilidad 
que cualquier tercero alegue el desconocimiento de la titularidad inscrita, así 
como evita ciertos castigos legales que impone la ley en caso de controversia 
entre dos o más derechos alegados sobre un mismo bien. El Registro Público 
es el mecanismo creado por el Estado para poder publicitar derechos y que 
todos estén vinculados a dicho conocimiento público sea que hayan adquirido 
el mismo o no. Por su parte, Gonzales Barrón considera que la función de dicho 
registro es contar con una prueba fehaciente del derecho de propiedad y 
proteger el mismo en caso de conflicto de títulos ya que un título se reputa 
fiable salvo prueba en contrario (2019: 124). Por otro lado, Pasco Arauco 
señala que la publicidad registral en el Perú es de tipo necesaria-facultativa, 
en tanto si bien las mutaciones jurídico-reales se realizan fuera del registro, 
adquiriendo plena oponibilidad y vinculación frente terceros, ello no desmerece 
las ventajas que genera que dichas mutaciones accedan al Registro ya que 
con ello se elimina la posibilidad de confrontación con aquel que adquiera un 
derecho incompatible respecto del mismo bien que genere desventajas, crea  
una suerte de protección frente a las restricciones, cargas, gravámenes y todo 
tipo de afectación constituida previamente sobre el bien, haciéndolas 
inoponibles y corrige los vicios del acto de adquisición del propio transferente 
(Pasco: 33-36). 
 
Si bien concuerdo en forma genérica con lo indicado por dicho autor y lo 
señalado por el Tribunal Constitucional anteriormente, no comulgo con la idea 
que el Registro genere “ventajas” sino más bien considero que genera 
consecuencias en la esfera jurídica de quien inscribe su propiedad en el 
registro. Por un lado, el titular del derecho de propiedad con un título inscrito 
adquiere una presunción de conocimiento pleno de su derecho por parte de 
todos, y adicionalmente, el titular del derecho adquiere una posición jurídica 
que resulta amparada en caso cualquier tercero pretenda alegar un mejor 
derecho que el suyo. El hecho que en Perú el registro sea facultativo no 
significa que las inscripciones generen ventajas sino realmente constituyen 
una garantía para el propietario del conocimiento absoluto de su titularidad 
frente a los demás y dándole protección a la misma. En ese sentido, despojar 
a ACP de la inscripción de inscripción de dominio, afectó a la oponibilidad de 
su derecho en tanto ya no podría oponer el conocimiento de terceros absoluto 
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que le concede la ley y, al no estar inscrito su título, no gozaría de la protección 
que da el Código Civil a los derechos inscritos frente a un conflicto con otro 
derecho o interés.  
 
Siendo ello así, al haberse emitido las Resoluciones No. 20 y 27 y cancelado 
el dominio de ACP en la partida del Inmueble ACP sin ningún sustento legal 
que ampare tal decisión, se le privó de mantener incólume la oponibilidad de 
su derecho de propiedad.   

 
b) Posición Iusfundamental 2: El Estado, representado por los jueces, tienen la 

obligación de no emitir resoluciones en el Primer Proceso de Amparo, donde 
ACP no participó y cuyos derechos no se discutieron, que originen la afectación 
del patrimonio de ACP.  

 
Respecto a dicha posición, es necesario determinar si la emisión de las 
Resoluciones No. 20 y No. 27 y la inscripción de la cancelación del asiento 
donde consta inscrita la titularidad de ACP en la partida registral del Inmueble 
ACP, así como la inscripción de una rectificación del área del mismo, que 
publicitó una reducción del área inscrita a un área remanente compuesta por 
dos secciones de 61.480 has y 118.0485 has, realmente generó un detrimento 
del patrimonio de ACP. Sobre ello se puede evidenciar lo siguiente: 

 
- El Inmueble ACP es un inmueble donde dicha empresa ha venido 

desarrollando un negocio de gran envergadura el cual adquirió en el marco 
de una subasta pública del Estado con fines de fomento de la inversión 
privada. Como ha indicado ACP, al momento de la compra de dicho bien, 
el valor del mismo no era el valor que tuvo cuando se produjo la 
cancelación de su dominio, ya que, a dicho momento, ACP ya había 
invertido grandes capitales en el desarrollo de dicho negocio y en hacer 
productivas las tierras ahí ubicadas.  
 

- Es posible que la emisión de la Resolución No. 20 y 27, así como la 
cancelación del dominio de ACP y la rectificación de área, haya originado 
un impacto negativo en el valor del Inmueble ACP en la medida que uno 
de los criterios que se utilizan para calcular el valor de mercado de un bien 
inmueble está relacionado con su situación legal o como popularmente 
indican: si el bien se encuentra o no “saneado”. Si bien ACP mantenía su 
titularidad, la misma no se encontraba inscrita, lo cual podría originar un 
castigo en el valor de mercado o en el precio, en caso de venta.  
  

- Por su parte, por el tipo de negocio que ACP desarrollaba en el inmueble, 
es posible que haya requerido captar financiamientos de bancos 
nacionales e internacionales, pudiendo originar la cancelación de su 
titularidad en el registro, que no se le concedan hasta que se reponga su 
inscripción de dominio, o en caso ya tuvieran un préstamo,  la aceleración 
del mismo, en la medida que dichos contratos tienen cláusulas de 
regulación de situaciones de incumplimiento y pudiendo generar que la 
entidad bancaria inclusive ejecute cualquier garantía existente. En el peor 
de los casos, podría originarse que la empresa caiga en un problema de 
liquidez que origine hasta la quiebra de esta.   
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- Sin embargo, de la lectura de la demanda, ACP no ha señalado ni 
adjuntado prueba alguna que demuestre la existencia de una afectación 
de este tipo a su patrimonio. Si bien se puede ver que sí es posible que se 
haya generado una vulneración, para determinar la misma deben existir 
en el proceso de amparo medios probatorios suficientes y determinantes 
que evidencien tal vulneración. 
Por lo mencionado, no se ha comprobado la vulneración del derecho de 
propiedad en esta posición iusfundamental.  

2.3. ¿Fue correcta la decisión del Tribunal Constitucional de precisar los 
efectos de la Sentencia Aspillaga mediante la emisión de la Sentencia 
ACP o declarar la nulidad de la misma? 

 
Habiéndose evaluado la procedencia de la demanda de amparo interpuesta por 
ACP, así como la vulneración de sus derechos fundamentales señalados, 
corresponde analizar cuál debería ser la decisión que tome el operador jurídico en 
el presente caso para lograr el cese de la afectación.   
 
Partamos de la premisa, que (i) la vulneración del derecho de defensa de ACP se 
dio con la emisión de la Sentencia Aspillaga y todos los actos procesales emitidos 
en el Primer Proceso de Amparo, y (ii) la vulneración del derecho de propiedad se 
dio con la emisión de las Resoluciones No. 20 y 27 cuyo cumplimiento tuvo como 
consecuencia la cancelación del dominio de ACP sobre el Inmueble ACP. Al 
tratarse de una demanda de amparo, será de aplicación lo señalado en el art. 55 
del CPCA30. De conformidad con dicho artículo, se establece la posibilidad que la 
decisión que el juez o el tribunal tome en un proceso de amparo contenga “alguno 
o algunos de los pronunciamientos enumerados en el mismo”, no obligando al juez 
o tribunal que decida a una única posibilidad de actuación, otorgándole cierta 
discrecionalidad adicional para aplicar el derecho en cada caso en concreto. 
 
Sin embargo y en tanto el fin del proceso constitucional es el cese de la afectación 
a los derechos vulnerados, considero que la decisión resolutiva principalmente 
debería enfocarse en ello. En el presente caso se deberá efectuar la reposición de 
las cosas al momento anterior a la afectación del derecho de defensa y del derecho 
de propiedad de ACP, lo cual exige retrotraer el Primer Proceso de Amparo iniciado 
por Aspillaga Hermanos al momento en que se planteó la demanda por parte de la 
citada empresa, debiendo incorporarse a la relación procesal a ACP a efectos de 
que ejerza de manera plena e irrestricta su derecho de defensa. En el presente 
caso, ello se podría lograr declarando la nulidad de la Sentencia Aspillaga y de las 
Resoluciones No. 20 y 27, así como la nulidad del asiento de cancelación del 
dominio de ACP en la partida registral del Inmueble ACP, ordenando la tramitación 

 
30 “Artículo 55.- Contenido de la Sentencia fundada 

 
La sentencia que declara fundada la demanda de amparo contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes: 
1) Identificación del derecho constitucional vulnerado o amenazado; 
2) Declaración de nulidad de decisión, acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos constitucionales protegidos con 
determinación, en su caso, de la extensión de sus efectos; 
3) Restitución o restablecimiento del agraviado en el pleno goce de sus derechos constitucionales ordenando que las cosas vuelvan al estado en 
que se encontraban antes de la violación; 
4) Orden y definición precisa de la conducta a cumplir con el fin de hacer efectiva la sentencia. 
En todo caso, el Juez establecerá los demás efectos de la sentencia para el caso concreto.” 
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de un nuevo proceso de amparo donde ACP intervenga. Sin embargo, veamos si 
efectivamente esa es la decisión adecuada y amparada en derecho.  
 
De conformidad con lo indicado por el Tribunal Constitucional mediante sentencia 
recaída en el Expediente No. 00294-2009-PA/TC, “la declaración de nulidad de un 
acto procesal requiere de la presencia de un vicio relevante (principio de 
trascendencia) que incida gravemente, en el desarrollo del proceso. No obstante, 
también es posible que la nulidad no se declare cuando se dé la posibilidad de 
subsanación (principio de convalidación) sin que se afecte el proceso” (citado en 
Livia 2012:36).  Asimismo, el Tribunal señaló algunos criterios para la aplicación de 
la nulidad en los procesos Constitucionales, señalando lo siguiente:  

 
(i) La nulidad de los actos procesales no se justifica en la simple voluntad de 

la ley.  
(ii) Sólo puede aplicarse cuando se encuentren comprometidos, con su 

inobservancia, derechos, principios o valores constitucionales. 
(iii) El establecimiento de determinadas formalidades cuya inobservancia traen 

consigo la nulidad se justifica en bienes constitucionalmente protegidos 
(citado en Livia 2012: 36). 

  
Como vemos, en el presente caso, la aplicación de la nulidad de las mencionadas 
resoluciones se justifica efectivamente por la violación grave del derecho de 
defensa y del derecho de propiedad de ACP. No obstante, cabe preguntarse si 
existe la posibilidad que, al tomarse la decisión, no se opte por la nulidad, sino que 
exista la posibilidad de pronunciarse sobre el fondo del primer proceso de amparo 
que, de igual forma, restituya la vigencia de los derechos vulnerados. Al respecto, 
el CPCA no posibilita de dicha facultad al juez constitucional de forma expresa. Sin 
embargo, indica lo siguiente respecto del Tribunal Constitucional:  

 
“Artículo 20.- Pronunciamiento del Tribunal Constitucional 
Dentro de un plazo máximo de veinte días tratándose de las resoluciones denegatorias de los procesos 
de hábeas corpus, y treinta cuando se trata de los procesos de amparo, hábeas data y de cumplimiento, 
el Tribunal Constitucional se pronunciará sobre el recurso interpuesto. 
Si el Tribunal considera que la resolución impugnada ha sido expedida incurriéndose en un vicio del 
proceso que ha afectado el sentido de la decisión, la anulará y ordenará se reponga el trámite al estado 
inmediato anterior a la ocurrencia del vicio. Sin embargo, si el vicio incurrido sólo alcanza a la resolución 
impugnada, el Tribunal la revoca y procede a pronunciarse sobre el fondo.” 

 
El sentido de dicha disposición sería que, si existe un vicio en el proceso que 
cambie el sentido de la decisión señalada en la resolución materia de amparo, no 
cabe más que declarar su nulidad. Sin embargo, si el vicio únicamente se encuentra 
en la decisión más no en el proceso, la revoca y procede a corregirlo, teniendo ello 
todo el sentido porque se evita dilaciones indebidas de la restitución de la legalidad 
de la situación. Sin perjuicio de ello, el Tribunal Constitucional ha tomado una 
posición de privilegiar una tutela de urgencia en aquellos casos donde ciertos 
derechos o bienes jurídicos de relevancia constitucional se podrán ver 
comprometidos de forma irreparable en caso se asuma una posición 
excesivamente dilatoria por lo cual opta por pronunciarse sobre el fondo de la 
controversia pese a darse un quebrantamiento de forma (citado en Livia 2012:36). 
Asimismo, el Tribunal Constitucional ha establecido de manera enunciativa 
supuestos y criterios que deben tenerse presente para dicha posibilidad:  
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(i) Cuando existen medios probatorios idóneos, suficientes y eficaces que sean 
de actuación inmediata, instantánea y autosuficiente, y no se requiera la 
actuación de medios probatorios complejos. 

(ii) No debe afectarse los derechos de la parte contraria, ya que ésta, al no 
haber contestado la demanda, podría quedar en estado de indefensión ante 
una sentencia adversa. 

(iii) Debe evaluarse los posibles perjuicios que podrían generarse al recurrente 
por la demora en un pronunciamiento sobre el fondo. 

(iv) El demandado, por lo menos, debe haberse apersonado al proceso y 
contestado la demanda. 

(v) Cuándo exista un precedente vinculante del tribunal que haya condenado 
como lesiva la acción u omisión cuestionada en la demanda o cuando el 
acto cuestionado como lesivo haya sido previamente aplicado vía control 
difuso por el Tribunal, siempre que se presente los mismos supuestos (juicio 
de relevancia) para su inaplicación (citado en Livia 2012:36-37). 
 

Si bien no son criterios fijos o vinculantes, constituyen una guía para el análisis de 
cuándo es posible que el Tribunal entre a decidir sobre el fondo del asunto del 
primer amparo cuestionado. En el presente caso considero que el Tribunal 
Constitucional podría entrar a pronunciarse sobre el fondo del asunto controvertido 
en el Primer Proceso de Amparo ya que fue dicho colegiado quien decidió en el 
mismo y emitió las resoluciones materia de cuestionamiento. Sin embargo, 
considero cuestionable que el Tribunal se aparte de la consecuencia lógica de 
declarar la nulidad en el presente caso y entre a decidir sobre el fondo de la 
controversia en la medida que la naturaleza del recurso de agravio constitucional 
no genera la posibilidad de una tutela efectiva del derecho de defensa de aquellos 
a los cuales se cuestiona. Si bien podrían presentar alegatos y participar en la 
audiencia, no es un proceso que permita la defensa efectiva de los mismos. 
Asimismo, en el presente caso, con la nulidad de la Sentencia Aspillaga, así como 
la nulidad de las Resoluciones No. 20 y 27 y la nulidad del asiento que cancelaba 
el dominio de ACP se reestablece el derecho de defensa y de propiedad de ACP 
por lo que el reinicio del Primer Proceso de Amparo siendo que no se requiere un 
pronunciamiento de fondo para dicho restablecimiento. Asimismo, es cuestionable 
que existan medios probatorios suficientes para sustentar una decisión de fondo 
sobre todo cuando lo que se tiene que resolver con la intervención de ACP no es 
solo el reconocimiento de su derecho como tercero de buena fe registral sino 
también dilucidar en dicho caso como se resolverá de cara a la subsanación de la 
vulneración del derecho de propiedad de Aspillaga Hermanos y de cara a cómo 
quedarán inscritos los derechos reconocidos. En consecuencia, y tomando una 
posición conservadora considero que se debe optar por la nulidad y retrotraer el 
Primer Proceso de Amparo a la interposición de la demanda por parte de Aspillaga 
Hermanos, convocando a ACP como tercero con legítimo interés. 

Finalmente, es necesario analizar si el Tribunal puede declarar la nulidad de sus 
sentencias y si en el presente caso ello atentaría contra el principio de cosa juzgada 
y la seguridad jurídica. El art. 121 del CPCA señala que contra las sentencias de 
dicho órgano no cabe impugnación alguna; sin embargo, en los dos días siguientes, 
desde su notificación o publicación, puede de oficio o a instancia de parte, aclarar 
algún concepto o subsanar cualquier error material u omisión en que hubiese 
incurrido.  
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No obstante el carácter inimpugnable proscrito por el CPCA, considero necesario 
que dicha norma sea leída juntamente con la Constitución, la cual, como he 
reiterado a lo largo del presente informe, no convalida la legitimidad de decisiones 
judiciales inconstitucionales y permite que el amparo pueda efectuarse contra 
cualquier resolución expedida en un proceso irregular. Por ello, es posible que, 
en ciertos casos, que sean la excepción a la regla, se pueda declarar la nulidad 
de las resoluciones del Tribunal Constitucional. Para ello, es necesario que se 
delimiten criterios preestablecidos para que dicho órgano pueda optar por dicha 
vía. Al respecto, Espinosa-Saldaña postula algunos criterios que considera que 
cualquier Tribunal debería observar de modo excepcional para declarar la nulidad 
de sus propias resoluciones, siendo que podría ser aplicada en los siguientes 
casos: (i) existan vicios graves en el procedimiento tanto a nivel formal como 
constitutivo para una resolución válida como por ejemplo vicios que afecten de 
forma manifiesta el derecho a la defensa, (ii) existan vicios graves o errores en la 
motivación, que de forma enunciativa podrían referirse al conocimiento probatorio, 
coherencia narrativa, consistencia normativa o congruencia con el objeto de 
discusión y errores de mandato, que trasgredan competencias constitucionales, 
destinados a terceros que no intervienen en el proceso, entre otros, o (iii) existan 
vicios sustantivos contra el orden jurídico-constitucional en sentido estricto, como 
por ejemplo la contravención de precedentes constitucionales o doctrina 
vinculante o cuando se transgreda, de forma manifiesta e injustificada, bienes, 
competencias o atribuciones reconocidas en la Constitución (Espinosa-Saldaña 
2016: 56-57). 

 
Ahora, respecto a la infracción del principio de cosa juzgada el propio Tribunal 
Constitucional se ha pronunciado en su sentencia recaída en el Expediente No. 
00431-2007-PA/TC, cuando indica que las resoluciones judiciales adquieren el 
atributo de cosa juzgada únicamente si constituyen resoluciones válidas. En 
consecuencia, si una resolución no lo es, obviamente, no tienen el atributo de 
cosa juzgada; por lo cual, la declaración de su invalidez no afecta la cosa juzgada 
simplemente porque la misma no existe. Asimismo, dicho colegiado señala que 
una resolución judicial es válida -entre otros aspectos- siempre que provenga de 
un proceso en el que han observado de forma absoluta el derecho al debido 
proceso y aquellos que lo componen, como el caso del derecho de defensa 
(conditio sine quanon de su validez). Por lo cual, si ello no se ha cumplido, el 
proceso y las resoluciones expedidas dentro del mismo configuran actos nulos, y 
por ello, en resoluciones inválidas.   
 
Como bien señala el Tribunal y como analizamos anteriormente, no es posible 
admitir la calidad de cosa juzgada a aquellos casos donde la resolución fue 
emitida con infracción al debido proceso y del derecho de defensa por lo que no 
atenta contra el mencionado principio. Por otro lado, dicha nulidad tampoco 
atentaría contra la seguridad jurídica. Como bien señala Espinosa Saldaña, no es 
correcto considerar que la protección de resoluciones que van contra el orden 
constitucional cubra la idea de predictibilidad que forma parte del mandato de 
seguridad jurídica, ya que no puede existir dicha seguridad basada en sustentos 
antijurídicos. Para dicho autor, es mejor tener en consideración que toda decisión 
antijurídica es contraria a dicho principio por lo que se cae en una inconsistencia 
cuando se pretende santificar las decisiones judiciales contrarias al derecho en 
nombre de la seguridad jurídica, ya que de hacerlo lo que se garantizaría, no es 
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dicho principio sino la arbitrariedad, el fraude o la injusticia como formas de 
resolución judicial (Espinosa-Saldaña 2016: 48). 
 
Una resolución contraria al orden jurídico constitucional por sí misma atenta 
contra el principio de seguridad jurídica en la medida que tal principio requiere 
que a ninguna persona se le generen consecuencias jurídicas de forma arbitraria 
y mediante procesos que no respetaron sus derechos fundamentales.  
 
Por todo lo mencionado, considero que la decisión del Tribunal debió ser declarar 
las nulidades mencionadas y retrotraer el proceso a su inicio ordenando incluir a 
ACP como tercero con interés legítimo. Sin embargo, el Tribunal Constitucional 
optó por “aclarar” la Sentencia Aspillaga. Al respecto, considero necesario que, 
para cerrar el análisis del presente problema secundario, se analice la posibilidad 
que dicho colegiado aclare sus sentencias. De conformidad con lo establecido en 
el artículo 121 del CPCA mencionado anteriormente, el tribunal puede aclarar 
algún concepto o subsanar cualquier error material u omisión en que hubiese 
incurrido. Adicional a ello, y de forma complementaria, se podría aplicar lo 
indicado en el art. 406 del Código Procesal Civil que señala que el juez no podrá 
alterar las resoluciones luego de notificadas, salvo en el caso que, de oficio o a 
pedido de parte, se aclare algún concepto oscuro o dudoso expresado en la parte 
decisoria o que influya en ella, antes que la resolución cause ejecutoria. Sin 
embargo, dicho artículo establece expresamente que la aclaración no puede 
alterar el contenido de la decisión.  

 
Asimismo, de conformidad con lo mencionado por López sobre dicha regulación, 
una vez expedida una sentencia en no cabe ninguna impugnación, sólo procede 
solicitar la aclaración o subsanación de esta, las cuales deben versar sobre 
aspectos accesorios, secundarios, circunstanciales, sobre la decisión mas no 
esenciales como podría ser la alegación del existencia o no de la vulneración de 
un derecho constitucional, lo cual ya se ha evaluado con la sentencia, no siendo 
posible retroceder ni cambiar la decisión emitida (López 2012: 46). 
 
Vemos que, en principio, la regulación procesal y la doctrina señalan que el 
Tribunal Constitucional puede aclarar sus sentencias solo dentro del plazo de dos 
días de notificada y únicamente para aclarar conceptos o subsanar errores u 
omisiones siempre que no afecte el contenido esencial de su decisión. En el 
presente caso, no ha existido un error u omisión o concepto oscuro o dudoso que 
haya tenido que ser aclarado a pedido de parte o de oficio, si no se trata de evaluar 
si se afectó un derecho constitucional con la emisión de la propia sentencia. Sin 
embargo, pese a estar impedido formalmente de hacerlo, dicho colegiado ha 
emitido algunas resoluciones aclaratorias que se alejan de la idea de aclarar sino 
más bien constituyen correcciones a su decisión, cambios de criterio o 
ampliaciones de sus decisiones. Señala Neyra que “(…) puede constarse 
entonces como el Tribunal Constitucional peruano ha empleado, en algunos 
casos, sus resoluciones aclaratorias como mecanismos para regular los alcances 
de sus sentencias e incorporar argumentos de precisión y de eventual respuesta 
a las críticas y cuestionamientos de decisiones iniciales. Además, de 
desnaturalizar la figura de la aclaración, parece también tratarse de una velada 
forma de corrección de vicios o errores, sin justificar de manera suficiente aquellas 
razones que han derivado en dicho cambio de criterio lo que no se coincide con 
la posibilidad de control de las decisiones (al menos de la crítica ciudadana), que 
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subyace a las decisiones de todo órgano público en un estado constitucional” 
(Neyra 2012:59). Si bien considero posible que el Tribunal pueda aclarar sus 
sentencias, este mecanismo no debe ser optado en la decisión que se tome en 
un proceso de amparo que cuestione una resolución que es ilegítima e 
inconstitucional.   
 
En consecuencia, no cabría la posibilidad que el proceso resuelva una aclaración 
de la Sentencia Aspillaga, más aún cuando es una resolución que se emitió en 
otro proceso constitucional distinto al tramitado.  

 
2.4. Toma de posición del segundo problema jurídico: 

 
Luego del análisis efectuado, mi posición respecto al caso es que existió una 
vulneración grave al derecho de defensa de ACP con la emisión de la Sentencia 
Aspillaga y todos los actos procesales en el Primer Proceso de Amparo, así como 
existió una vulneración al derecho de propiedad de ACP con la emisión de la 
Resolución No. 20 y 27, y la consecuente inscripción del asiento de cancelación del 
dominio de ACP en la Partida del Inmueble. Estoy en desacuerdo con la decisión 
del juez del Primer Juzgado Especializado en lo Constitucional de Lima y con la 
decisión del juez de la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima 
que declaran la improcedencia de la demanda y no se pronuncian sobre la 
afectación ilegítima de ambos derechos. Adicionalmente, si bien estoy de acuerdo 
con la decisión tomada por el Tribunal Constitucional de declarar fundada la 
demanda, no estoy de acuerdo con el sustento ni el análisis realizado por dicho 
colegiado para declararla fundada (sustento que se encuentra plasmado en la 
Sentencia ACP). Finalmente, no estoy de acuerdo en la decisión tomada por el 
Tribunal Constitucional al resolver el proceso, consistente en aclarar la Sentencia 
Aspillaga. A continuación, el sustento de mi posición: 

 
a) Al emitir la Sentencia ACP, el Tribunal no hace un análisis sobre la vulneración 

del derecho de defensa de ACP con la emisión de la Sentencia Aspillaga y los 
actos procesales del primer proceso de amparo, que es el único sustento que 
permitiría declarar fundada la demanda. Como analizamos con anterioridad, 
se comprobó que el derecho de defensa de ACP fue vulnerado por el Juez de 
primera instancia y por las Partes en el Primer Proceso de Amparo al no 
convocar a ACP a participar del mismo como tercero con legítimo interés.  
 

b) Adicionalmente, siendo que el Tribunal no hizo una correcta y completa 
evaluación de la procedencia ni tampoco realizó una correcta evaluación de 
los hechos, no amplió el petitorio de la demanda y no hizo un análisis sobre la 
vulneración del derecho de propiedad de ACP con la emisión de las 
Resoluciones No. 20 y 27, y la cancelación del dominio de ACP en la partida 
registral del Inmueble ACP. Como hemos señalado, se evidencia que ACP 
sufrió la vulneración de su derecho de propiedad en tanto al cancelar la 
inscripción de su dominio registral sobre el Inmueble ACP se afectó la 
oponibilidad de su derecho de propiedad en dos sentidos: (i) no puede oponer 
el pleno e indiscutible conocimiento de su titularidad que otorga la publicidad 
del registro frente a los terceros por disposición legal y (ii) siendo que su título 
ya no está inscrito sufriría de las consecuencias legales que ello acarrea 
establecidas en el Código Civil y no por decisión propia sino por una decisión 
arbitraria en un juicio en el cual no fue parte.  
 

c) En la Sentencia ACP, el Tribunal señala que dicho órgano, en el momento de 
la emisión de la misma, no tuvo conocimiento que la propietaria de los terrenos 
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cuestionados era ACP, por lo cual correspondía precisar los efectos de la 
sentencia tomando en consideración dicho hecho y que la misma fue estimada 
porque se comprobó que se había vulnerado el derecho de propiedad privada 
de Aspillaga Hermanos. Luego de ello, señala que, si bien la demanda fue 
rechazada liminarmente, el derecho de las partes se encontró garantizado por 
cuanto fueron notificadas con los actos del proceso y presentaron alegatos, así 
como participaron en la audiencia del proceso por lo que deciden emitir 
pronunciamiento de fondo.  
 
Con ello, se evidencia que mediante dicha sentencia lo que realiza el Tribunal 
Constitucional realmente es una corrección de la Sentencia Aspillaga. Para 
ello, procede a precisar las solución de tutela del derecho de propiedad de 
privados frente a confiscaciones del Estado, incluyendo una regla adicional a 
la señalada en la Sentencia Aspillaga: si la propiedad confiscada por una 
norma con rango de ley ha sido transferida por el Estado a un tercero de buena 
fe y a título oneroso, la sentencia estimativa ordenará al Estado que inicie el 
procedimiento de expropiación para que le abone al propietario que sufrió la 
confiscación una indemnización justipreciada por la propiedad confiscada, 
pues ordenar la restitución de la propiedad conllevaría que se le prohíba al 
tercero de buena fe de su derecho legítimo al uso y goce de la propiedad 
privada, lo cual afectaría también el principio de seguridad jurídica. Por otro 
lado, el Tribunal indica que, en estos casos, le corresponde al juez que conoce 
la demanda de amparo evaluar quién es el titular de la propiedad confiscada si 
el Estado o el tercero de buena fe a fin de que la resuelva aplicando la solución 
adecuada y/o aplique el principio iura novit curia cuando la solución no se 
subsuma en el supuesto de hecho señalado. Finalmente determina en el 
análisis del caso en concreto que ACP es un tercero de buena fe de forma 
indirecta y poco precisa31 ordenando que se inicie un procedimiento de 
expropiación y se le pague a Aspillaga Hermanos en un plazo de 4 meses una 
indemnización justipreciada por el área confiscada, así como se mantengan 
las inscripciones de INADE en la parte adquirida por ACP.  
 
Si bien no concuerdo con el camino optado por el Tribunal para resolver el 
presente caso, aún si estuviera de acuerdo con el mismo, considero que la 
evaluación de fondo no consideró el hecho que se estaba decidiendo respecto 
a un terreno inscrito con duplicidad de partidas (punto sobre el que no se 
pronunció en el Tribunal por desconocimiento en el primero Proceso de 
Amparo), por lo que decidir sobre el fondo requería necesariamente que se 
pronuncie respecto a la misma y cómo deberían establecerse los derechos de 
cada quien en el Registro Público.  
 

d) Considero que el Tribunal Constitucional comete un error al no sustentar 
correctamente la violación a los derechos fundamentales de ACP que son la 
esencia medular del proceso de amparo y avocarse a corregir una sentencia 
materia de otro proceso. Considero que el Tribunal debió declarar la nulidad 
de la Sentencia Aspillaga y de las Resoluciones No. 20 y 27, así como la 
nulidad del asiento de cancelación del dominio de ACP en la partida registral 
del Inmueble ACP, ordenando la tramitación de un nuevo proceso de amparo 
donde ACP intervenga, tomando como sustento la comprobada vulneración de 
los derechos de defensa y propiedad. Con dicha decisión, lograba la finalidad 
del proceso que es cesar la vulneración de los derechos, es decir su 

 
31 En el numeral 5 de la Sentencia ACP hace una afirmación inexacta ya que indica que, antes de la interposición de la demanda, el propietario 
del Fundo La Otra Banda era ACP lo cual no es correcto ya que ACP era titular del predio Pampas de Mocupe que se encontraba superpuesto a 
nivel gráfico con dicho fundo de forma parcial. Considero que ello debió ser explicado y sustentar porque ACP es un tercero de buena fe.  
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restablecimiento. Por su parte, considero que no se cumplían con los 
presupuestos procesales necesarios para que el Tribunal pueda entrar a 
pronunciarse sobre el fondo del Primer Proceso de Amparo.  

 
3. ¿La tutela jurídica del derecho a la propiedad privada frente a una 

expropiación inconstitucional sobre un inmueble es irrestricta o puede estar 
limitada por la tutela de la propiedad de terceros de buena fe y a título oneroso 
que hubieren adquirido el mismo? 
 

Finalmente, más allá de la evaluación sobre la forma como se resolvió el caso, 
considero necesaria hacer una evaluación sobre lo decidido por el Tribunal en su 
sentencia respecto a la necesidad de tutelar el derecho de propiedad de los terceros de 
buena fe y a título oneroso que hayan adquirido predios del Estado, predios que a su 
vez fueron materia de confiscación a un privado32.  

 
La defensa del derecho de propiedad de los terceros de buena fe siempre ha sido un 
asunto de controversia. Es así como, a partir del desarrollo de cada uno de los 
problemas secundarios identificados, buscaremos llegar a una conclusión respecto al 
tratamiento que debe darse a los mismos en casos como el que es materia del presente 
informe.  

 
3.1. ¿Se podía establecer que ACP era un tercero de buena fe registral? 

 
El art. 2014 del Código Civil, vigente al momento de la interposición de la demanda por 
ACP señalaba: 

 
“Artículo 2014.- Principio de buena fe pública registral. 
 
El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso algún derecho de persona que en el registro aparece 
con facultades para otorgarlo, mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después se 
anule, rescinda o resuelva el del otorgante por virtud de causas que no consten en los registros públicos. 
 
La buena fe del tercero se presume mientras no se prueba que conocía la inexactitud del registro.” 
 

Vemos que esta norma establecía el régimen aplicable a los terceros de buena fe para 
la defensa de su derecho de propiedad. Sin embargo, antes de analizar los requisitos 
que deben concurrir para que exista un tercero de buena fe y cómo se hace oponible 
su derecho frente al derecho de propiedad del titular inicial, es necesario establecer las 
razones que podrían haber llevado al Estado a establecer un régimen de preferencia 
de la titularidad del tercero de buena fe sobre el propietario original. 
 
Por un lado, Mejorada señala que la razón por la cual se tutela al tercero de buena fe 
registral se sustenta en la protección del libre mercado de bienes, lo cual genera 
confianza y certeza a los operadores económicos que actúan en el mismo, y con ello 
se cumple con los presupuestos del régimen económico (Mejorada 2012: 141). Vemos 
como dicho autor sustenta la necesidad de optar por la protección del tercero de buena 
fe por un fin mayo de carácter social como es la protección del libre mercado. Por su 
parte, de la lectura de la Exposición de Motivos del artículo 2014 señalado, se aprecia 
igualmente una idea similar que sustenta su regulación ya que indica que si alguien 
adquiere un derecho de otra persona y el derecho del primer titular es declarado nulo 

 
32 Cabe resaltar que en el presente informe no se ha evaluado si efectivamente existió una confiscación a la propiedad de Aspillaga Hermanos, 
sino que este hecho se da por hecho válido y cierto en función de lo señalado por el Tribunal Constitucional en la Sentencia Aspillaga.  
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también será nulo el derecho del adquirente ya que no se puede transferir lo que no se 
tiene. Sin embargo, señala que esta solución brindada por el derecho extra registral se 
sacrifica por la seguridad del tráfico que señala que, si la nulidad no consta en el 
registro, el adquiriente habrá adquirido bien y la nulidad de su antecesor no le perjudica, 
por lo que la seguridad del tráfico sacrificará la aplicación del derecho común.  

 
Sin embargo, otro sector de la doctrina está en contra de ello; Gonzales Barrón 
considera que el fundamento para la implementación de la figura del tercero de buena 
fe no puede reducirse a ideas o políticas genéricas o difusas, desde la perspectiva de 
los dogmáticos, como la seguridad de tráfico, la protección de los inversores, o la 
necesidad de brindar información rápida que permita a los inversionistas operaciones 
rápidas, sino considera la necesidad de apelar a razones pragmáticas (2019:149).  
 
Por ello que pueda establecerse como otra posible razón la necesidad de establecer en 
la práctica una preferencia en caso de conflicto: 
 
“La fe pública del registro decide un conflicto de intereses específico, entre verus 
dominus -que persigue efectos de la nulidad- y el tercero -que busca restringir los 
efectos de la nulidad-, lo que, en cualquier caso, debe mirarse con mesura puesto que 
la protección exagerada del tercero conllevaría dejar expuesta la situación jurídica del 
propietario real; mientras que la otra opción traería como consecuencia una elevada 
inseguridad. Por tanto, el conflicto subyacente con la protección al tercero mediante una 
serie de límites y exigencias, de tal suerte, que “este mayor rigor… Es lógico: su 
protección vale sonar un derecho ajeno que ya no podrá hacerse efectivo frente a él” 
(Gonzales 2019: 149). 
 
Frente a las razones expuestas considero que ambas perspectivas sirven de sustento 
a la regulación del artículo 2014. Es obligación del Estado crear instituciones y reglas 
en pro de la seguridad en las operaciones de transferencia de bienes y ello contribuya 
al dinamismo económico de la sociedad. Asimismo, es necesario que se establezcan 
consecuencias previsibles en caso de conflicto de intereses entre quienes tienen un 
derecho sobre un mismo bien, lo cual finalmente se traduce en la protección del principio 
de seguridad jurídica, sin que dichas reglas al ser aplicadas amparen situaciones 
antijuridicas claro está. Y digo regla porque realmente considero que el tercero de 
buena fe es una regla debido a que contiene un mandato definitivo que puede ser 
cumplido o no; por ello, si se cumplen los requisitos para su configuración se generarán 
todos los efectos jurídicos previstos en el artículo 2014 del Código Civil (Escobar 
2020:35). No obstante, el principio que sí se originó del establecimiento de la regla del 
artículo 2014 es el principio de fe pública registral establecido en el artículo VIII del 
Título Preliminar del Reglamento General de los Registros Públicos que establece que 
la inexactitud de los asientos causados por la nulidad, anulación, resolución o rescisión 
del acto del cual viene su origen, no perjudica al tercero que de buena fe y a título 
oneroso contrató sobre la base de dichos asientos, siempre que las causas consten en 
los mismos33.  
 
Pasando al punto de los requisitos que deben concurrir para considerar la existencia de 
un tercero de buena fe registral podemos considerar lo siguiente: 

 

 
33 Dicha disposición se contrapone contra lo establecido en el actual art. 2014 en la medida que ahora se especifica que el conocimiento referido 
no solo corresponde al contenido de las inscripciones en cuanto a sus asientos sino al contenido de los títulos archivados que lo sustentan. 
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1. Tener la condición de tercero.  
2. Haber contratado sobre la base del registro. 
3. Haber adquirido mediante un contrato válido. 
4. Haber adquirido mediante un contrato oneroso. 
5. Haber actuado de buena fe. 
6. Haber inscrito su adquisición (Pasco 2020: 35)34. 

 
Respecto a tener la condición de tercero, considero necesario marcar una línea clara 
de identificación de quién es considerado tercero. De la lectura de la mayor parte de la 
doctrina nacional, suelen establecer como pauta la existencia de un negocio jurídico 
nulo entre el propietario considerado inicial con un adquirente y luego un negocio 
jurídico válido de dicho adquirente con un tercero ajeno a la primera relación negocial. 
Sin embargo, no comulgo con dicha forma de establecer la existencia de un tercero. El 
referido artículo 2014 y su exposición de motivos señalado con anterioridad no encajan 
el supuesto de hecho normativo a la existencia de un negocio sino más bien a la 
existencia de un derecho de propiedad anterior cuyo acto que lo origina es susceptible 
de ser anulado, rescindido o resuelto. Si bien efectivamente para que el tercero esté 
protegido es necesario que su adquisición haya provenido de un negocio jurídico ya 
que deberá ser una adquisición onerosa, no se establece que la relación anterior que 
dio origen a la titularidad del adquirente -que le transfirió al tercero- también tenga que 
haber sido consecuencia de la celebración de una transacción. Por ello considero que 
es posible que el derecho de aparente “propiedad” de dicho adquirente puede provenir 
tanto de un negocio jurídico como de un acto jurídico, acto administrativo, una sentencia 
e inclusive una ley. Lo que realmente importa es la validez o invalidez del título de 
adquisición sea cual fuere su origen. Es decir, “un presupuesto para la aplicación de la 
institución comentada es que el otorgante no sea el dueño del bien por defectos en su título 
adquisitivo” (Avendaño y del Risco 2012:193).  

Respecto el hecho de haber contratado sobre la base del registro, debería ser entendido 
como el hecho que el tercero contrató con quien figura como titular de dominio en el 
Registro y como señala el art. 2014 con quien aparezca con “facultades para otorgar su 
derecho”. En este punto es que siempre ha existido discusión sobre en base a qué 
aspectos del registro, el tercero contrata: si sobre la base a lo inscrito en los asientos 
registrales o si sobre la base de lo inscrito en los asientos y en el contenido de los títulos 
registrales que le dieron origen. Cierto sector de la doctrina nacional opta por la postura 
de acotar el conocimiento requerido al tercero a los asientos como se detalla a 
continuación: 

“Para evitar un sistema legal con excesivos costos de transacción, la búsqueda de las 
inexactitudes en el Registro debería restringirse a los asientos registrales y no a los 
títulos archivados, más aún si se tiene en cuenta que los primeros han sido extendidos 
después de una rigurosa calificación por profesionales del Derecho. Ciertamente el 
Principio de Fe Pública Registral debería circunscribirse a la información que conste en 
los asientos registrales. Es decir, para que uno se encuentre protegido por este 
principio, debería bastar el examen a los asientos registrales, y no una revisión de los 
títulos archivados que dan lugar a la inscripción del titular aparente.  Si la inexactitud 
aparece en los asientos registrales, no se cumpliría con el requisito del artículo 2014 
sobre que las causas no deben constar en los Registros Públicos. En tal caso, el 
adquirente tendría mala fe. Por el contrario, si el vicio figura exclusivamente en el título 

 
34 Si bien considero útil esta delimitación de los requisitos realizada por Pasco, no estoy en completo acuerdo con el análisis efectuado por el autor 
respecto de cada uno de los mismos por lo que procederé a hacer un análisis independiente de cada uno de ellos. 
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archivado y no en el asiento registral, tal circunstancia no debería impactar en la buena 
fe del adquirente” (Avendaño y del Risco 2012:195). 

Sin embargo, otro sector de la doctrina señala que el conocimiento deberá extenderse 
adicionalmente al contenido de los títulos archivados que dieron mérito a las 
inscripciones. Partidario de dicha postura es Gonzales Barrón quien ha indicado que un 
derecho no se encuentra extraído de su causa ni subsiste a ella por lo que no existen 
inscripciones vaciadas de contenido, sustentando que el propio artículo 2014 en el 
Código Civil anterior, actualmente derogado, establecía que el tercero mantiene su 
adquisición aún cuando se anule, rescinda o resuelva el derecho del otorgante, es decir, 
el tercero seguirá protegido aún cuando el título antecedente se haya anulado, por lo 
que con ello es necesario que exista un “título previo” (hecho jurídico adquisitivo), 
viciado, siendo este el negocio causal que contiene la inscripción, siendo esta la causa 
por la cual el tercero debe consultar el título y no sólo el asiento” (Gonzales 2019: 181). 

Diversa jurisprudencia a lo largo de los años ha apoyado la exigencia que el 
conocimiento del tercero deba necesariamente evidenciarse no solo en el contenido de 
los asientos sino de los títulos archivados; tanto ello ha sido así que finalmente el art. 
2014 vigente en la actualidad ha establecido dicha exigencia. 

En mi apreciación personal, considero que, en tanto la regla del tercero de buena fe 
tutela el derecho del tercero, pero castiga el derecho del propietario original, se hace 
necesario que exista una obligación de conocimiento básico no solo de lo establecido 
en el asiento registral sino del contenido del título que podría verse anulado, rescindido 
o revocado, el cual se encuentra contenido en el título archivado del asiento que dio 
origen a la inscripción de la titularidad del transferente. Sin embargo, no podría 
extenderse ese conocimiento a cualquier vicio que pueda evidenciarse de cualquier otra 
inscripción que obre en el Registro, sea en el registro de propiedad inmueble como en 
cualquier otro, ya que ello sí significaría imponer una carga de evaluación compleja y 
rigurosa a cualquiera que quisiera adquirir un bien, lo cual iría en contra del interés 
social que los bienes circulen. Finalmente, el vicio debe evidenciarse de la lectura y 
encontrarse de forma expresa en esos elementos para que no sea posible que el tercero 
pueda aplicar a dicha regla. 

Respecto a que el tercero haya celebrado un contrato válido y oneroso ello se sustenta 
en que no es amparable la tutela de terceros cuyo contrato pueda ser considerado nulo 
o anulable. Si bien el contrato tiene un vicio, este no podrá ser de validez del acto sino 
únicamente corresponderá al vicio de ineficacia por haber contratado con quien no tenía 
verdadera titularidad y la pierde (2020: 63). Por otro lado, deberá ser un contrato 
oneroso, es decir que el bien haya sido transferido a cambio de una contraprestación. 
Álvarez Caperochipi señala que lo que se busca con este requisito es que sólo resulte 
protegido quien se vale del registro para evitar sufrir un perjuicio patrimonial y no quien 
busca asegurar un lucro (citado en Pasco 2020: 78). 

Finalmente, el tercero debió actuar de buena fe. La buena fe en su concepto jurídico 
transversal a todo el sistema y es utilizado en diferentes normas como principio de 
actuación necesario para aplicar o dejar de aplicar efectos jurídicos. Sin embargo, es 
necesario precisar que la buena fe puede ser entendida desde dos criterios: el objetivo, 
que atiende a la información que obra en registros, y el subjetivo que pone énfasis en 
la realidad extra registral ya que sin perjuicio de lo que obre en los registros, el tercero 
debe ignorar que lo publicado es inexacto. Es necesario acotar que nuestro código civil 
ha adoptado el criterio de buena fe subjetiva en tanto no solo el vicio no debe constar 
en el registro, sino que el tercero debe ignorarlo independientemente de la fuente de 
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donde provenga la información (Avendaño y del Risco 2012: 194). En el derecho 
comparado, en el caso del derecho colombiano específicamente, se señala que: 

“la buena fe subjetiva es característica de las relaciones posesorias y de los sujetos de 
una relación contractual que resulta inválida, pues con base en ella se busca dejar a 
salvo los derechos de los adquirentes de buena fe. Denota un estado de conciencia, un 
convencimiento, un estado psicológico y no volitivo, cuyo substrato está fundamentado 
en la ignorancia o error. Se dice subjetiva porque para su aplicación el intérprete debe 
considerar la intención del sujeto de la relación jurídica, su íntima convicción, su 
creencia errónea sobre la existencia de una situación regular, todo lo cual conduce al 
convencimiento del propio derecho, de estar actuando conforme a derecho o de no 
estar lesionando el derecho ajeno” (Chinchilla 2018:153).  

Finalmente, el último requisito no requiere mayor comentario. Es así que, cuando un 
tercero adquiere de buena fe y en estricto cumplimiento del art. 2014, hace que su 
adquisición a non domino prevalezca sobre la titularidad del propietario original. De 
conformidad con Hernández, se protege al adquirente de buena fe y a título oneroso 
mediante una regla de propiedad al tonar la adquisición que realiza inatacable, siempre 
que cumpla con los requisitos legales, confirmándolo como titular real del bien materia 
del negocio jurídico; un registro de derechos asigna de forma efectiva el derecho de 
propiedad y consolidan las adquisiciones a non dominio, reiterando, siempre que se 
reúnan los presupuestos necesarios previstos en la ley, estando dicha efectividad 
relacionada con la conservación del derecho adquirido y, a nivel práctico, que la eficacia 
del contrato suscrito por el tercero esté garantizado y su finalidad se cumpla (Hernández 
2022:72). 

Establecido el marco normativo y el análisis doctrinario de la regla de aplicación del 
tercero de buena fe registral corresponde analizar si efectivamente ACP se encontraba 
en el supuesto de hecho correspondiente a la misma. Para ello considero necesario 
graficar la situación que se presentó en el presente caso al momento de la emisión de 
la Sentencia Aspillaga y antes de la cancelación del dominio de ACP sobre el Inmueble 
ACP, el cual considero es el momento relevante para determinar si ACP era o no un 
tercero de buena fe: 

 

 

 

                  Duplicidad          (superposición parcial) 

 

 

 

 

 

Partiendo de dicha situación, se puede arribar las siguientes conclusiones: 

1. La Sentencia Aspillaga ordenó la cancelación del dominio de INADE y PEJEZA 
en la Matriz de INADE al determinarse que la ley que ordenó la adjudicación de 
sus tierras y que dio mérito a la inscripción de su dominio era inconstitucional. 
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Con ello se puede arribar a la conclusión que se extinguió su titularidad sobre el 
predio correspondiente a la Matriz INADE. En tanto el derecho de propiedad sobre 
el Inmueble ACP fue transferido por PEJEZA en base al dominio que ostentaba 
sobre la Matriz INADE, se cumple con lo señalado en el art. 2014 que señala que 
adquirió de quien figuraba en el registro y que dicho transferente (PEJEZA) haya 
perdido su derecho.  

 
2. En segundo lugar, ACP adquirió mediante un contrato válido en el marco de una 

subasta internacional llevada a cabo por el Estado y a título onerosos puesto pago 
un precio y compromisos de inversión como contraprestación. Asimismo, inscribió 
su titularidad en el Registro Público. 

 
3. Respecto a la buena fe, no es menester hacer un análisis a detalle sobre el mismo 

en la medida que como bien señala el art. 2014, la buena fe se presume hasta 
que se pruebe lo contrario y al momento de la emisión de la Sentencia Aspillaga 
no se había probado la existencia de mala fe por parte de ACP al adquirir el 
Inmueble ACP. Sin perjuicio de ello, al menos a nivel objetivo se evidencia la 
buena fe de ACP en tanto ni en el asiento registral ni el título archivado se 
evidenciaba ningún vicio de su titularidad. Asimismo, ACP adquirió la posesión 
del Inmueble ACP de forma inmediata a su adquisición y la mantuvo por muchos 
años sin sufrir ningún tipo de perturbación.  

 
4. Finalmente, respecto a la existencia de duplicidad si bien es cierto en principio 

evidenciada la misma no habría cabida a que el adquirente de una de ellas alegue 
buena fe y por tanto se aplique frente a quien es titular de la partida duplicada el 
art. 2014, el presente caso es un caso diferente en la medida que con la Sentencia 
de Aspillaga y la cancelación del dominio de INADE PEJEZA, la duplicidad parcial 
se extinguió.  

 
5. En consecuencia, al momento de la emisión de la Sentencia Aspillaga, ACP si se 

encontró en el supuesto de hecho para la aplicación de la regla del tercero de 
buena fe por lo que la cancelación del dominio de INADE y PEJEZA no 
ocasionaba la nulidad de su título de propiedad y por tanto el mismo tenía plena 
vigencia por disposición legal. 

 
3.2. ¿Existen razones para brindar una tutela preferente al derecho adquirido a 

non domino por ACP como tercero de buena fe frente el derecho de 
Aspillaga Anderson? 

 
Habiéndose determinado que ACP es un tercero de buena fe y con ello que 
cuenta con un derecho de propiedad emanado de la ley que merece ser 
amparado, la pregunta en concreto sería por qué se debe preferir el derecho de 
este tercero contra la pérdida del derecho de propiedad de aquel que sufrió la 
confiscación ilegítima por parte del Estado. Considero que la respuesta es más 
sencilla de lo que parece. La razón no es diferente a la razón que trasciende a la 
existencia del artículo 2014: se debe proteger al tercero de buena fe siempre que 
se cumpla con lo establecido en dicha norma para proteger el libre mercado de 
bienes y con ello el régimen económico. El Estado ha optado por esta regla y 
básicamente al preferir el derecho del tercero lo único que hizo el Tribunal es dar 
cumplimiento a la ley. 
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Sin embargo, existen quienes no apoyan dicho análisis. Gonzales Barrón, al 
respecto, rechaza profundamente que en este caso se haya optado por tutelar el 
derecho de buena fe de ACP indicando que:  
 
“No es posible decir que la propiedad está garantizada por la Constitución cuando 
el propietario es despojado mediante un acto estatal y legítimo. Nada justifica que 
el titular del derecho termine siendo sacrificado por un tercero de buena fe y a 
título oneroso ya que un mal (la pérdida de qué sufriría el tercero) no se remedia 
con otro mal (la pérdida que sufre el verus dominus). La realidad jurídica indica 
que el primigenio titular es el propietario real del bien ya que este nada perdió a 
través de una expropiación de hecho. Siendo así, ¿cómo puede explicarse que el 
afectado por un acto arbitrario vea extinguido su derecho mientras el beneficiario 
del acto inconstitucional termina siendo premiado? Y no se diga que el tercero 
tiene buena fe pues el propietario original no sólo tiene la misma buena fe sino 
que además el derecho le corresponde al en forma primigenia. No entiendo como 
la buena fe de uno vale y no la del otro” (Gonzales 2011: 31). 
 
Sin embargo, dicho autor no está considerando que la buena fe de ACP opera 
desde que se emite la Sentencia Aspillaga en la medida que, en tanto cumple con 
los requisitos la propiedad, se le asigna la titularidad del bien y dicha titularidad 
es retirada de la esfera jurídica del titular original ya que mediante el principio de 
exclusividad no es posible la existencia de dos titulares sobre un mismo bien y 
justamente el artículo 2014 busca plantear una solución al conflicto de intereses 
entre estos dos sujetos, optando por darle la tutela al tercero de buena fe en 
cumplimiento de la ley y con la finalidad de mantener la seguridad en el circulación 
de bienes que es un fin tutelado por el Estado y de relevancia e importancia para 
la sociedad.   

 
3.3. ¿Fue correcta la solución planteada por el Tribunal Constitucional al caso 

correspondiente a ordenar al Estado llevar a cabo un procedimiento de 
expropiación contra Aspillaga Hermanos por el área del Inmueble ACP? 

 
Si bien considero que la forma de resolver el amparo por parte del Tribunal 
Constitucional no fue la correcta, analizaré si, tomando como premisa que existían 
los presupuestos necesarios para pronunciarse sobre el fondo, fue correcta la 
solución de ordenar un procedimiento de expropiación para indemnizar a 
Aspillaga Hermanos.  
 
De conformidad con lo establecido en la Sentencia ACP, la solución para la tutela 
del derecho de Aspillaga Hermanos como consecuencia de la existencia de ACP, 
como tercero de buena fe y a título oneroso, fue ordenar al Estado el inicio de un 
procedimiento de expropiación para abonar a Aspillaga Hermanos una 
indemnización justipreciada por la confiscación de su propiedad ya que ordenar 
la restitución de la propiedad traería consigo la privación del derecho de dicho 
tercero a su legítimo uso y goce de su propiedad, afectando el principio de 
seguridad jurídica. En base a ello ordena al Ministerio de Cultura y el Proyecto 
Especial Jequetepeque Zaña que inicie en el procedimiento de expropiación 
previsto en la Ley 27117 para que, dentro de un plazo razonable no mayor a 
cuatro meses, le abone a Aspillaga Hermanos la indemnización justipreciada por 
la propiedad confiscada en mérito del artículo 410 del Decreto Legislativo No. 556 
y del artículo 218 de la Ley No. 25303. 
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Si bien, como señale en el numeral anterior, es necesaria la tutela del tercero de 
buena fe registral, considero un error que la orden de reparación del daño sufrido 
por Aspillaga Hermanos por la confiscación de su propiedad y la permanencia de 
la misma en el dominio de ACP, sea el inicio de un procedimiento de expropiación 
por los siguientes motivos: 

 
1. La figura de la expropiación se encuentra regulada en el art. 928 del Código 

Civil, estando reguladas en el art. 70 de la Constitución, las garantías 
necesarias para que la misma proceda que se resumen en los siguientes 
presupuestos: 

 
- Reserva de ley, en la medida que solo puede ser declarada por ley del 

congreso. 
- Que la causa justificativa de la expropiación sea por necesidad pública o 

seguridad nacional. 
- Que solo opere contra el pago de la indemnización justipreciada.  

 
Por tanto, ¿cómo podría el Tribunal Constitucional mediante una sentencia 
de amparo ordenar una expropiación si la misma no ha sido ordenada por ley 
ni se sustenta en una causa de necesidad pública o seguridad nacional? 
Considero que ello no es en ningún sentido jurídicamente posible.  

2. Asimismo, surge una pregunta adicional, ¿cómo sería posible expropiar un 
bien inmueble del cual se ha reconocido que existe una titularidad protegida 
por la aplicación de la regla recogida en el art. 2014 que protege al tercero de 
buena fe? ¿acaso se le podría expropiar a Aspillaga Hermanos un inmueble 
que le pertenece a ACP por imperio de la ley? Considero que no es posible 
que se expropie el Inmueble ACP de la esfera jurídica de Aspillaga Hermanos 
sencillamente porque es de propiedad de ACP. Al parecer el Tribunal busca 
que se consolide su “titularidad” sobre el Inmueble ACP con la expropiación 
y con ello se convalide la transferencia sin darse cuenta que, adicionalmente 
a ser jurídicamente imposible, ello no es necesario, en tanto la conservación 
del derecho de ACP no se funda en una decisión de dicho órgano sino en el 
hecho mismo de ser un tercero de buena fe registral y no haberse probado la 
existencia de mala fe en su adquisición a non domino.  

 
3. Habiéndose explicado la ilegalidad e incongruencia de la decisión tomada por 

el Tribunal, considero necesario indicar que, de pronunciarse sobre el fondo 
como finalmente hizo, efectivamente lo que correspondía era indemnizar a 
Aspillaga Hermanos en tanto se estableció la existencia de una expropiación 
de hecho de su propiedad y en la medida que no era posible el retorno del 
Inmueble ACP. En consecuencia, correspondía el pago de una 
indemnización por el valor del bien a la fecha de emisión de la Sentencia 
Aspillaga. Este criterio de solución ha sido entendido por el propio Tribunal 
años después ya que en la sentencia recaída en el Expediente No. 04769-
2017-PA/TC establece nuevos criterios que modifican el criterio de la 
Sentencia Aspillaga respecto al restablecimiento de la propiedad en caso de 
confiscación tomando en cuenta la existencia de terceros: 
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- Respecto de los predios confiscados que no han sido dispuestos por el 
Estado y que se encuentran inscritos a su favor: deberán ser devueltos en 
favor de los demandantes. 

- Respecto de los predios afectados que fueron transferidos a título oneroso 
a terceros: sólo cabe que se paga el valor a precio de mercado en favor 
de los demandantes. 

- Respecto de los predios afectados que fueron transferidos a título gratuito 
a terceros y los terrenos que se encuentren abandonados: deberán ser 
devueltos en favor de los demandantes; si se encuentran ocupados por 
terceros, deberá proceder con el pago del valor a precio de mercado en 
favor de los demandantes. 
Como vemos en ninguno de los casos ordena iniciar un procedimiento de 
expropiación sino opta por ordenar indemnizaciones en aquellos casos 
donde no es posible o adecuado devolver la propiedad del inmueble 
confiscado. Más allá de estar de acuerdo o no, parcial o totalmente con lo 
señalado, considero que en los casos donde existan terceros de buena fe 
que hayan adquirido los predios confiscados lo que efectivamente 
corresponde es el pago de una indemnización. Como señala Torres: 

“En las expresiones citadas es notable advertir que el Tribunal 
Constitucional ha dispuesto una medida para la reparación de la 
vulneración del derecho fundamental con una doble connotación jurídica: 
a) de una parte ha ordenado al Estado que restituya la propiedad a los 
demandantes de los predios que no hayan sido transferidos a terceros, lo 
cual equivale a una “reparación in natura”; y, b) de otra parte, respecto de 
los predios que han sido dispuestos a favor de terceros, ha ordenado que 
el Estado pague a favor de los demandantes su valor a precio de mercado, 
lo cual equivale a una reparación equivalente. En rigor, ambas 
prestaciones tienen naturaleza igualmente resarcitoria para restablecer el 
derecho fundamental vulnerado” (Torres 2022: 25). 

En consecuencia, la decisión de iniciar un proceso expropiatorio a favor 
de Aspillaga no fue correcta en la medida que no tenía sustento legal y en 
tanto lo que correspondía era ordenar una inmediata indemnización para 
reparar el daño sufrido por Aspillaga Hermanos al no poder el Estado 
devolver su propiedad confiscada en tanto la titularidad le corresponde a 
ACP como tercero de buena fe registral. 

3.4. Toma de posición del segundo problema jurídico: 
 

Luego del análisis efectuado, mi posición respecto al caso es que, si bien no estoy de 
acuerdo con que el Tribunal haya tenido que entrar a resolver sobre el fondo del asunto, 
habiéndolo realizado, estoy de acuerdo con la decisión de tutelar el derecho de ACP en 
la medida que se trata de un tercero de buena fe registral. No obstante, no estoy de 
acuerdo con la acción ordenada por dicho colegiado de ordenar el inicio de una 
expropiación en tanto ello no era jurídicamente posible. Considero que, en el presente 
caso, el Tribunal debió ordenar de forma directa una indemnización en favor de 
Aspillaga Hermanos por parte del Estado equivalente al valor del inmueble al momento 
de la emisión de la sentencia.  
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V. Conclusiones 
 
1. En primer lugar, mi posición respecto al caso es que la demanda debió ser 

declarada procedente. Estoy en desacuerdo con la decisión del juez del Primer 
Juzgado Especializado en lo Constitucional de Lima de declarar improcedente la 
demanda y con la decisión del juez de la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Lima de confirmar la improcedencia, ya que considero que, de 
evidenciarse una posible afectación a los derechos fundamentales alegados, 
debieron optar por apartarse del precedente vinculante y actuar en defensa del 
afectado. Los jueces, por más que se encuentren obligados a aplicar los 
precedentes vinculantes emitidos por el Tribunal Constitucional, tienen por encima 
de la misma, la obligación de dar cumplimiento a la Constitución y garantizar la 
tutela de los derechos fundamentales.   
 

2. Asimismo, si bien estoy de acuerdo con la decisión tomada por el Tribunal 
Constitucional de admitir la demanda, no estoy de acuerdo con el sustento ni el 
análisis realizado por dicho colegiado para determinar su procedencia. Dicho 
colegiado no hace una evaluación completa ni correcta de la procedibilidad de la 
demanda.  
 

3. Era necesario que el Tribunal Constitucional al evaluar el caso amplie el petitorio 
del demandante, en aplicación del art. II y del art. VIII del CPCA así como del 
principio de suplencia de queja para que el amparo no fuera solo contra la 
Sentencia Aspillaga si no también contra la Resolución No. 20 y la Resolución No. 
27, en la medida que, del análisis de los hechos, se evidencia que dichas 
resoluciones también originaron consecuencias en su esfera jurídica relacionadas 
con afectación a su derecho de propiedad.   
 

4. El análisis de la procedencia de la demanda por el Tribunal Constitucional (así 
como de los jueces si hubieran declarado procedente la demanda) debió iniciar en 
primer lugar por determinar si existía o no una afectación al contenido 
constitucionalmente protegido de los derechos invocados. En este punto se pudo 
determinar que (i) existió una afectación al derecho de defensa de ACP con la 
tramitación del Primer Proceso de Amparo y con la emisión de la Sentencia 
Aspillaga en la medida que ACP no ejerció su derecho de defensa en dicho proceso 
y era un tercero con legítimo interés y (ii) existió una afectación al derecho de 
propiedad de ACP con la emisión de las Resoluciones No. 20 y Resolución No. 27 
y la inscripción de los actos ordenados en las mismas, en la medida que se ordenó 
la cancelación del dominio de ACP en la partida registral de ACP de forma 
arbitraria, excediendo lo ordenado por el tribunal mediante la Sentencia Aspillaga. 
Para dicha determinación se han podido establecer posiciones iusfundamentales 
afectadas con la finalidad de analizar si las mismas fueron o no vulneradas.  
 

5. Por su parte, el análisis de la procedencia también debió incluir por qué no existían 
vías procedimentales específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del 
derecho de defensa de ACP.  Si bien se pudo determinar que existía una vía 
específica de tutela al derecho de propiedad de ACP correspondiente al proceso 
de conocimiento de mejor derecho de propiedad, no era una vía igualmente 
satisfactoria.  Adicionalmente, el Tribunal omite analizar si incurría o no en otra 
causal de improcedencia que pudiera ser materia de cuestionamiento como por el 
ejemplo el plazo de interposición de la demanda. 
 

6. Asimismo, el Tribunal Constitucional debió realizar el análisis en concreto de la 
procedencia en específico del amparo contra amparo en el presente caso en 
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función a las reglas establecidas en el precedente vinculante señalado en la 
sentencia recaída en el expediente No. 04853-2004-PA/TC.  Dicha procedencia se 
sustenta en que la Sentencia Aspillaga era una resolución estimatoria y legítima 
que produjo una presunta violación manifiesta del contenido constitucionalmente 
protegido del derecho de defensa, desnaturalizando la decisión sobre el fondo, 
convirtiéndola en inconstitucional, estando legitimado ACP como tercero afectado 
por lo resuelto en el primer amparo al no ser emplazado. Asimismo, era necesario 
hacer una precisión al precedente para aclarar que también procede contra las 
resoluciones emitidas por el juez en la ejecución de resoluciones estimatorias, y 
por tanto que procedía contra las Resoluciones No. 20 y No. 21 al ser resoluciones 
que modificaron y desnaturalizaron la orden de cumplimiento establecida en la 
Sentencia Aspillaga, produciendo una afectación manifiesta del contenido 
constitucionalmente protegido del derecho de propiedad. 

 
7. Sin embargo, no solo bastaba con analizar la procedencia del amparo contra 

amparo, el Tribunal adicionalmente debió analizar y sustentar correctamente la 
inaplicación de forma excepcional de la regla que establece que no procede una 
resolución contra sentencia del Tribunal Constitucional sustentando su 
apartamiento.  Si bien indicó de forma muy escueta el sustento de su proceder que 
radicaba en el desconocimiento de la existencia de ACP como tercero de buena fe, 
era necesario señalar razones suficientes como el hecho que, al emitir el 
precedente vinculante, el Tribunal consideró que sus sentencias revisten de 
constitucionalidad y no vulneran derechos fundamentales, sin embargo ello no 
significa que en circunstancias particulares puedan hacerlo como cuando un 
tercero con legítimo interés es privado de ejercer su derecho de defensa. 
 

8. Luego del análisis efectuado, se ha evidenciado que existió una vulneración grave 
al derecho de defensa de ACP con la emisión de la Sentencia Aspillaga y todos los 
actos procesales en el Primer Proceso de Amparo, así como existió una vulneración 
al derecho de propiedad de ACP con la emisión de la Resolución No. 20 y 27, y la 
consecuente inscripción del asiento de cancelación del dominio de ACP en la 
Partida del Inmueble. Adicionalmente, si bien estoy de acuerdo con la decisión 
tomada por el Tribunal Constitucional de declarar fundada la demanda, no estoy de 
acuerdo con el sustento ni el análisis realizado por dicho colegiado para tomar tal 
decisión (sustento que se encuentra plasmado en la Sentencia ACP). Finalmente, 
no estoy de acuerdo en la decisión tomada por el Tribunal Constitucional al resolver 
el proceso, consistente en aclarar la Sentencia Aspillaga.  
 

9. Considero que la decisión del Tribunal debió ser declarar las nulidades de la 
Sentencia Aspillaga y de las Resoluciones No. 20 y 27, así como la nulidad del 
asiento de cancelación del dominio de ACP en la partida registral del Inmueble 
ACP, con la finalidad de efectuar la reposición de las cosas al momento anterior a 
la afectación del derecho de defensa y del derecho de propiedad de ACP, lo cual 
exige retrotraer el Primer Proceso de Amparo iniciado por Aspillaga Hermanos al 
momento en que se planteó la demanda por parte de la citada empresa, debiendo 
incorporarse a la relación procesal a ACP a efectos de que ejerza de manera plena 
e irrestricta su derecho de defensa. Sin embargo, el Tribunal Constitucional optó 
por “aclarar” la Sentencia Aspillaga, lo cual considero no tiene sustento jurídico ni 
sentido. El Tribunal Constitucional comete un error al no sustentar correctamente 
la violación a los derechos fundamentales de ACP que son la esencia medular del 
proceso de amparo y avocarse a corregir una sentencia materia de otro proceso.  
 

10. La declaración de nulidad de dichas resoluciones reparaba la violación de los 
derechos afectados y no atentaba contra el principio de cosa juzgada y de 
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seguridad jurídica en la medida que no es posible admitir la calidad de cosa juzgada 
a aquellos casos donde la resolución fue emitida con infracción al debido proceso 
y del derecho de defensa, y, por otro lado, una resolución contraria al orden jurídico 
constitucional por sí misma es la que atentaría contra el principio de seguridad 
jurídica. 
 

11. Adicionalmente, considero que no se cumplían con los presupuestos procesales 
necesarios para que el Tribunal pueda entrar a pronunciarse sobre el fondo del 
Primer Proceso de Amparo en la medida que la naturaleza del recurso de agravio 
constitucional no genera la posibilidad de una tutela efectiva del derecho de 
defensa de aquellos contra los cuales recae el amparo y es cuestionable que 
existan medios probatorios suficientes para sustentar una decisión de fondo sobre 
todo cuando lo que se tiene que resolver con la intervención de ACP no es solo el 
reconocimiento de su derecho como tercero de buena fe registral sino también 
dilucidar en dicho caso como se resolverá de cara a la subsanación de la 
vulneración del derecho de propiedad de Aspillaga Hermanos y de cara a cómo 
quedarán inscritos los derechos reconocidos.  
 

12. Adicionalmente, si bien no estoy de acuerdo con que el Tribunal haya tenido que 
entrar a resolver sobre el fondo del asunto, habiéndolo realizado, estoy de acuerdo 
con la decisión de tutelar el derecho de ACP en la medida que se trata de un tercero 
de buena fe registral. Es necesario proteger al tercero de buena fe -siempre que se 
cumpla con lo establecido en dicha norma- para proteger el libre mercado de bienes 
y con ello el régimen económico. El Estado ha optado por esta regla y básicamente 
al preferir el derecho de ACP lo único que hizo el Tribunal es dar cumplimiento a la 
ley. 
 

13. No obstante, no estoy de acuerdo con la acción ordenada por dicho colegiado de 
ordenar el inicio de una expropiación en tanto ello no era jurídicamente posible. 
Considero que, en el presente caso, el Tribunal debió ordenar de forma directa una 
indemnización en favor de Aspillaga Hermanos por parte del Estado equivalente al 
valor del inmueble al momento de la emisión de la sentencia.  
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